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“On entend par “extradition” le fait pour un 
Etat de livrer une personne a un autre Etat en 
application de un traite, de une convention ou 
de la législation nationale.”1 ; ”On entend par 
“remise” le fait pour un Etat de livrer une 
personne à la Cour en application du présent 
Statu”. 
 
Estatuto de Roma (versión en francés).  
 
 
La extradición en Colombia ha sido una institución jurídica de mucha 
trascendencia, debido a su connotación e importancia en el desarrollo de la  
historia política, social  y  jurídica de nuestro país, por lo que se considera un tema 
de actualidad, por su pertinencia, no solo en el contexto del derecho penal 
colombiano  en el marco de la cooperación judicial internacional establecida en el 
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), sino además en la lucha 
contra la delincuencia organizada que tanto daño le ha causado al país con la 
cuota quizás más grande en víctimas, incluyendo los miembros de la fuerza 
pública, por parte de delincuentes dedicados al tráfico de estupefacientes y a 
grupos armados al margen de la ley; en el contexto de un conflicto armado de más 
de cinco décadas que en la actualidad vive Colombia.  
 
 
                                                             
1 Texto del Estatuto de Roma en francés, obtenido de la pagina web oficial de la Corte Penal 
Internacional, tttp://www.icc-cpi.int/library/basisdocuments/rome_statute; traducción en español:”Se 
entien de por “extradición” el hecho por el cual un estado entrega a una persona a otro estado en 
aplicación de un tratado de una convención o de la legislación Nacional”; “Se entiende por 







Lo anterior sin embargo, no obsta para que en la aplicación de este mecanismo de 
cooperación judicial, en lo que respecta al trámite de extradición, no sean 
respetados los derechos fundamentales constitucionales, al  debido proceso y a la 
defensa de los extraditados al momento de ser capturados en el territorio nacional 
y su posterior tramite, ya que por tratarse de un procedimiento mixto,  
administrativo y judicial;  que a decir verdad es mas administrativo que judicial; 
queda a discreción del ejecutivo decidir si se extradita o no a una persona; pero 
además durante el trámite “judicial” el  papel pasivo que realiza la Corte Suprema 
de Justicia es muy precario, pues solo se limita a una revisión meramente formal 
de la documentación y las pocas pruebas con las que se acompaña la solicitud de 
extradición, que hace  inoperante la defensa técnica del solicitado, por cuanto no 
se surte un verdadero debate probatorio y en consecuencia se violan, sistemática 
y reiteradamente los derechos fundamentales de quienes son requeridos. 
 
La extradición en Colombia ha estado marcada por una serie de hechos violentos, 
cometidos en gran medida por las bandas organizadas del narcotráfico y los 
miembros  de los grupos subversivos que han marcado la vida política, social,  
económica y jurídica de nuestro país; basta con mencionar algunos de los hechos 
más relevantes que influyeron en el desarrollo y aplicación de la extradición 
durante este periodo en Colombia. 
 
Con la influencia de los carteles de la Droga en la década de los 80, 
especialmente el de Medellín, surge un delincuente famoso por sus métodos 
terroristas en contra de las instituciones democráticas y la lucha frontal que 
sostuvo contra la Policía Nacional, como fue “Pablo Escobar Gaviria”, quien puso 
en aprietos al país, haciéndose necesario implementar, como política de seguridad 
nacional, la implementación de un mecanismo de cooperación judicial como la 
extradición, que contrarrestara eficazmente a estos crimininales, con fundamento 
en el Tratado bilateral sobre extradición firmado con los Estados Unidos de 
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América, el 14 de septiembre de 1979 en la ciudad de Washington, y la formación 
de un “Bloque de Búsqueda” perteneciente a la Policía Nacional, apoyado por  
miembros de la DEA, agencia norteamericana dedicada a la lucha contra el 
narcotráfico, con el único objetivo de dar captura a este capo de la mafia. 
 
Durante el gobierno del doctor Belisario Betancur, ocurre un hecho que da origen 
a la guerra entre el estado y los narcotraficantes como fue la muerte del Ministro 
de Justicia, doctor Rodrigo Lara Bonilla, a manos de “Cartel de Medellín”, en el 
año 1984, lo que conllevo a la posibilidad de aplicar la extradición, a pesar de 
existir la prohibición constitucional de no extraditar a los nacionales, lo que 
provoco  una oleada terrorista sin precedentes por parte de los denominados 
“extraditables” para evitar que se aplicara ese mecanismo de cooperación, tales 
como la toma del Palacio de Justicia en el año 1985, la bomba a las instalaciones 
del DAS en 1989 y la caída del avión de Avianca en el mismo año, con la muerte 
de todos sus ocupantes.  
 
Pero como el tratado bilateral sobre extradición con los Estados Unidos, aprobado 
por la Ley 27 de 1980, había sido declarado  inconstitucional por la Corte Suprema 
de Justicia en al año 1986, lo cual hacia inaplicable el trámite de extradición; 
genero que a raíz de los hechos de violencia acaecidos, y con el país en estado 
de sitio, en virtud del Decreto 1038 de 1984, se emitiera el Decreto Legislativo No. 
1880 de 1989, mediante el cual se declararía la suspensión del artículo 17 de la 
Ley 100 de 1980, Código Penal, permitiéndose la extradición de “facto”, con el 
solo procedimiento administrativo por parte del ejecutivo, lo que permitiría poner a 
disposición de la justicia norteamericana los delincuentes vinculados con los 
carteles de la droga, generando por supuesto el recrudecimiento de la violencia 
como respuesta a esas decisiones por parte de los carteles, para evitar que sus 




En este orden de ideas, al entrar en vigencia la Constitución Política de 1991, se 
logro  finalmente que quedara prescrito en el artículo 35 de la Carta Magna la 
prohibición de extraditar colombianos por nacimiento a otro estado;  situación que 
no duraría por mucho ya que posteriormente en el año 1997, se aprueba el Acto 
Legislativo No 01 de 1997, con el cual se logra modificar el citado artículo 35 de la 
Constitución y se permite nuevamente la extradición de colombianos por 
nacimiento a cualquier estado que lo requiriese. Como emblema de aquella época 
nefasta, se recuerda la frase que identifico la lucha de los extraditables en contra 
de la extradición: “preferimos una tumba en Colombia a una cárcel en Estados 
Unidos”, expresión que se ha sido revaluando, pues en la actualidad la mayoría de 
los narcotráficos prefieren ser enviados en extradición, para gozar de los 
beneficios que les ofrecen países como Estados Unidos, donde la justicia 
negociada les sale más favorable y después de un corto periodo regresan a 
disfrutar de sus imperios económicos y lo más triste sin tener que responder por 
las victimas de sus métodos intimidantes y terroristas con las que tienen su control 
en nuestro territorio patrio. 
 
Con la expedición del Acto Legislativo No. 01 de 1997, que modifico el artículo 35 
de la Constitución Política de Colombia, se genera una gran polémica frente a la 
conveniencia o inconveniencia  de extraditar nacionales a otro país, cuando no 
existe un tratado con el país requirente, queda supeditado al procedimiento 
establecido en la normatividad colombiana,  lo que conlleva a que las personas 
sean extraditadas de manera irregular pues el procedimiento judicial que se aplica 
no garantiza los derechos de los solicitados, iniciando con la captura, convirtiendo 
la extradición en un procedimiento meramente administrativo sujeto a la 
discrecionalidad del ejecutivo con alcances políticos, en especial si se trata de los 
Estados Unidos, con quienes tenemos una total sumisión, muy a pesar de lo 
establecido en el código penal y procedimiento penal, Ley 906 de 2004, 
establecido en el libro V, capítulo II, articulo 490 y ss, donde se prescribe un 
procedimiento mixto para la extradición, siendo en la práctica mas administrativo 
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que judicial, ya que el procedimiento judicial que se adelanta es meramente 
formal, debido al rol pasivo que hace la Corte Suprema de Justicia al momento de 
revisar los documentos y las pruebas que acompañan la solicitud d extradición. 
 
No obstante lo anterior, este proyecto de investigación busca  establecer un 
mecanismo que garantice los derechos fundamentales de quienes son objeto de 
extradición desde la captura del requerido y su posterior trámite administrativo y 
judicial, buscando establecer un control de legalidad a las capturas, que con fines 
de extradición y entrega sean decretadas por el Fiscal General de la Nación, 
buscando con ello cumplir con lo prescrito en la Ley 906 de 2004, donde establece 
que para todo tipo de captura debe surtirse un control de legalidad ante un juez 
con función de garantías; como quiera que en nuestro ordenamiento jurídico 
colombiano no quedo establecido un control de legalidad para dichas capturas; por 
lo tanto se considera que se hace necesario su implementación para evitar que se 
sigan violando derechos fundamentales y cometiendo errores con quienes siendo 
objeto de extradición son capturados sin la posibilidad de ejercer una defensa 
material y  técnica apropiada; que permita hacer valer sus derecho como 
colombianos y les evite permanecer largos y tortuosos periodos en los centros 
carcelarios de nuestro país, no obstante el hacinamiento que existe, a la espera de 
ser enviados al estado requirente, sin tener en consideración sus derechos 
constitucionales al debido proceso y la defensa entre otros. 
 
De otra parte, este trabajo de investigación pretende, generar conciencia en cada 
uno de los entes gubernamentales que tienen relación con el proceso de 
extradición, al igual que la comunidad jurídica del país, para evitar con ello, que se 
sigan cometiendo errores judiciales con las personas que son solicitadas en 
extradición, como lo acaecido con un supuesto miembro de las Farc2, apodado el 
“marrano”, quien luego de permanecer por más de 13 meses  en una prisión de los 
Estados Unidos, es regresado al país por falta de pruebas, lo que demuestra la 
                                                             
2
 FARC: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 
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falencia que existe por parte de las instituciones encargadas de verificar la 
información suministrada por el país requirente y la deficiencia de los organismos 
judiciales de nuestro nación para ejecutar las solicitudes de extradición, tanto en la 
parte administrativa como la judicial, ya que como se ha venido advirtiendo la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, al momento de revisar la documentación 
que acompaña la solicitud de extradición solo hace una verificación formal.  
 
Por lo anterior, se hace necesario implementar un mecanismo jurídico que proteja 
los derechos fundamentales constitucionales, al debido proceso y a la defensa de 
las personas que son requeridas en extradición o entrega; esto es, establecer un 
procedimiento judicial para el trámite de extradición o entrega, o al menos   
fortalecer el procedimiento judicial que ya existe implementando una audiencia de 
legalización a las capturas con fines de extradición  y una doble instancia para el 
evento de revisar jurídicamente los documentos y las pruebas que se aportan por 
el país requirente, con la garantía del debido proceso.   
 
El control de legalidad que se propone, debe aplicarse, no solo a la 
documentación y las pruebas que acompaña la solicitud de extradición,  sino 
también  y de manera muy especial a la legalidad de la captura que con fines de 
extradición o entrega decrete el Fiscal General de la Nación, la cual podría ser 
adelantada, como propuesta de la investigación, en primera instancia, por un 
magistrado de la sala Penal del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, tal 
y como se ha venido aplicando, con fundamento en el parágrafo primero del 
artículo 39 de la Ley 906 de 2004 (modificado por la Ley 1453 de 2011), articulado 
que fuera revisado por la Corte Constitucional en sentencia C-591 de 20053, 
estableciendo que en los casos que conozca la Corte Suprema de Justicia, la 
función de juez de control de garantías será ejercida por un magistrado de la sala 
penal del Tribunal Superior de Bogotá; señalando lo siguiente: “En efecto, la 
intervención del juez de control de garantías se prevé para los casos en que el 
                                                             
3
htt://www.alcaldia.. Expediente D-54/05, MP. Doctora Clara Inés Vargas. 
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juzgamiento por parte de la Corte Suprema se realiza previa acusación del fiscal, 
es decir, específicamente para aquellos funcionarios determinados en el numeral 4 
del artículo 235 Superior, cuyo fuero está consagrado, en ésta disposición, solo 
para la etapa del juzgamiento”. 
 
Así mismo, es imperativo exigir del Estado requirente, no solo los documentos 
establecidos en el artículo 495 del Código de Procedimiento Penal4, sino también 
la orden de captura por parte del Estado requirente, al igual que la plena identidad  
de la persona solicitada, de acuerdo a los cánones internacionales de  
criminalística, para evitar así errores con homónimos, que son tan frecuentes en 
una comunidad como la nuestra donde a diario se reportan casos de personas que 
han sido suplantadas por personas inescrupulosas con fines delictuales, como 
para el cobro de seguros, utilización en actividades electorales, sin mencionar los 
fraudes financieros, por mencionar algunos casos, o incluso cuando de manera 
fortuita se extravían documentos de identidad y son utilizados ilegalmente por 
delincuentes para cometer delitos u ocultar identidades de quienes son buscados 
por las autoridades, nacionales o internacionales, por lo que muchas veces las 
personas solicitadas en extradición no son más que victimas de estas 
circunstancias y son extraditados a otro país como responsables de delitos 
cometidos en otros país, cuando ni siquiera han salido del nuestro; esto como un 
ejemplo de lo que pasa a diario en Colombia, por lo que se hace necesario revisar 
y fortalecer los mecanismo de verificación de la información suministrada por los 
países solicitantes, para evitar errores fatales que terminan colocando en riesgo, 
no solo la vida de las personas extraditadas, sino también la de sus familias, sin 
mencionar las cuantiosas demandas a que se ve avocado el Estado Colombiano, 
                                                             
4
 Ley 906 de 2004, art. 495, documentos anexos para la solicitud u ofrecimiento .1) copia o 
transcripción autentica de la sentencia de la resolución de acusación o su equivalente 2) indicación 
exacta de los actos que determinaron la solicitud de extradición y del lugar y la fecha en que fueron 
ejecutados. 3) todos los datos que se posean y que sirvan para establecer la plena identidad de la 
persona reclamada. 4) copia autentica de las disposiciones penales aplicables par el caso. Los 
documentos mencionados serán expedidos en la forma prescrita por la legislación del estado 
requirente y deberán ser traducidos al castellano, si fuere el caso 
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por estos errores judiciales; con detrimento por supuesto del patrimonio público de 
la Nación. 
 
En cuanto a las implicaciones prácticas a través de este trabajo investigativo,  
se pretende garantizar los derechos fundamentales de los extraditados y fortalecer 
el trámite de la extradición;  dándole la oportunidad a estas personas de ejercer su 
derecho de defensa de una forma efectiva, con la implementación de un 
procedimiento judicial fortalecido donde se desarrollen las dos instancias para 
evitar que se sigan vulnerando los derechos de las personas solicitadas en 
extradición. 
De igual manera, se busca impactar de manera positiva en el hacinamiento 
carcelario, pues no es justo que se mantenga a una persona privada de la libertad 
por más de tres meses a la espera de una decisión administrativa para su traslado 
al país requirente, sin considerar la situación carcelaria del país, donde se vive de 
manera infrahumana sin mencionar los riesgos a que son sometidas estas 
personas sin tener en ocasiones nada que ver con las imputaciones que se le 
hacen por parte del país que los solicita de donde son extraditados injustamente 
sin haber tenido una defensa digna en un país que se considera un estado social y 
democrático de derecho. 
 
Se considera este trabajo como novedad cientifica, por cuanto se busca hacer un 
aporte significativo a la ciencia del derecho penal en materia de cooperacion 
judicial internacional, al proponer un control de legalidal a las capturas que con 
fines de extradicion o entrega sean emitidas por el fiscal general de la nacion y 
sugerir una doble instancia con un procedimiento judicial garantista de los 
derechos de los extraditados que bien podria lograrse a traves de un proyecto de 
ley que reglamente la extradicion, sin embargo se es conciente de que los 
estudios que se han realizado respecto del tema de extradición, a pesar del aporte 
significativo a la ciencia del derecho penal, sus propuestas no han sido acogidas, 
debido al carácter político que el tema representa; como por ejemplo la 
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“intradicion”5, propuesta por el doctor Jean Carlo Mejía Azuero, en su obra: “la 
extradición pasiva de nacionales a los Estados Unidos y la constitución política 
colombiana”; donde se da la posibilidad de pedir el regreso a los nacionales 
extraditados, cuando sea necesario en casos como la reparación de las víctimas.  
 
El proyecto es pertinente por cuanto la extradición y la entrega, son temas de 
mucha importancia y actualidad, toda vez que la extradición es un tema de  
constante discusión jurídica y política, debido a la situación actual que vive el país, 
ya que a diario se presentan solicitudes de extradición de nacionales, 
especialmente por delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y 
terrorismo con ocasión del conflicto armado que vive Colombia desde.  Por lo tanto 
el trabajo que se presenta sería demasiado pertinente en la medida que se dé un 
eventual proceso de paz, las personas que se encuentran en ese proceso, no 
sean enviadas en extradición, sin habérseles garantizado sus derechos 
fundamentales al debido proceso y la defensa, ya que como funcionando el trámite 
de extradición en la actualidad, podrían ser extraditados por falta de un estatuto 
extraditario que garantice esos derechos , que se encuentre reconocido dentro de 
un marco jurídico para la paz y en el contexto de una justicia transicional. 
 
De otra parte,  no se puede desconocer la problemática que se viene presentando 
con el sistema carcelario en Colombia, que no cumple con los estándares 
internacionales, para mantener toda esa población, incluyendo los extraditables, 
quienes tienen que permanecer en situaciones infrahumanas, por periodos 
demasiado extensos, desde el momento en que son capturados hasta que se 
emita la orden administrativa de extradición por parte del ejecutivo; por lo que en 
aplicación de un control de legalidad a las capturas con fines de extradición 
evitaría que muchas de esas personas ingresen en el sistema o incluso se les dé 
                                                             
5
MEJIA AZUERO, Jean Carlo, “la extradición pasiva de nacionales a los Estados Unidos y la 
constitución política Colombiana”, ed. Ibáñez, 2012, pág. 413. “la definición de intradicion entonces, 
surgiría de unir las raíces in y traditionis, cuyo significado etimológico seria traer hacia adentro”. 
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la oportunidad de estar fuera de una medida carcelaria intramural hasta tanto no 
se definiera su extradición.  
 
También es de gran conveniencia este trabajo investigativo, en la medida en que 
se logre  matizar o cambiar, las posturas que ha venido sosteniendo la 
jurisprudencia nacional frente a la extradición, al señalar que no se debe hacer un 
control de legalidad a las capturas con fines de extradición por tratarse de un 
procedimiento administrativo; al igual que el rol que ha venido desarrollando la 
Corte Suprema de Justicia en la revisión de la solicitud de extradición, por lo que 
se sugiere que se debe optar por un procedimiento judicial que garantice los 
derechos  fundamentales de los extraditados, en el marco de la Constitución y la 
Ley, respetando los tratados y convenios aprobados por Colombia en materia de 
extradición. 
 
Se considera este trabajo de relevancia social, pues es de vital importancia para 
todos los colombianos que a diario ven como se extraditan personas a otros 
países sin comprender  cuál fue el tramite aplicado para su envió al país 
requirente, al igual que es importante para la comunidad académica nacional e 
internacional que entienda que los procesos de extradición deben estar 
amparados por leyes que protejan los derechos de los nacionales, pues no se 
puede seguir generando la percepción que la extradición es un mecanismo de 
cooperación solo para los implicados en casos de relevancia donde estén 
involucrados como victimas los extranjeros, especialmente los ciudadanos de 
Estados Unidos, así mismo se reitera es importante para la jurisprudencia nacional 
en el sentido que se hace necesario cambiar de precedente judicial ya que no se 






1. ASPECTOS PRELIMINARES 
 
1.1  PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 1.2 DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
 
El debate actual en el derecho penal  colombiano  en lo que respecta a las 
capturas con fines de extradición y entrega, tiene varios matices: 
 
En primer lugar, tiene que ver con la cooperación judicial internacional relacionada 
en nuestro ordenamiento jurídico penal procesal, Ley 906 de 2004, el cual no 
previó un mecanismo de control de legalidad para las capturas que con fines de 
extradición emite el Fiscal General de la Nación, lo que conlleva  a que en 
ocasiones se cometan violaciones y abusos por parte de los organismos de 
seguridad del estado al momento de ejecutar la captura, ya que solo se limitan a 
detener a la persona solicitada en extradición y sin se oída en ningún estrado 
judicial se deja a disposición de la Fiscalía en un centro de reclusión mientras se 
materializa la entrega ante el estado requirente, manteniendo a una persona 
privada de su libertad por periodos demasiado extensos, sin ninguna opción de 
defensa, pues solo será “escuchado”, sin ninguna opción de debate probatorio 
cuando el expediente llegue a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
donde como se ha manifestado, solo se hace una revisión formal de los 
documentos que acompañan la solicitud y se miran otros aspectos meramente 
formales que no se trate por ejemplo de un delito político,  que la conducta no se 
haya cometido con anterioridad al 17 de diciembre de 1997 o que los hechos no 
se hayan cometido en el exterior, si mirar si hubo o no violación a los derechos 
fundamentales de los capturados con la finalidad de ser extraditados. 
 
En segundo lugar, desde el punto de vista dogmatico, en lo que respecta a las 
ordenes de captura emitidas por el Fiscal  General de la Nación con fines de 
extradición, se presenta una gran discusión  jurídica,  teniendo en cuenta que el 
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legislador a través del Acto Legislativo 03 de 2002, al implementarse el sistema 
penal acusatorio, cambio el rol que venía desempeñando el Fiscal General de la 
nación, respecto a las órdenes de captura, dándole esta facultad exclusivamente a 
los jueces de la República y solo de manera excepcional al Fiscal General de la 
Nación, pero con la advertencia de tener que surtir de manera posterior y 
automática la legalidad de dicha captura; ante un juez con función de control de 
garantías, lo cual no sucede con las ordenes de captura que emite este ente 
investigador para fines de extradición, violando con ello normas constitucionales y 
legales, al no cumplir con el debido proceso ni el procedimiento establecido en la 
Ley 906 de 2004, para todo tipo de capturas. 
 
En tercer lugar el procedimiento judicial que viene ejerciendo la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia en la revisión de la solicitud de extradición, es precaria 
y meramente formal, ya que no se detiene a revisar temas tan fundamentales para 
la protección del debido proceso, como la revisión de la captura realizada por el 
Fiscal General, el lugar donde se cometieron los hechos, o las pruebas que son 
aportadas con la solicitud de extradición, para evitar que se cometan 
irregularidades y errores sustanciales al extraditar personas inocentes, debiendo 
ser regresados al país; como en el caso del “marrano”, con consecuencias 
jurídicas y pecuniarias para el estado colombiano. 
 
En cuarto lugar, vale la pena revisar la jurisprudencia nacional, proferida por la 
Corte Constitucional, la cual ha mantenido un criterio, en mi juicio equivocado, al   
considerar que el control de legalidad de las capturas con fines de extradición, no 
deben ser objeto de control de legalidad, por cuanto la extradición, como 
mecanismo de cooperación internacional, es considerado un procedimiento 
administrativo  y en ese sentido no se debe surtir el control de legalidad, 
establecida en la Ley 906 de 2004, por cuanto se estaría desbordando la esfera de 




Finalmente, se podría considerar  la situación actual del sistema carcelario 
colombiano, pues los extraditados deben soportar situaciones degradantes a su 
dignidad humana, sin mencionar el trauma que debe soportar una vez es enviado 
al país requirente, donde le son impuestas penas que van más allá de lo aprobado 
por los tratados y convenios con esos países, teniendo en cuenta que el Estado 
colombiano no hace un control de seguimiento al cumplimiento de dichos tratados 
respecto a la sanción impuesta por esos estados.  
 
Pues bien, como se aprecia son muchos los problemas que se general por la falta 
de una reglamentación clara sobre extradición, donde se establezca un control de 
legalidad a dichas capturas, para evitar que se sigan violando los derechos 
fundamentales de los extraditados, como el debido proceso y al defensa que 
debería ejercerse desde el inicio del trámite de la extradición, esto es desde que la 
solicitud llega al Ministerio de Relaciones Exteriores, o al gobierno nacional o 
incluso al Fiscal General de la Nación y no cuando el expediente llegue a la sala 
penal de la Corte Suprema de Justicia  
 
1.3 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  
 
¿Es necesario un control de legalidad a la captura con fines de extradición y 
entrega, en el contexto de la Ley 906 de 2004 en Colombia? 
 
1.4 HIPÓTESIS  
 
En el marco de lo prescrito en el artículo 490 de la Ley 906 de 2004, se estableció 
que la extradición se podría solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo a los tratados 
públicos y en su defecto con la ley, implica que en el evento que el país requirente 
no posea un tratado vigente con Colombia en el tema de la extradición, se debe 
aplicar necesariamente el derecho interno y en ese sentido se deben garantizar 
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los derechos fundamentales constitucionales y legales al momento de ejecutar una 
solicitud de extradición de una persona; por tal razón atendiendo a lo que quedo 
reseñado en nuestro código de procedimiento penal referente al procedimiento de 
extradición, no se incluyo lamentablemente un procedimiento de control de 
legalidad para las captura que con ese fin de hicieran en nuestro país y en ese 
sentido es que este trabajo de investigación pretende establecer la necesidad de 
implementar ese mecanismo de control, ya se reglamentando la normas existentes 
sobre el particular o presentando un proyecto de ley que reglamente la extradición.  
 
Cuando se implemento el Sistema Penal Acusatorio en Colombia, hubo la 
necesidad de cambiar el rol que venía desempeñando la Fiscalía General de la 
Nación, para decretar ordenes de captura de manera excepcional con fines de 
extradición; como lo prescribe el artículo 484 (parágrafo) y 509 de la Ley 906 de 
2004, tan pronto como conozca de la solicitud formal de extradición o entrega o 
“antes” si así lo pide el Estado requirente; mediante nota diplomática que exprese 
la plena identidad de la persona, la circunstancia de haberse proferido en su 
contra sentencia condenatoria, resolución de acusación o su equivalente y la 
urgencia de tal medida; pero no se quedo establecido en la norma prescrita el 
control de legalidad para ese tipo de captura, lo cual es lamentable y es la razón 
que induce a que se presente este trabajo de investigación. 
 
Pero antes de tomar una posición frente a las hipótesis que se presentan a 
continuación se considera de vital importancia señalar lo manifestado por la Corte 
Constitucional a través de la sentencia C-700/2000, al declarar exequible la frase 
“o antes, si así lo pide el Estado requirente, mediante nota en que exprese la plena 
identidad de la persona, la circunstancia de haberse proferido en su contra 
sentencia condenatoria, acusación o su equivalente y la urgencia de tal medida”, 
contenida en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal6, concluyendo de 
                                                             
6
 Art. 509 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004). “El Fiscal General de la Nación 
decretara la captura de la persona requerida tan pronto como conozca la solicitud formal de 
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forma equivocada en mi criterio, que el precepto se ajusta al artículo 29 de la 
Constitución política, por cuanto se cumplen en su integridad los requisitos 
exigidos para que una persona pueda ser privada de su libertad; esto es, “se 
necesita mandamiento escrito de autoridad judicial competente – en este caso el 
Fiscal General de la Nación-, con las formalidades legales – todas las que se 
consagran en las normas procesales para capturar a una persona en el territorio 
colombiano”. 
 
De esta tesis se plantean dos posibles hipótesis: 
 
Hipótesis 1:  A la luz del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004, al 
establecer la extradición como mecanismo de cooperación  internacional, que 
debe surtir un procedimiento “mixto”, tanto administrativo como judicial, se 
considera que no se puede aplicar un control de legalidad a las capturas con 
fines de extradición o entrega, como quiera que se trata de un trámite 
administrativo en virtud del acto por medio del cual el gobierno nacional adopta la 
decisión de extraditar a un colombiano por nacimiento al Estado requirente y un 
trámite judicial que se cumple ante la Corte Suprema de Justicia, pero que no 
cumple con los requerimientos del debido proceso y la defensa del solicitado y por 
esta razón la orden emitida por el Fiscal General de la Nación, no necesita de un 
control de legalidad. Para corroborar lo manifestado, la Corte Suprema de Justicia,  
en Auto de fecha 08 de julio de 2009, al pronunciarse frente a la solicitud de 
aclaración de la sentencia C-243 de 2009, expreso:  
“6.3. En conclusión, a diferencia de la captura ordenada para asegurar la 
comparecencia de la persona a un proceso penal común y que este sometida al 
control de legalidad a cargo del juez de control de garantías (C. Po. Art. 250, 
numeral 1º), la orden de captura con fines de extradición hace parte de un 
trámite administrativo destinado a poner a disposición del Estado requirente a 
una persona para que adelante un proceso penal en su territorio y bajo su 
                                                                                                                                                                                         
extradición, o antes, si así lo pide el estado requirente, mediante nota en que exprese la plena 
identidad de la persona, la  circunstancia de haberse proferido en su contra sentencia 
condenatoria, acusación o su equivalente y la urgencia de tal medida” 
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jurisdicción, todo con reconocimiento y respeto por la soberanía del solicitante, 
teniendo como fundamento los principios de colaboración, solidaridad, como 
también el de confianza legítima y mutua en las relaciones entre Estados.  
En este orden de ideas, el Estado requerido no podrá llevar a cabo control    
jurisdiccional sobre la orden de captura con fines de extradición, pues tal 
comportamiento podría ser entendido como un acto de desconocimiento de las 
atribuciones propias de la soberanía del Estado requirente, con las consecuencias 
que el derecho internacional prevé para esta clase de actitud”.7 
 
Como se aprecia, en síntesis, estos son algunos de los argumentos que ha 
sostenido la jurisprudencia nacional para considerar que no es necesario someter 
a control de legalidad las capturas con fines de extradición emitidas por el Fiscal 
General de la Nación. Tesis que será cuestionada en el desarrollo de la presente 
investigación, por cuanto, el procedimiento meramente administrativo viola 
derechos fundamentales de los requeridos, como el debido proceso, derecho a  
defensa y acceso a la justicia.  
 
Hipótesis 2: la tesis que considero debería  ser acogida por la legislación penal 
Colombiana, tiene que ver con la necesidad de implementar un control de 
legalidad a las capturas que con fines de extradición o  entrega emitidas por el 
Fiscal General de la Nación en cumplimiento a una solicitud de un estado 
requirente, la cual debe surtirse ante un juez de Control de Garantías, en 
consideración a que se deben salvaguardar los derechos fundamentales 
constitucionales de todos los colombianos incluyendo, por supuesto,  aquellos que 
son requeridos por otro estado en cumplimiento de un tratado o falta de este, por 
la normatividad interna de nuestro país, como se pretende establecer al termino de 
esta investigación; con fundamente en algunos argumentos que serán estudiados  
y evaluados en la presente investigación.  
 
                                                             
7




Uno de los argumentos que serán objeto de estudio tiene que ver con el derecho 
comparado y la forma como otros países, en este caso de nuestra región, el 
trámite de extradición o entrega, se inicia, por lo general, con la solicitud del 
Estado requirente al Estado requerido, a través de la vía diplomática, donde una 
vez se estudia su viabilidad frente a los tratados o convenios vigentes entre los 
países, se envía el expediente a la autoridad judicial competente para que decida,  
si se extradita o no a la persona reclamada, y para evitar que el requerido eluda la 
acción, el juez competente, a solicitud de las autoridades judiciales emite la orden 
de captura; la cual se le transmite a las autoridades policiales del Estado 
requerido, para que se ejecute, pero sin que se violen los derechos fundamentales 
de los solicitados. 
 
En el Perú8 por ejemplo, la autoridad judicial competente realiza un examen a la 
solicitud y revisa los elementos probatorios que se acompañan con el propósito de 
verificar si la petición es respetuosa de las clausulas establecidas en los tratados 
convenios o la ley interna, para los casos en que no exista tratado. Si cumple con 
los requisitos señalados se emite “resolución admisoria de la solicitud de 
extradición” y a la vez emite motivadamente “la orden de detención” preventiva del 
requerido. 
 
Sin embargo en Colombia, esa orden de captura es emitida por el Fiscal General 
de la Nación, pero no se surte  la audiencia de legalización, como se ha venido 
manifestando, por cuanto no quedo establecido en el ordenamiento jurídico penal 
colombiano, debiéndose establecer un mecanismo de control de legalidad a 
dichas capturas que garantice los derechos de los extraditados; ante un juez con 
función de control de garantías, que como se ha sugerido podría ser un 
magistrado del Tribunal Superior de Bogotá, que surta la primera instancia, con 
                                                             
8
 ALVAREZ CHAUCA, Manuel, Extradición, Teoría, Procedimiento, Jurisprudencia, Editorial 
IDEMSA, Lima Perú, 2009 
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Tras la reforma que se le hizo al artículo 35 de la Constitución Política de 
Colombia de 1991, con el Acto Legislativo  No. 01 de 1997; aboliendo el derecho 
que tenían los colombianos a no ser extraditados, por delitos cometidos en otro 
estado; se acabo de un plumazo con uno de los principios fundamentales 
constitucionales se la extradición, como lo era  aut dedere aut judicare9 (extraditar 
o juzgar); por lo tanto luego de dicha reforma constitucional, los nacionales 
reclamados en extradición, no gozan del derecho al debido proceso ni a la defensa 
material efectiva; aunado a la posición que ha mantenido La Corte Suprema de 
Justicia frente a la no aplicación de un control de legalidad a las capturas con fines 
de extradición, por considerarse un procedimiento administrativo, violando con ello  
el debido proceso, articulo 29 de la Carta Política, 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas10 y el artículo 8 de la 
Convención Americana de los Derechos Humanos11. 
 
Que con fundamento en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal, Ley 
906 de 2004, el Fiscal General de la Nación, quedo con la facultad de decretar 
ordenes de captura con fines de extradición, tan pronto como conoce la solicitud 
formal de extradición, o “antes”, si así lo pide el Estado Requirente, sin entenderse 
como un Ente investigativo como la Fiscalía General de la Nación, que solamente 
puede ordenar capturas de manera excepcional, con fundamento en las 
atribuciones conferidas en el artículo 114 de la Ley 906 de 2004 y con la 
obligación de poner a disposición de un juez de control de garantías en el termino 
                                                             
9
 http://es.wikipedia.”aut dedere aut judicare”: es una locución latina, que significa "o extraditar o 
juzgar", utilizada en el Derecho internacional. 
10
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14 “todas las personas son iguales ante 
los tribunales y cortes de justicia”. 
11
 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 8. “Garantías judiciales”. 
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de 36 horas; sea la entidad que emita una orden de captura con fines de 
extradición; sin realizar un control de legalidad posterior y automático, como lo 
exige la ley penal colombiana; y lo más grave en mi criterio, que además de no 
cumplirse con el control de legalidad a este tipo de capturas, se mantenga privada 
de la libertad a una persona por más de 90 días, sin tener ninguna posibilidad de 
una defensa técnica que garantice sus derecho fundamentales.  
 
Por lo anterior, se considero que era necesario presentar un proyecto de ley que  
reglamentara el trámite de la extradición, incluyendo la entrega ante la Corte Penal 
Internacional, y le retire esa facultad al Fiscal General de emitir órdenes de 
captura con fines, o en su defecto que se le exija al Fiscal General que una vez 
hecha la captura cumpla con lo establecido en la ley colombiana y disponga la 
legalización de la misma ante un juez con control de garantías., que garantice el 




1.6.1 Objetivo General 
 
La necesidad de establecer un control de legalidad para las capturas que con fines 
de Extradición y Entrega sean emitidas por el Fiscal General de la Nación, en el 
marco de la ley 906 de 2004 en Colombia. 
 
1.6.2 objetivos específicos 
 
 Construir un marco de referencia evolutivo e histórico sobre la figura de la 
extradición en el contexto nacional e internacional al igual que la entrega ante 




 Referenciar la Extradición, de acuerdo con los postulados de la Constitución 
Política de Colombia, Código de Procedimiento Penal, la jurisprudencia 
nacional e internacional y demás normas concordantes en el contexto de los 
Tratados y Convenios que sobre extradición se hayan aprobado en Colombia.  
 
 Referenciar la Entrega ante la Corte Penal Internacional, dentro del marco del 
Estatuto de Roma, la Constitución Política de Colombia, Código de 
Procedimiento Penal, jurisprudencia nacional e internacional y demás normas 
concordantes con el tema. 
 
 Establecer un control de legalidad a las órdenes de captura que con fines de 
extradición y entrega emite el Fiscal General de la Nación. 
 
 Relacionar los argumentos para adoptar un control de legalidad a la orden de 
captura con fines de extradición y entrega, con fundamento en los Tratados, 
Convenios, la constitución y la ley y lo prescrito en el Estatuto de Roma al igual 
que el derecho comparado. 
 
 
 Proponer como resultado de la investigación que se reglamente la extradición, 
en un procedimiento judicial, donde se garantice el debido proceso desde la 
captura hasta que culmine el proceso de extradición, respetando los derechos 
fundamentales de los requeridos en Colombia. 
 
1.7 ESTRATÉGIA METODOLÓGICA  
 
Se trata de una investigación bibliográfica, hipotética e  inductiva, fundamentada 
en hechos que se han venido presentando en el desarrollo del procedimiento de  
extradición y sustentada en la descripción analítica, comparativa e historicista de 
este mecanismo de cooperación judicial, con fundamento en lo prescrito en las 
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leyes colombianas, jurisprudencia  y doctrina nacional e internacional que sirvan 
de referencia a la investigación.  Así mismo, se considera que este trabajo tiene un 
aspecto socio jurídico, por cuanto se analizaran casos puntuales de personas que 
han sido extraditadas y luego regresadas al país por errores en el trámite de la 
extradición o en la documentación que soporta la solicitud por parte del estado 
requirente.  Dentro del marco legal temporal estará determinado por la constitución 
política de 1991 y la ley 906 de 2004; y se tendrá como marco espacial principal la 
republica de Colombia. 
 
1.8 MARCO TEÓRICO. 
 
Como antecedente de este trabajo investigativo, vale la pena reseñar desde el 
punto de vista casuístico, lo acaecido con el señor Nelson Vargas, apodado con el 
alias de “el marrano”, quien fuera extraditado a los Estados Unidos12, sindicado de 
ser guerrillero de las FARC13 y responsable del secuestro y asesinato de tres 
indigenistas procedentes de ese país, en marzo de 1999 en el departamento de 
Arauca. Vargas, tras permanecer detenido 13 meses en una cárcel de Estados 
Unidos, fue regresado al país, por no existir  pruebas en su contra, debido a que , 
aparentemente la persona extraditada había sido confundida con el verdadero 
criminal, es decir no se trataba de Gildardo González, alias el “marrano”, sino de 
Nelson Vargas Rueda, alias “Alfredo”14.  Como consecuencia de su detención, el 
ciudadano Nelson Vargas sufrió una lesión en su pierna izquierda; a consecuencia 
de un disparo con arma de fuego, que le causo la amputación de su pierna; en 
hechos ocurridos el 15 de septiembre de 2001. Esto genero una demanda en 
                                                             
12
  Publicación: eltiempo.com, Sección Nación, Fecha de publicación 26 de diciembre de 2009  
Autor NULLVALUE. 
13
 FARC – “Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia” 
14
 FIP, Fundación Ideas para la Paz, Bogotá; Dossier numero 1/10 de diciembre de 2010 
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contra del INPEC15, donde se le obligo a esta entidad al pago de una cuantiosa 
indemnización.  
 
Por considerarlo pertinente, vale la pena reseñar lo manifestado por el profesor, 
Adolfo Salamanca Correa16, Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Políticas de la Universidad Nacional de Colombia;  en un artículo publicado por 
esa universidad, frente al caso ocurrido con el ciudadano colombiano conocido 
como el “marrano”, donde concluye que el problema en si no es la extradición, 
sino la escasa información que se aporta en la solicitud de la misma; aunado a los 
deficientes mecanismos de búsqueda de la evidencia material para formalizar una 
actuación judicial, y ello es tarea no solo de la Rama Judicial sino del Estado en su 
conjunto. A continuación me permito transcribir algunos de los apartes de su 
artículo:  
“El deficiente análisis probatorio de la justicia colombiana y los intereses de 
gobiernos, parlamentos y aparatos de justicia frente al tema de la extradición han 
conllevado errores que perjudican la eficacia de este mecanismo en la condena 
del delito. El caso de alias "el Marrano" es un ejemplo.”  
 “El costo de los errores”  
“¿Por qué hay colombianos extraditados que fueron devueltos al no declarárseles 
responsables de los delitos por los cuales procedió la extradición? ¿Qué pasa con 
la justicia colombiana? ¿Por qué se cometen esos errores? ¿A partir de cuál 
información se procesan las solicitudes de extradición? ¿Qué implica ello para la 
imagen del país? ¿Sería viable un proyecto que consagre la devolución de 
colombianos extraditados? ¿Qué intereses puede haber detrás de esta 
propuesta?“ 
                                                             
15
 INPEC – “ Instituto Nacional y Penitenciario” 
16
 Universidad Nacional de Colombia, “el problema no es la extradición”, UNIMEDIOS, UNP No. 72 
de marzo 20 de 2005 
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“Así, existen múltiples causas para que se produzcan este tipo de "errores" y que 
ellos se exacerban cuando están de por medio temas tan espinosos como la 
extradición. Una primera causa es la fuente de la información. Cuando esa fuente 
es un "informante" pagado por los organismos de seguridad del Estado o por la 
Policía Judicial, el riesgo de error se dispara, porque usualmente se trata de 
personas dedicadas a ese oficio, sin escrúpulos para hacer incriminaciones 
gratuitas dependiendo del mejor postor y para favorecer otros intereses.“ 
“Esa es la historia interminable de los informantes y las recompensas. Si a eso se 
suma el interés por demostrar eficiencia en un caso particular, 
independientemente de los derechos que se vulneren para cumplir órdenes 
superiores, o el alto riesgo de corrupción de los miembros de Policía Judicial, 
frente al narcotráfico y delitos conexos, el riesgo de error se multiplica. Un buen 
ejemplo de ello es el caso del célebre Nelson Vargas, alias "El Marrano", presunto 
guerrillero extraditado y después devuelto de los Estados Unidos por ser ajeno al 
delito y quien había sido acusado, según se supo, por móviles políticos o incluso 
personales.” 
“Otra causa evidente de errores es el deficiente análisis probatorio que suele 
hacerse por miembros de Policía Judicial y por fiscales en temas tan complejos 
como el lavado de activos y delitos de esa naturaleza. Buena parte de esos 
procesos terminan involucrando a centenares de personas por el solo hecho de 
haber realizado una supuesta transacción ilegal, sin que se profundice en la 
verdadera relación de culpabilidad. Circunstancia que en ocasiones genera la 
solicitud de extradición y, por tanto, la posterior absolución por falta de pruebas.”  
“Sabemos que la Corte Suprema de Justicia hace un examen puramente formal de 
verificación de requisitos, comenzando por la identidad e identificación de la 
persona solicitada, la verificación de la existencia de una providencia judicial 
extranjera que la incrimine y el análisis de cumplimiento de las normas del tratado 
o del código de procedimiento sobre el tipo de delito, la tipificación en los dos 
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países y la pena prevista, para autorizar la extradición. Pero no más. Allí no hay, ni 
puede haber, debate probatorio alguno. El debate se hace en juicio en el país 
extranjero. Cumplidos esos requisitos, la justicia colombiana no tiene nada distinto 
qué hacer que autorizar la extradición. Y en últimas es el gobierno el que decide si 
la concede o no. Y de ahí la tesis de que este análisis judicial sobra y lo único que 
hace es, por lento y demorado, entorpecer la cooperación judicial con otros 
países.”  
Pues bien, se comparte plenamente las apreciaciones hecha por el docente, en el 
sentido que son muchos los errores que se han cometido en el trámite de la 
extradición, que atentan contra los derechos fundamentales de quienes son objeto 
de este mecanismo de cooperación internacional, pero que además existen otros de 
igual importancia como la falta de un control de legalidad a las capturas que con 
fines de extradición emite el Fiscal General de la Nación, sin mencionar la falta de un 
estatuto que reglamente la extradición en Colombia, para evitar que se sigan 
cometiendo errores como el narrado anteriormente.  
La legislación colombiana a su turno, ha venido cambiado sus posturas frente al 
tema de la extradición en Colombia, basta con señalar como originalmente la 
Asamblea Nacional Constituyente, aprobó el texto del artículo 35 de la 
Constitución Política, prescribiendo la prohibición de extraditar colombianos por 
nacimiento, así: “se prohíbe la extradición de colombianos por nacimiento”. Con 
esta redacción se cumplía con el principio aut dedere aut judicare, con el cual se 
evitaba entregar los nacionales para que fueran juzgados en otro estado, y en 
consecuencia ser juzgados en nuestro país. 
A raíz de la presión ejercida por el gobierno Norteamericano, fue promulgado el 
acto legislativo No. 01 de 1997, por medio del cual se modifico el artículo 35 de la 
Constitución Política, y en consecuencia se aprobó la extradición de colombianos 
por nacimiento; siendo declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante 
la sentencia C-543/98. 
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Posteriormente, con ocasión de una tutela presentada por un ciudadano que se 
encontraba a la espera de ser extraditado,  la honorable Corte Constitucional 
emite la sentencia de unificación SU 110 de 2002, con la cual se protegen los 
derechos fundamentales de los extraditados, por cuanto el accionante pretendía 
suspender la extradición a los Estados Unidos; hasta tanto la Fiscalía General de 
Nación, estableciera el lugar donde se habían cometido los hechos.  
En este caso la Corte Constitucional, cuestiono el estudio que realizaba la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, en cuando al estudio  y trámite de  la 
extradición; ya que con la entrada en vigencia de la constitución política de 1991,  
la Corte Suprema de Justicia, debería realizar un estudio material, de los 
documentos que apoyan la solicitud de extradición, en el que se garantizaran los 
derechos fundamentales de los extraditados, para lo cual era menester revisar las 
pruebas aportadas por el Estado requirente, teniendo en cuenta, en todo caso, 
para el evento de la captura, los presupuestos exigidos en la Ley 906 de 2004. 
Sin embargo y como quiera que la ley penal en nuestro país no previo la 
legalización a la captura con fines de extradición, que de manera excepcional 
emite el Fiscal General  de la Nación, se hace necesario crear un mecanismo de 
legalización para que dichas capturas sean avaladas por un juez con función de 
garantías. La Corte Constitucional ha señalado en jurisprudencia reciente que la 
función de garantías para asuntos de los que conoce la Corte Suprema de 
Justicia, opera cuando la Fiscalía actúa como ente investigador y la Corte 
Suprema como juzgador17. 
En suma, debería ser un juez con función de garantías, quien verifique y avale la 
captura realizada por la Fiscalía; lo cual como se ha expuesto en este trabajo de 
investigación, la persona capturada debería ser puesta a disposición de una 
autoridad judicial competente, que bien podría ser la Sala Penal del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, como se ha venido aplicando para los 
                                                             
17
 Corte Constitucional, sentencia C-591 del 9 de junio de 2005, MP. Dra. Clara Inés Vargas. 
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casos conocidos por la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo a lo establecido  en 
el parágrafo primero del artículo 39 de la Ley 906 de 2004; para los casos de 
juzgamiento de los funcionarios aforados, relacionados en el numeral 4 del artículo 
235 de la norma superior. 
En el contexto Latinoamericano, el Tratado Centroamericano firmado en el año 
200518, estableció frente a la “orden de detención”;  su legalización ante autoridad 
judicial19, en virtud de la naturaleza de la orden de detención y extradición 
simplificada, en la que solamente intervengan las autoridades judiciales, 
respetando el debido proceso a las personas capturadas por  extradición20. 
En la Republica del Perú21, por ejemplo, la orden de ubicación y/o detención del 
procesado o condenado con fines de extradición, debe ser emitida por autoridad 
judicial competente, y su cumplimiento estará a cargo de la autoridad policial; sin 
embargo, al tenor del articulo 6 DS No. 016-2006-JUS, esta labor de cumplimiento 
se encuentra reservada a la INTERPOL22, que señala: “una vez comunicada la 
ubicación y/o detención en el extranjero , de una persona procesada, acusada o 
condenada en el Estado Peruano, se pondrá en conocimiento del órgano 




                                                             
18
 Acuerdo de extradición entre los países de MERCOSUR. 
19
 Articulo 7.2 Ibid. Cuando se detenga a una persona sobre la base de una orden de detención y 
extradición simplificada, la autoridad judicial competente de ejecución decidirá de conformidad con 
el derecho interno de dicho estado parte si la persona reclamada debe permanecer retenida. 
20
  Artículo 8.4 del Acuerdo de Extradición MERCOSUR. “Una vez puesta la persona a la orden del 
juez y/o autoridad judicial competente, este únicamente procederá a ejercer el control de legalidad, 
revisando las circunstancias en que fue detenida, si no se  han violentado  los derechos y garantías 
establecidas en la constitución, en los tratados y demás leyes salvaguardando en todo momento su 
derecho a la defensa” 
21
 ALVAREZ CHAUCA, Manuel, Extradición, Ed. IDEMSA, Lima  Perú, 2009, pág. 101. 
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1.8.1  La extradición y su desarrollo histórico  
La extradición tiene su desarrollo histórico en antiguas culturas, como Egipto, 
China, Babilonia  y Roma, de hecho bajo la dominación del imperio Romano al 
pueblo Judío, existen registros bíblicos sobre extradición en la era cristiana, 
cuando el apóstol Pablo fue enviado a Roma para ser juzgado por su calidad de 
ciudadano Romano. 
El primer tratado de extradición del que se tiene conocimiento data 
aproximadamente del año 1280 antes de Cristo; cuando Ramsés II, Faraón de 
Egipto, firmó un tratado de paz con los hititas, después de impedir su intento de 
invadir Egipto; el Rey Hattusili III firmó el documento en nombre de los hititas, este 
documento escrito en jeroglíficos, está grabado en el Templo de Ammon, en 
Karnak, y también se conserva en tablas de arcilla en los archivos hititas de 
Boghazkoi. 
 
1.8.1.1.  En la época antigua. 
Babilonia. 
Babilónica, ubicada entre los ríos Tigris y Éufrates fue gobernada por los antiguos 
Sumerios bajo el dominio del Rey Sargón, luego aparecieron los  “Acadios”, tribus 
nómadas, que dominaron los anteriores sumerios promoviendo  el desarrollo de la 
región; debido a las continuas guerras que se daban en Babilonia, se estableció 
un ordenamiento jurídico que mantuvo  la estabilidad y la seguridad en la región; 
con un monarca envestido de amplias facultades para resolver los conflictos. 
Del ordenamiento jurídico establecido en Babilonia se destaco el Código 
“Umammu”, creado por el rey que lleva su nombre, donde se implantaron las 
bases jurídicas para ser aplicadas en el reino; este Código reglamentó las 
“deportaciones” de los pueblos  extranjeros, con las cuales se estableció una 
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forma primitiva de extradición, consistente en el sometimiento de los prisioneros 
de guerra al sistema jurídico del país vencedor. 
Como se aprecia,  fue en Babilonia donde se sentaron la bases de la extradición; 
por esto es pertinente hacer referencia a lo manifestado por el profesor Reverend 
en su obra “la entrega en el contexto de la Corte Penal Internacional”, quien 
advierte: “El derecho penal babilónico no previo la figura de la extradición, pero si 
sentó las bases necesarias para la misma, en consideración a sus guerras y la 
expansión de los pueblos mesopotámicos que hicieron que se perdiera la 
nacionalidad de sus miembros y por ende se hacía difícil concebir la idea de 
extradición en la forma que se percibe en la actualidad, sin embargo, los 
babilónicos  nos dejaron un legado que sirvió de base a lo que podríamos conocer 
como Derecho Penal Internacional, bases que fueron tomadas y desarrolladas 
posteriormente por los Griegos y Persas y finalmente por los Romanos” . 
 
Grecia. 
Los griegos dejan como legado de la extradición, una figura más evolucionada, lo 
cual demuestra su desarrollo en parámetros bien definidos, tal y como bien lo ha 
reseñado el profesor Reverend, de cual me permito hacer algunas referencias: 
“a. El mecanismo operaba dentro de un contexto en el cual existe un país 
dominante que vendría a ser el requirente, y una ciudad sometida, que sería la 
encargada de enviar al sujeto procesado al país requirente.” 
“b. no existió ningún margen de discrecionalidad respecto de si el país requerido 
podía negarse a enviar el reo al requirente. El tratado era imperativo en el sentido 
de que no podría entrarse a discutir la viabilidad jurídica o política de la 
“extradición”, sino que era un procedimiento reglado y vinculante a las partes, sin 




“c. el mecanismo no diferencio respecto de la clasificación de los delitos, sino 
respecto de la pena imponible, siendo este el único factor determinante para 
establecer la viabilidad de la entrega el reo.” 
“d. la figura parte necesariamente de un trasfondo político en el cual una de las 
partes, en este caso Atenas, vendría a ejercer una forma de subordinación 
jurídica, en donde Calcis se atiene a la voluntad Ateniense. Esa relación se 
subordinación podría asimilarse al concepto de cooperación vertical, que existe 
hoy en día y será desarrollado más adelante, lo importante es constatar que no se 
parte de un plano de igualdad entre las ciudades – estado, la igualdad solo se 
observa en los aspectos que expresamente Atenas le reconoce al estado 
subordinado. No existe como tal un concepto de cooperación, el cual implicaría 
necesariamente en elemento volitivo.” 
 
China. 
En principio China estuvo regida por la monarquía, donde el rey ejercía el control 
absoluto y solamente delegaba la administración a ciertos nobles de su confianza; 
posteriormente surge la época feudal, quienes se mantuvieron en el poder a través 
de la fuerza. La primera dinastía China que se conoce se denomino: “CHANG”, 
con un gobierno similar al feudalismo, donde la administración del monarca se 
imponía en cada una de las localidades del reino, protegiendo a sus súbditos. 
Posteriormente, surge “el Confucionismo”, por su creador “Confucio”, donde se 
formaron varias escuelas filosóficas: “los monistas, la del Yin-yang, los taoístas, lo 
confucionistas, lo lógicos y  “los legalistas”. Sin embargo y muy a pesar de su 
desarrollo filosófico, este imperio presento un retroceso frente al tema, toda vez 
que el legalismo vino a plasmar una preferencia del orden interno respecto frente a 
las relaciones internacionales, por lo que se concluye que no fue viable ninguna 
forma de extradición”. 
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1.8.1.2  En la era romana. 
Roma es fundamental en el estudio de la extradición, pues gran parte del derecho 
penal se inicia a partir del imperio romano; esto debido al legado de sus grandes 
obras como la de Justiniano; pero además quedo referenciado en las obras de las 
culturas sometida por este imperio como la cultura hebrea, donde según lo 
referenciado en la Biblia, en el Antiguo Testamento se narra toda la grandeza de 
este imperio.  
En Roma la extradición se conocía como deditio, y como lo narra el profesor 
Reverend , “tenía una doble significación en Roma, de un lado el término se utilizo 
para denominar las rendiciones o entregas de las ciudades que luchaban contra 
los romanos. Por ejemplo, si una ciudad estaba siendo asediada y ella se llegase 
a rendir o a capitular, a ese acto se le denominaba deditio. De otra parte el término 
“deditio” fue utilizado en Roma como sinónimo de extradición, por eso es 
pertinente tomar la definición que sobre el termino trae el Diccionario Ilustrado 
Latino Español: “Deditio-onis f.: capitulación, rendición (deditionem facere hosti o 
ad hostem, entregarse al enemigo; deditione facta, habiendo capitulado in 
deditionem venire, rendirse; deditio ad romanos, sumisión a los romanos).”  
Por eso es importante señalara lo que significaba el concepto de “persona” para 
los Romanos, ya que las mismas estaban clasificadas en seis categorías, según el 
ilustre historiador Alemán Teodoro Mommsen, relacionado en la obra de 
Reverend, asi: “1. Los seres sin vida – no se utiliza el término cosa, por cuanto 
debe recordarse que en Roma los esclavos e incluso las mujeres pudieron llegar a 
ser consideradas cosas, 2. Los muertos-aunque para algunos delitos se era viable 
que se les procesara y condenara, 3. Quienes no estuvieran sometidos a la 
jurisdicción romana, 4. Los sujetos jurídicos a los que no se les podía aplicar el 
concepto de moralidad; 5. Quienes no tenía capacidad de obrar, y 6. Quienes 
actuaban en cumplimiento de una obligación.” De los grupos mencionados se 
39 
 
considera de mayor trascendencia las personas relacionadas en  el tercer grupo, 
por ser estos los que podrían ser extraditados.    
Sin embargo vale la pena reseñar, como el sistema penal romano, estableció la 
posibilidad de que los ciudadanos romanos renunciaran a su ciudadanía y en 
consecuencia podía pedir voluntariamente el destierro; este destierro podía darse 
en tres eventos como lo señala Mommsen : “de una parte, era posible que el reo 
saliera de los limites de Roma y se sometiera al poder de otro estado antes que se 
iniciara el proceso en Roma. No obstante, Roma contaba con la posibilidad de 
solicitar la  extradición de esa persona. El segundo caso se daba cuando el 
individuo se encontraba pendiente de un pleito por delito privado y decidía huir; 
frente a este caso, no se practicaba la extradición precisamente por el carácter 
privado del delito, dado que dicha persona no había sido privada de su libertad y 
por ende podría entrar y salir libremente del territorio romano.  Y el tercer caso, 
operaba el destierro voluntario, cuando el procesado al verse involucrado en una 
causa mayor, se le concedía la opción de irse voluntariamente del territorio 
romano, en una especie de destierro, eligiendo el estado al que quería someterse 
para ser juzgado. No obstante esta opción, se exigía que Roma tuviera alguna 
clase de convenio de extradición con dicho estado, situación en la cual podría 
evitarse que el procesado se fugara”. 
 
1.8.1.3  En la edad media. 
La Edad Media, se inicia con la caída del Imperio Romano y el surgimiento de la 
época del Renacimiento, donde el hombre adquirió un papel central en el 
desarrollo artístico, político y filosófico en el mundo Europeo. En esta época se 
destaca el Feudalismo, en la cual un señor feudal, le asignaba porciones de tierra 
a un vasallo, por acuerdos o pactos que se hacían entre ellos, y en 
contraprestación los vasallos se comprometían a prestar auxilio a su señor a 
cambio de ser protegidos.  
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El esquema de cooperación internacional, establecido en le Edad Media, seria 
posteriormente objeto de múltiples cambios en cuanto a su estructura jurídica, en 
este punto vale la pena resaltar lo suscrito por Bassiouni, , en la cita que hiciera en 
su obra el profesor Reverend: 
“los desarrollos históricos de la práctica de extradición llevan a la conclusión que la 
rendición de fugitivos, que se origino con la necesidad de preservar el orden, no 
fue considerado como una herramienta de cooperación internacional para la 
preservación de los intereses sociales mundiales. Hugo Grocio articuló esta ultima 
preocupación en 1652 y ganó momentum entre los siglos dieciséis y diecisiete 
como parte de los esfuerzos de la comunidad mundial para combatir la piratería., 
por ende, la extradición, que en principio se había manifestado así misma como 
una práctica diseñada para la preservación de los intereses políticos y religiosos 
de los estados, gradualmente cambio para servir las tendencias xenofóbicas y 
militaristas, y luego evoluciono hacia un medio internacional de cooperación en la 
supresión de la delincuencia. Eso fue debido en parte a los filósofos de la edad de 
la ilustración, como Voltaire, juristas como  Puffendorf, de Batel, Rousseau, y 
reformistas penales como  Beccaria y Bentham.” 
  
1.8.2  La entrega después de la II guerra mundial 
El Estatuto de Roma, en su artículo 89, establece la facultad de solicitar al Estado 
Parte, la detención y entrega de una persona que se encuentre en su territorio que 
haya sido señalada de la comisión de un delito establecido en el presente 
Estatuto; así mismo el artículo 102 del Estatuto de Roma, definió la extradición 
como: “la entrega que se hace de una persona por un estado a otro estado de 




Haciendo un análisis de lo que ha sido la “entrega”, en el contexto histórico, se 
hace necesario estudiar los tratados que se dieron con posterioridad a la Segunda 
Guerra Mundial, con la implantación de los Tribunales Ad-hoc;  constituidos para el 
juzgamiento de criminales de guerra, como el de Núremberg,  la antigua 
Yugoslavia y Ruanda;  los cuales serán tratados brevemente a continuación. 
 
Tratado de Núremberg 
El Tribunal Internacional Militar de Núremberg, fue creado para el juzgamiento de 
los delitos cometidos en el desarrollo de la Segunda Guerra Mundial; dicho tribunal 
fue envestido de facultades en materia de enjuiciamiento criminal, suscrito por los 
gobiernos de los Estados Unidos, Francia, Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la 
Unión de Republicas Socialistas Soviéticas URSS, para juzgar y castigar los 
criminales de guerra. 
Con fundamento en el Tratado de Versalles de 1919, los Aliados acusan al 
emperador Alemán, William II de Hohenzollern, por la comisión de un crimen 
contra la moralidad internacional y la santidad de los tratados. El artículo 229 de 
ese tratado establecía: “las personas culpables de los actos criminales contra los 
nacionales de una de la potencias aliadas y asociadas serán llevadas ante los 
tribunales militares de esa potencia”. La doctrina en materia de derecho penal 
internacional, siempre hace referencia  al Tribunal de Núremberg, como quiera 
que el mismo fuera el primero en reconocer los delitos internacionales, 
produciéndose un cambio en el manejo de la comparecencia de los acusados ente 
el tribunal competente para su juzgamiento. 
Con el Acuerdo de Londres del 08 de agosto de 1943, se crearon varias 
disposiciones relacionadas con la Cooperación Internacional, por el interés de los 
Estados signatarios de llevar ante la jurisdicción a aquellos individuos que 
hubieren cometido crímenes de guerra, luego la Declaración de Moscú de 1943, 
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en la cual se estableció el compromiso de los Estados a  entregar a la justicia a 
quienes hubieren cometido crímenes atroces, enviándoles a los países donde 
dichos actos hubieren sido cometidos, y adicionalmente,  el artículo 3 del 
mencionado acuerdo preveía, de manera expresa, que los estados partes habrían 
de poner a disposición de jurisdicción a aquellas personas que hubieren sido 
detenido y que fueran objeto de investigación y juzgamiento por parte del tribunal. 
Por lo anterior, se aprecia como de la experiencia adquirida en los Tribunales 
penales como el de Núremberg, los principios establecidos en dicho  tratado; 
fueran tomados por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas 
en 1950. 
 
Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia – (TPIY). 
El Tribunal Penal Internacional Ad-hoc, creado por el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas mediante la Resolución No. 827 del 25 de mayo de 1993, tuvo 
importancia en la medida en que los casos juzgados por este Tribunal fueron la 
base para el desarrollo de la actual Corte Penal Internacional - CPI. 
La figura de la “entrega”, ante la Corte Penal Internacional, en el marco del 
Estatuto de Roma, como mecanismo de cooperación internacional y asistencia 
judicial, se encuentra reglada en el literal a) del artículo 102 del estatuto . Sin 
embargo en el estatuto del Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia 
ya se había hecho mención a la cooperación y ayuda judicial mutua, cuando 
establece en el artículo 29 del estatuto, lo siguiente:  
 “Articulo 29. Cooperación y ayuda judicial mutua.” 
1. “Los estados deben colaborar con el tribunal en la búsqueda y en los juicios de 




2. “Los estados deben responder sin demora a toda demanda de asistencia o a 
toda orden que emane de una cámara de primera instancia. Y que concierna, sin 
limitarse a ello: 
a) La identificación y la búsqueda de personas 
b) La reunión de testimonios y la obtención de pruebas  
c) La expedición de documentos  
d) El arresto o la detención de personas 
e) El traslado o la convocatoria del acusado ente (sic) el tribunal.” 
 
De igual manera, en las reglas de Procedimiento y Prueba  Existen algunas en 
particular, que cobran gran importancia para efectos del presente estudio. De una 
parte, la regla 56, prevé que “el Estado que reciba la orden de arresto y 
transferencia debe actuar con la debida diligencia para asegurar una ejecución 
efectiva de la misma”. En concordancia con lo anterior, la regla 59 dispone que 
“cuando no se reporte al tribunal acerca de las acciones tomadas para efecto de 
garantizar el arresto y transferencia, ello se tomara como el fracaso de la 
ejecución de la orden y el TPIY, a través de su presidente, informara de esta 
situación al Consejo de Seguridad”.  
Por último  debe destacarse, de cara a las previsiones que contienen las reglas de 
procedimiento y prueba del TPIY, la regla 58  establece con claridad que “las 
obligaciones contenidas en el artículo 29 del estatuto del Tribunal Penal para la 
antigua Yugoslavia, habrán de prevalecer respecto de cualquier impedimento legal 
para efectuar la rendición o el traslado de un acusado o de un testigo al tribunal 
cuando dichos impedimentos existan en virtud de la legislación nacional o de 
tratados de extradición del estado involucrado.” Este último punto resulta de vital 
importancia para efectos del presente análisis, como quiera las normas 
incorporadas al estatuto y las reglas de procedimiento derivadas del mismo, no 
hacen referencia a la normatividad acerca de la extradición; sin embargo a pesar 
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la trasferencia es una figura que no resultaría equiparable a la extradición; no 
obstante el procedimiento de extradición es el aplicable para la transferencia 
solicitada por el tribunal. 
 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda – (TPIR) 
La experiencia recibida del tribunal internacional para Ruanda, en términos 
generales es muy parecida a la que se dio con el Tribunal Penal Internacional para 
la antigua Yugoslavia; a excepción de algunas diferencias con lo que respecta a la 
entrega; de acuerdo al estatuto para el tribunal penal internacional para Ruanda, 
vale la pena resaltar, que el procedimiento para la expedición de la orden de 
arresto de un individuo es casi idéntico al que se estableciera para el TPIY, la 
única diferencia es que, al emitirse la orden de arresto,  a diferencia de lo que 
ocurría para el caso del TPIY, es que el juez puede ordenar que dicha orden sea 
transmitida a todos los Estados. 
El Tribunal Penal Internacional de Ruanda, sirvió para cambiar, lo que en materia 
de cooperación se venía manejando, como lo sucedido en el juicio del pastor  
Elizaphan Ntakirutimana ;   donde se puso de presente las debilidades del sistema 
de Cooperación Judicial existente para la época;  teniendo en cuenta,  que según 
Estatuto Internacional de Justicia, no se podía invocar prohibiciones legales de 
extradición, sin embargo en el caso del religioso, se observó como los Estados 
Unidos niega la entrega al tribunal de Ruanda, bajo el argumento de que la 
Constitución de los Estados Unidos, al no tener un Tratado vigente con ese país, 
no podía  permitir la extradición.  A pesar de los esfuerzos realizados por el 
Tribunal Penal internacional de Ruanda, para que se entregara al mencionado 
pastor, el Gobierno Norteamericano, considero que tanto la extradición como la 
entrega ante los tribunales penales internacionales ad-hoc,  se regían por el 
mismo procedimiento establecido para la extradición. 
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 En conclusión, la experiencia del caso Ntakutimana, demostró como los 
obstáculos constitucionales y legales en materia de extradición, se constituye en 
un problema  que va en contra de la efectividad de la figura de la entrega ante la 
Justicia Penal Internacional. 
 
1.8.3    Diferencias y similitudes  entre extradición y entrega 
Para establecer la diferencia entre extradición y entrega, se toma como 
fundamento la jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional, sentencia C-
578 de 2012 del 30 de julio de 2002, con la cual se reviso la constitucionalidad de 
la ley que aprobó el Estatuto de Roma, las diferencias fueron establecidas con 
fundamento en las definiciones prescritas en el artículo 102 del Estatuto de Roma, 
según lo prescrito por el profesor Reverend . 
La primera diferencia, hace relación a la obligatoriedad en la entrega y la 
discrecionalidad en la extradición, en este sentido, la Corte Constitucional, 
sostuvo: 
“La regla general en materia de extradición es que se trata de un acto de 
discrecionalidad por el cual un estado no está obligado a extraditar a la persona 
requerida. En el caso de la entrega de una persona a la corte  penal internacional 
por un estado parte, esta es siempre obligatoria, tal como se establece en el 
artículo 89.1 del estatuto”. 
En la segunda diferencia, la Corte Constitucional, señalo: “mientras que para la 
extradición es necesario que se cumpla el principio de la doble incriminación, esto 
es, que la conducta por la cual se solicita la extradición sea considerada como 
delito en ambos estados, la entrega de una persona a la corte penal internacional 
solo requiere que la conducta por la cual e solicita este dentro de las que señala el 
estatuto de roma, independientemente de si está o no tipificada en el 
ordenamiento interno del estado parte a quien se le hace la solicitud.” 
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la tercera diferencia la citada Corte, adujo: “la extradición se rige por el principio de 
especialidad, según el cual la persona extraditada solo podrá ser procesada por 
los motivos alegados en la solicitud, mientras que en la entrega, se establece que 
quien haya sido entregado a la corte (..) No será procesado, castigado o detenido 
por una conducta anterior a su entrega, a menos que esta constituya la base del 
delito por el cual haya sido entregado”. 
En cuanto a la cuarta la Corte afirma: “la extradición es una figura basada en el 
principio de reciprocidad, mientras que en la entrega los Estados no pueden 
solicitar que una persona que está bajo la custodia de la corte les sea devuelta 
para juzgarla en su jurisdicción, como quiera que la figura se define como un acto 
en el cual la Corte es quien solicita este tipo de asistencia y los estados son 
quienes la ejecutan, pero el revés”. 
Las diferencias, señaladas  por la Corte Constitucional, no son suficientes para 
considerar que se está ante dos figuras totalmente diferentes. Por el contrario, lo 
que parece claro, es que la entrega se constituye e un modelo de extradición mas 
fácil y expedito para la Corte; sin embargo existe una gran diferencia en lo que 
respecta a la entrega, pues esta, no se puede ofrecer por parte de un estado a la 
corte, como si ocurre con la extradición, en la que un estado la puede ofrecer a 
otro estado.   
Sin embargo, estas figuras de cooperación judicial no solo presentan diferencias, 
sino también similitudes teniendo en cuenta la finalidad que cumplen, igualmente 
debo referirme al estudio hecho por el profesor Revernd sobre el tema: 
 “Ambas figuras, la extradición y la entrega, proceden en virtud de una 
solicitud.” 
 “La extradición requiere de un proceso interno de revisión del Estado, que 
es prácticamente el mismo que el de la entrega, en este punto seria 
pertinente hacer referencia al Código de Procedimiento Penal Peruano que 
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si establece un capitulo para la extradición pasiva y otro aparte para la 
entrega ante la corte penal internacional”. 
 “El régimen de entrega prevé la posibilidad de una detención anticipada, por 
razones de urgencia, con el compromiso de allegar la solicitud formal de 
entrega, igual situación ocurre con la extradición.” 
 “Tanto la extradición como la entrega implican la entrega por parte de una 
jurisdicción a otra, con la diferencia que la entrega es ante al corte penal 
internacional”.  
 
1.9  MARCO LEGAL 
La extradición en el derecho colombiano, Código Penal (art. 18) y de 
Procedimiento Penal de nuestra legislación, articulo 490 y ss; y  el artículo 35 de la 
Constitución Política de Colombia, reformado por el Acto Legislativo No. 01 de 
1997, con algún desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional, 
Corte Suprema de justicia y el Estatuto de Roma. Sin embargo, todo el desarrollo 
jurídico que este mecanismo de cooperación ha tenido a lo largo de nuestra 
historia nacional, hasta ahora, no ha habido una ley de extradición que regule el 
trámite de manera expedita que garantice los derechos de los extraditados. 
Desde el año 1888  y hasta 1979, se tenía por principio la no extradición de 
colombianos por nacimiento, y dentro de los tratados de extradición celebrados 
por Colombia, solo algunos prohíben la entrega de nacionales y otros pocos lo 
dejan a consideración del gobierno requerido.  
En el año 1979, se firmo el tratado de Extradición con los Estados Unidos de 
América, el cual en su artículo 8, estipulaba que “ninguna de las partes 
contratantes estaría obligada a entregar a sus propios nacionales, pero el poder 
ejecutivo del Estado requerido podría entregarlos si lo consideraban conveniente”; 
con lo cual rompía con la tradición que traía nuestro país de no extraditar 
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colombianos por nacimiento, quedando dicha prohibición consignada en el artículo 
35 de la carta superior. 
Sin embargo, a partir del año 1997, con el Acto Legislativo proferido el mismo año 
(1997), se levanto la prohibición de extraditar nacionales, modificando el artículo 
35 de nuestra Constitución Política de 1991, llegando a un acuerdo con el 
Gobierno Norteamericano, para extraditar a Colombianos por nacimiento; según lo 
estipulado en el Código de Procedimiento Penal actual, dentro de una política de 
lucha contra el narcotráfico; a través de tratados internacionales como, la 
Convención de Montevideo de 1993 y la Convención de las Naciones Unidas 
contra el tráfico de estupefacientes de 1988. 
No obstante lo anterior, en el Estatuto de Roma de 1988, no quedo estipulado el 
narcotráfico como una conducta criminal de carácter transnacional, quizás 
atendiendo razones como las esbozadas por el profesor Pedro Pablo Camargo :  
“por cuanto la mayor parte de los estados que integran la comunidad internacional 
espera la despenalización de las drogas toxicas prohibidas, tal como ocurrió en 
1933 con las drogas toxicas actualmente permitidas o licitas: las bebidas 
alcohólicas.” Dentro de los tratados bilaterales e interamericanos suscritos por 
Colombia, sobre la extradición, se registran: 
 Argentina, suscrito el 28 de agosto de 1992. 
 Bélgica, convención suscrita en Bruselas el 21 de agosto de 1912. 
 Brasil, tratado firmado en Rio de Janeiro el 28 de diciembre de 1938. 
 Costa rica, tratado suscrito en San José el 7 de mayo de 1928. 
 Cuba, firmado en la Habana el 2 de julio de 1932. 
 Chile, tratado suscrito el 16 de noviembre de 1914, suscrito en Bogotá. 
 El Salvador, convención suscrita en San Salvador 24 de diciembre de 1900. 
 España, convenio de extradición, suscrito en Bogotá el 23 de julio de 1892 
 Estado Unidos de América, la convención de extradición reciproca de 
delincuentes, firmada en Bogotá el 7 de mayo de 1888. 
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 Francia, convención suscrita en Bogotá el 9 de abril de 1850. 
 Gran Bretaña, tratado firmado en Bogotá el 24 de octubre de 1888. 
 Guatemala, firmado en Guatemala el 24 de noviembre de 1928. 
 México, tratado de extradición suscrito en México el 12 de junio de 1928. 
 Nicaragua, firmado en Managua el 25 de marzo de 1929. 
 Panamá, firmado en la ciudad de Panamá el 24 de diciembre de 1927. 
 Venezuela, suscrito en Cartagena de indias el 25 de agosto de 1985. 
 
Dentro de los Tratados Interamericanos se nombran: 
Acuerdo Bolivariano sobre extradición, firmado en caracas el 18 de julio de 1911, 
por el Congreso Bolivariano. 
Convención Interamericana de extradición, firmada en Montevideo el 26 de 
diciembre de 1933. 
Ahora bien, desde el punto de vista legal colombiano, la extradición ha sufrido una 
serie de variaciones en el contexto del Código de Procedimiento Penal; por 
ejemplo el Decreto 2700 de 1991, en el artículo 546, traía una prohibición en el 
sentido de no extraditar colombianos por nacimiento; pero la Ley 600 de 2000, en 
el artículo 508 prescribe que la extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer 
de acuerdo a los tratados públicos y, en su defecto por la ley y finalmente la Ley 
906 de 2004, quedo plasmada la extradición, en los siguientes términos: 
“Articulo 490. La extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo con 
los tratados públicos y, en su defecto por la ley. Además, la extradición de los 
colombianos por nacimiento se concederá por los delitos cometidos en el exterior, 
considerados como tales en la legislación penal colombiana. La extradición no 
procederá por delitos políticos. No procederá la extradición de colombianos por 
nacimiento cuando se trate de hechos cometidos con anterioridad al 17 de 
diciembre de 1997.”   
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Luego el artículo 491 y ss., de la Ley 906 de 2004,  se encuentra prescrito todo lo 
relacionado con el tema de la extradición. Inicia el articulado de la norma, con: La 
concesión u ofrecimiento (art.491), extradición facultativa (art. 492), requisitos para 
concederla (art. 493), condiciones para el ofrecimiento o concesión 
(art.494),documentos anexos para la solicitud u ofrecimiento (art. 495), concepto 
del Ministerio de relaciones Exteriores (art. 496), perfeccionamiento de la 
documentación (art. 498), envío del expediente a la Corte Suprema de Justicia 
(art. 499), tramite (art. 500), Extradición simplificada parágrafo del artículo 500 de 
la norma ibídem, adicionada por la Ley 1453 de 2011, art.70.; Concepto de la 
Corte Suprema de Justicia (art 501), fundamentos de la resolución que concede o 
niega la extradición (art. 502), entrega diferida (art. 504), prelación de la concesión 
(art. 505), entrega del extraditado (art.506), entrega de objetos (art.507), captura 
(509), derecho de defensa (art.510), causales de libertad (art. 511), requisitos para 
solicitarla (art. 512), examen de documentación (art. 513) y gestiones diplomáticas 
para obtener la extradición (art. 514). 
El articulado relacionado anteriormente, podría ser considerado como el marco 
legal jurídico de la figura de la extradición, como mecanismo de cooperación 
internacional, obviamente sin dejar de lado su base constitucional, artículo 35 de la 
Carta Política y Acto Legislativo de 1997. Sin embargo y como quiera que el 
presente trabajo de investigación está dedicado al análisis de la legalización de la 
orden de captura con fines de extradición y entrega, se tendrá como referencia 
legal todo lo relacionado anteriormente, en especial lo prescrito en el artículo 507 
de la Ley 906 de 2004 y su desarrollo jurisprudencial nacional e internacional, en 






2. LA EXTRADICIÓN 
 
2.1 DEFINICIÓN DEL CONCEPTO. 
 
El Estatuto de Roma, en su versión francesa, define la extradición: “On entend par 
“extradition” le fait pour en Etat de livrer une personne a un autre Etat en 
application de un traite, de une convention ou de la législation nationale.”23;  
concepto que quedo registrado en el artículo 102 del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional como: “la entrega de una persona por un Estado  a otro Estado de 
conformidad con lo dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno”.  
 
El jurista colombiano Pedro Pablo Camargo24, considerado uno de los más 
conocedores del tema de extradición en Colombia, en una de sus obras “Tratado 
de Derecho Internacional Público” se refirió a la extradición de manera general 
como: “Institución de derecho internacional público, basada generalmente en 
tratados bilaterales o multilaterales libremente convenidos por los estados, cuyo 
objeto es ayudar, mediante cooperación internacional, a reprimir el delito o los 
delitos y evitar su impunidad”.  
No obstante lo anterior, existe en la obra del profesor CAMARGO25, otra definición, 
que en mi criterio, es la más completa y clara con la que se define la figura de la 
extradición al señalar: 
“la extradición (del latín ex, fuera de, y traditio-onis) es el acto formal y solemne 
mediante el cual el Estado requerido hace entrega al Estado requirente de una 
persona refugiada en su territorio, a la cual reclama por estar sindicada, procesada 
                                                             
23
 Texto del Estatuto de Roma en francés, obtenido de la pagina web oficial de la Corte Penal 
Internacional, tttp://www.icc-cpi.int/library/basisdocuments/rome_statute; traducción en español:”Se 
entiende por “extradición” el hecho por el cual un estado entrega a una persona a otro estado en 
aplicación de un tratado de una convención o de la legislación Nacional”; “Se entiende por 
“entrega” el hecho por el cual un estado entrega a una persona a la Corte en cumplimiento al 
presente estatuto”. 
24
 CAMARGO, Pedro Pablo, Tratado de derecho internacional público, Bogotá, ed. LEYER,  2007 
25
 Óp. Cit. Pág. 27 
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o condenada de un delito del orden común cometido en el territorio del Estado 
requirente, con el objeto de ser sometida a juicio conforme a las leyes del Estado 
requirente o para la ejecución de una sentencia condenatoria”. 
  
Vistas las anteriores definiciones sobre extradición, Lo primero que se debe 
establecer, son los elementos esenciales del concepto, y en ese sentido al definir 
la extradición de manera elemental como: “la  “entrega”  de un estado a otro, que 
se hace de una persona que ha cometido un delito en el estado requirente; para 
que se juzgue o cumpla una condena”. Sin embargo, no se puede simplificar dicha 
definición, sin afectar su esencia; por lo que se hace necesario establecer, en 
principio, la diferencia entre dos elementos  fundamentales, la “entrega” y la 
“extradición”, pues a pesar, que en la definición del concepto extradición, se hace 
referencia al termino entrega; tienen un significado diferente; como quiera,  que si 
bien es cierto, tanto la extradición como la entrega son  considerados, en nuestro 
ordenamiento jurídico, como un mecanismo de cooperación judicial internacional, 
también lo es, que ambas figuras jurídicas, tienen características diferentes, como 
se pretenderá establecer en el capítulo sobre la entrega que se presenta en este 
trabajo (Cap. II), donde se establecen las características esenciales de dicha 
figura  dentro del marco del Estatuto de Roma. 
De otra parte la Constitución Política de Colombia de 1991, en su artículo 35, no 
definió el termino de extradición, sino que  utilizo dicho concepto en forma de 
prohibición, al no permitir, en principio, la extradición de colombianos por 
nacimiento, situación que genero una gran discusión, desde el punto de vista 
político y jurídico; tema que será tratado posteriormente en el desarrollo histórico 
de la figura de la extradición. 
Así mismo, la Corte Constitucional de Colombia, en su sentencia No. 1106 de 
2000, sostuvo que “el fundamento de esta figura ha sido la cooperación 
internacional, con el fin de impedir, que una persona que ha cometido un delito en 
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el exterior, burle la acción de la justicia, refugiándose en un país distinto de aquel 
en el que se cometió el delito.  
 
 
2.2 EXTRADICIÓN EN LA LEGISLACIÓN COLOMBIANA. 
 
 
La extradición en Colombia, ha tenido un gran desarrollo jurídico a partir del siglo 
XIX, con la ley de extradición propuesta por el doctor Demetrio Porras y 
posteriormente en el siglo XX con el Proyecto Concha, los cuales consagraron la 
prohibición de extraditar nacionales y delincuentes políticos; también es importante 
resaltar y revisar el desarrollo que ha tenido la figura de la extradición en el 
contexto de la normatividad penal colombiana como el Código Penal de 1936,  el 
Código Penal de 1980, la ley 599 de 2000 y la ley 906 de 2004 en especial lo 
relacionado con el trámite y procedimiento de la extradición. 
 
Desde el punto de vista constitucional, la Asamblea Nacional Constituyente, 
contemplo en su articulado la prohibición de no extraditar colombianos por 
nacimiento, quedando establecido en el artículo 35 de la constitución del 91, con lo 
cual, entre otras cosas,  se le puso término a la guerra que se había generado  en 
Colombia, a partir de la muerte del Ministro de Justicia, Doctor Rodrigo Lara 
Bonilla, hecho con el cual se desato nuevamente la guerra del narcotráfico, por lo 
que el presidente de la república de la época, doctor  Belisario Betancur Cuartas, 
autorizó la entrega de colombianos por nacimiento a los Estados  Unidos, con 
fundamento en el  tratado bilateral suscrito en Washington el 14 de septiembre de 
1979, que aun se encontraba vigente. 
 
Con el “Proyecto Concha”, como se conoció el proyecto del Código Penal 
elaborado en 1912 y convertido en ley de la república en 1922, se estableció en el 
inciso tercero del artículo 9 de la norma ibidem, la prohibición de no extraditar 
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delincuentes políticos; a pesar de que este proyecto fue inspirado en el código 
italiano de Zanardelli, nunca se aplico por la critica que se le hizo al artículo 10 que 
incluía la prohibición de extraditar nacionales por nacimiento. 
 
Posteriormente en el Código Penal de 1936, se creó una comisión para revisar el 
código de concha, adopto en su texto: “no se concederá la extradición de 
colombianos ni de delincuentes políticos”26. Acogiendo la tesis del positivismo 
italiano27, se creó en 1933 la comisión de juristas que redacto el código de 1936, y 
en su artículo 9 dispuso. “no se concederá la extradición de nacionales ni de 
delincuentes políticos sociales”.  
 
Luego en los proyectos de código penal de los años 1972 y 1974, la comisión 
redactora, tuvo como propósito acoplar al citado código, la legislación 
latinoamericana y la dogmatica jurídica que empezaba a imponerse sobre la 
escuela Positivista; incluyendo en su artículo 18, inciso tercero, la prohibición de 
no extraditar “por ningún motivo” ni a los Colombianos ni a los  delincuentes por 
delitos políticos. 
 
Al ser negado este proyecto por el Congreso, obligo al gobierno a integrar en 1974 
una nueva comisión redactora, la cual aprobó la extradición de acuerdo a los 
tratados públicos, señalando: “la extradición de colombianos se sujetara a lo 
establecido en los tratados públicos y requerirá el concepto favorable de la Corte 
Suprema de Justicia. En ningún caso Colombia ofrecerá la extradición de un 
nacional ni concederá la de delincuentes políticos”. 
 
El Código Penal de 1980, Decreto 100 de 1980,  en su artículo 17, inciso segundo 
estableció: “la extradición de colombianos se sujetara a lo previsto en tratados 
                                                             
26
 Comisión integrada por José Antonio Montalvo, Luis Rueda Concha, Parmenio Cárdenas, Rafael 
Escallon y Valerio Botero 
27
 Representado en las tesis de Lombroso, Garofalo y Ferri 
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públicos”; y el inciso tercero del citado artículo prevé que: “en ningún caso 
Colombia ofrecerá la extradición de nacionales, ni tampoco la de los sindicados o 
condenados por delitos políticos”. 
  
El tratado de extradición entre Colombia y Estados Unidos de América, suscrito en 
Washington el 14 de septiembre de 1979, ha sufrido una serie de 
transformaciones desde que fuera aprobado por nuestro país, pues solo viene a 
ponerse en práctica  a partir de 1984, luego de la muerte del Ministro de Justicia 
Rodrigo Lara Bonilla; sin embargo vuelven a surgir dificultades para su aplicación 
cuando se profieren las sentencias de la Corte Suprema de Justicia, una del 12 de 
noviembre de 1986 y la otra del 27 de noviembre de junio de 1987; con las cuales 
se declaro inexequible las  leyes aprobatorias del tratado de extradición entre 
ambos países28. 
 
Sin embargo, mediante Decreto Legislativo No 1880 de 1989, se suspendió la 
vigencia del artículo 17, inciso primero del código penal y estableció “de facto” la 
extradición ejecutiva de colombianos por nacimiento, sin el debido proceso y el 
concepto previo de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justica, reactivando la 
guerra entre el gobierno y los narcotraficantes, específicamente el grupo 
perteneciente al cartel de Medellín denominados “los  extraditables”.   
 
No obstante lo anterior, lo que se pretende a través de esta investigación es 
mostrar, la problemática que existe actualmente con el trámite de extradición, que 
se adelanta ante la Corte Suprema de Justicia, para que deje de ser una simple 
revisión formal de la documentación, y se realice un procedimiento judicial con 
garantías a los extraditados, lo que genera, como desde un comienzo se ha 
manifestado, la necesidad de crear un mecanismo de extradición que sea 
expedito, pero sin que viole los derechos fundamentales de los colombianos que  
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 Ley 27 de 1980 y Ley 68 de 1986. 
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son capturados, sin ningún control de legalidad, con fines de extradición, para que 
esto no se convierta en un “secuestro de estado” , al mantener a una persona 
retenida por un largo periodo en condiciones infrahumanas en una cárcel 
colombiana 
 
La realidad de lo que ocurre en Colombia con el trámite de la extradición queda 
reflejado en las suplicas establecidas por las familias de un extraditado 
Colombiano, recluido en la cárcel de “Combita”, que ante la impotencia de su 
defensa para evitar la extradición, emite un comunicado, publicado en el diario el 
tiempo de Bogotá, el 21 de enero de 2006; donde plantea esta situación.  El 
profesor Pedro Pablo Camargo29, en su obra sobre la extradición, transcribió 
algunos de los aparte: 
  
 “Cualquier Colombiano, independiente de que haya traficado con estupefacientes, 
o sea totalmente inocente y sin antecedentes penales, puede ser pedido en 
extradición por los Estados Unidos. Así de fácil, sin importar su inocencia, el 
Departamento de Estado requiere a un colombiano en extradición con una simple 
nota verbal que amerita la orden de captura por la Fiscalía General de Colombia y 
con un indictment, cuyos cargos son falsos, ambiguos, fútiles, mendaces y 
temerarios. El requerido en extradición es confinado en la penitenciaría de 
Combita, en donde se le restringen sus derechos y se le incomunica con los 
medios de información.  La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia “mira” la 
documentación remitida por los Estados Unidos de América y abre a pruebas (art. 
518 del C. de P.P.).  Así se demuestre la falsedad de las imputaciones, la Corte 
Suprema de Justicia desestima esas pruebas y ordena que se hagan valer, pero 
en el país requirente, postura que comporta denegación de justicia y delito de 
prevaricato. Después, invariablemente, la Corte Suprema de Justicia conceptúa 
favorablemente a la extradición.  El expediente reunido con desconocimiento de la 
                                                             
29
 Camargo Pedro Pablo, “La Extradición”, Editorial LEYER,  pág. 109. 
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presunción de inocencia, de la igualdad ante la ley, del derecho de defensa y del 
debido proceso – derechos fundamentales todos estos -, para al Presidente de la 
República, quien ordena infaliblemente la entrega del requerido a los Estados 
Unidos de América, ignorando la potestad de nuestra justicia para investigar, 
juzgar y sentenciar a los colombianos “. 
 
 
2.3 DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA EXTRADICIÓN  
 
2.3.1 La extradición partir de la Constitución de 1991 
 
El desarrollo de la jurisprudencia sobre la extradición en Colombia, se da a partir 
de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, no obstante haber 
quedado prescrito en el artículo 35 de la Carta, la prohibición de extraditar 
colombianos por nacimiento; hasta su modificación a través del acto legislativo 01 
de 1997; como consecuencia de la problemática acaecida con el narcotráfico en 
los años 80. En este periodo se profirieron varias sentencias por la Corte 
Constitucional.  
 
Dentro de una primera fase, los primeros pronunciamientos de la Corte en esta 
materia, se dan a partir de 1994, esto obedeciendo a que recién entraba a regir la 
figura de la Cooperación Judicial Internacional en Colombia, en materia penal; sin 
embargo es preciso resaltar, dentro de las sentencias proferidas en este periodo, 
la sentencia C-396 de 1995, por su importancia frente al debido proceso y los 





Sentencia C-396 DE 199530. 
 
Esta sentencia es fundamental,  porque permite vislumbrar la verdadera 
importancia de un tribunal constitucional, en esta oportunidad la corte realizo una 
revisión de la “Convención sobre prevención y castigo de los delitos contra las 
personas internacionalmente protegidas”, suscrita en Nueva York el 14 de 
septiembre de 1973 y aprobada en Colombia mediante Ley 169 de 1994. El 
aludido instrumento, estableció  quienes eran considerados como personas 
internacionalmente protegidas, indicando como tales:  
Los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno, Ministro de Relaciones Exteriores; al 
igual que sus familias; en el artículo 8 de dicho instrumento, se establecieron 
algunas obligaciones a los estados parte, como por ejemplo, el juzgamiento de las 
personas acusadas de cometer los delitos relacionados en el artículo 2 de dicha 
convención, esto es, el homicidio, la tentativa de homicidio, los atentados contra la 
integridad personal de las personas protegidas, obligando a la extradición o el 
juzgamiento de los mismos; en el caso que el Estado requirente no los entregase. 
 
Colombia presento reservas frente al artículo 8 de dicha convención, debido a la 
prohibición constitucional que existía para la fecha en su artículo 35, en el sentido 
de no extraditar colombianos por nacimiento; sin embargo la Corte Constitucional, 
en la sentencia bajo estudio, considero algunos principios como: “aut dedere aut 
judicare” (o extraditar o juzgar),  debido proceso, para ser aplicados de todas las 
personas juzgadas por la conductas previstas  en el instrumento internacional.  
 
Sin embargo,  la Corte frente al principio aut dedere aut judicare, reitero la posición 
que había asumido el Dr. Alejandro Martínez Caballero,  Magistrado Ponente de la 
sentencia C-176 de 1994, , frente a la revisión constitucional de la “Convención de 
Viena de 1988”, sobre el tráfico ilícito de estupefacientes, en el sentido que frente 
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a la expresión “presunto culpable” que el instrumento internacional relacionaba en 
varios artículos, contrariaba el artículo 29 de la carta política y en ese sentido la 
corte aducía que dicha expresión debería ser interpretada de acuerdo al orden 
constitucional y penal colombiano. 
 
Al final, el instrumento internacional de acuerdo con la corte, si bien previo algunas 
garantías fundamentales para los extraditurus, como las visitas de los 
representantes de sus estados de origen, le falto análisis acerca la asistencia 
estatal al extraditado, cuando se encontraba recluido en las cárceles del Estado 
requirente. 
 
2.3.2 La extradición a partir del Acto Legislativo Nº 01 de 1997 
  
La segunda fase, restableció la extradición de colombianos por nacimiento en 
nuestro país y además avanzo en materia de cooperación judicial internacional en 
materia penal y posteriormente con la implementación del Estatuto de Roma, se 
creó la Corte Penal Internacional.  
 
Este periodo estuvo marcado por dos precedentes jurisprudenciales importantes 
como: el primero, la sentencia C-543 de 1998, que declaro la exequibilidad del 
Acto Legislativo 01 de 1997 y el segundo lo constituye la sentencia C-578 de 
2002, con la cual se reviso la constitucionalidad de la Ley 742 de 2002, 
aprobatoria del Estatuto de Roma. En este sentido se tendrá como referencia la 
sentencia C-1106 de 2000, al considerarse su importancia por el estudio que se 
hizo sobre temas fundamentales de este mecanismo de cooperación, como su 
naturaleza jurídica, esto es  si se trataba de un acto administrativo o judicial o 
ambos, se cuestiono además el procedimiento formal que adelantado por la Corte 
Suprema de Justicia, al igual que los derechos fundamentales del extraditado, 
entre otros temas de igual impotancia. 
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Sentencia C-1106 DE 2000. 31 
 
Sentencia de vital importancia, por cuanto hace un análisis sobre la compleja 
naturaleza de la extradición y algunos temas relacionados con el trámite de la 
extradición; en síntesis, el demandante indico que el inciso del artículo 508 del 
Código de Procedimiento Penal, violaba el artículo 35 de la constitución política, 
por cuanto había restablecido la extradición de nacionales; igualmente se 
cuestiono la constitucionalidad del artículo 518 del CPP, al precisar  que la revisión 
que se surtía ante la Corte Suprema de Justicia, debía ser eminentemente formal,  
como también afirmaba que no se garantizaba desde el inicio del trámite de 
extradición la posibilidad de ejercer una defensa técnica con todas las garantías 
procesales. 
 
La Corte Constitucional al resolver de fondo la demanda, considero que frente  a 
los derechos fundamentales y las garantías constitucionales de las personas que 
se encontraban en trámite  de extradición, se tenía regulado un procedimiento de 
extradición pasiva, que garantizaba los derechos y garantías de los requeridos, así 
como las oportunidades procesales para ejercer el derecho a la defensa. Al 
respecto la Corte hizo un análisis de la existencia formal de las garantías y 
derechos, propios del derecho del extraditado, al establecer que existe una gran 
diferencia entre los derechos y garantías formalmente previstas en el derecho 
penal sobre extradición y los que se garantizan realmente en la práctica, teniendo 
en cuenta que los recursos y acciones judiciales que se presentan  resultan poco 
efectivos.  
 
En este sentido la Corte manifestó que el procedimiento de extradición pasiva no 
puede considerarse como una instancia donde se profiere una actuación judicial, 
sino que hace parte de una actuación administrativa. Adicionalmente aduce la  
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corte que,  respecto a la actuación judicial que se surte por la Fiscalía General de 
La Nación, en lo referente a la orden de captura de las personas solicitadas, indico 
que este también es un trámite formal, ligado al respeto de todos los derechos y 
garantías que se pueden desprender de la privación de la libertad. 
 
De lo analizado, surge la necesidad de crear o establecer un mecanismo que 
garantice de manera material, no formal, los derechos de las personas capturadas 
con fines de extradición o entrega, en el entendido que la Corte, en su análisis no 
es objetiva cuando se pronuncia respecto de los derechos fundamentales de los 
extraditados, por cuanto en la práctica lo que ocurre por ejemplo frente al debido 
proceso y la defensa del extraditurus, no se cumple ya que el defensor no puede 
actuar desde el principio cuando se solicita la extradición, sino que debe esperar 
hasta que el expediente llegue a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
teniendo en cuenta y se reitera que la defensa de la persona solicitada en 
extradición, se inicia desde el momento de la captura o desde el momento en que 
se tiene conocimiento del indictment o la nota diplomática enviada por el Estado 
requirente, y no posteriormente cuando el expediente llegue a la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia. 
 
Sentencia SU 110 DE 2002.32 
 
Esta sentencia, dentro del desarrollo de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, frente al tema de extradición,  es importante, primero con tratarse 
de una sentencia de unificación y segundo por la protección de los Derechos 
Humanos de los extraditados.  En esta sentencia de Tutela, el actor considero que 
el trámite de extradición, le violaba derechos al debido proceso, defensa, acceso a 
la justicia y el derecho a la igualdad; también indico que  el artículo 35 de la carta 
política, establecía que la extradición de nacionales procedía igualmente, por 
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aquellos delitos que fueran realizados en el exterior y que también estuvieran 
considerados como tales en Colombia. De otra parte sostuvo el accionante, que 
de acuerdo al artículo 527 del CPP, la extradición no procedía cuando sobre el 
mismo delito existiera una investigación abierta en Colombia o una condena. 
 
los argumentos esgrimidos por la Corte frente a la demanda, partió del hecho de 
que los trámites de extradición poseían en un marco jurídico, los recursos y 
medios de defensa, pues afirmaba que contra el acto administrativo que profiere el 
gobierno sobre la extradición, tenia acciones como de Nulidad y Restablecimiento 
del derecho, sin embargo, aclaro la corte,  que la posible violación de los derechos 
humanos del solicitado, no impedía el envío de la persona al estado requirente, 
debido a la demora de la acción, por lo que recomendaba la Acción de Tutela, 
como mecanismo más ágil para tutelar los derechos de los extraditados, aun 
contando con los recursos ordinarios. 
 
En segundo lugar la corte insistió que la naturaleza jurídica de la extradición es un 
acto administrativo y que desde esa perspectiva, era al estado requirente al que le 
correspondía brindar los medios y garantías  para el respeto del debido proceso, y 
que en el evento en que se hubiera extraditado a la persona habiéndosele violado 
los derechos fundamentales, considero la corte, a mi criterio de manera ingenua, 
que en el caso de verificarse una extradición de un nacional con la vulneración de 
sus derechos fundamentales, el Estado quedaría en la obligación de realizar todas 
las gestiones diplomáticas para la devolución de la persona. 
 
Esta posición jurídica de la corte constitucional se ha mantenido hasta nuestros 
días en el entendido que por la naturaleza administrativas de la extradición, se 
impide que se haga una verdadera revisión judicial por parte de la Corte Suprema 
de Justicia, permitiendo con ello que se sigan violando derechos fundamentales de 




2.3.3 La extradición después del Estatuto de Roma 
 
En esta etapa en particular, vale la pena reseñar, que aparte de la influencia que 
va tener, como precedente jurisprudencial, la sentencia C-578 de 2002, de la 
Corte Constitucional, con la cual se reviso la constitucionalidad de la ley que 
aprobó el Estatuto de Roma, y con ello la “entrega”, como un mecanismo de 
cooperación judicial más eficiente y expedita que la extradición, pues a raíz de las 
experiencias acaecidas con los tribunales de justicia ad-hoc de Yugoeslavia y 
Ruanda, donde la entrega de criminales de guerra ante la corte internacional de 
justicia, se hacía cada vez más difícil debido a los obstáculos que se daban en 
virtud de las constituciones de cada estado parte, que por lo regular impedían 
extraditar nacionales, debiéndose establecer un sistema obligatorio, como la 
entrega, que busca que la extradición sea cada vez mas administrativa que 
favorezca los intereses de los países requirentes y que es bien aprovechada por la 
justicia norteamericana en la lucha contra el narcotráfico. 
 
Sentencia C- 1266 DE 2005.33 
 
En esta sentencia es importante por cuanto muestra la  evolución histórica del 
procedimiento mixto que se ha venido desarrollando y aplicando en el trámite de  
extradición en Colombia, con prevalencia absoluta de la Rama Ejecutiva y también 
por cuanto establece el rol que debe cumplir la sala penal de la Corte Suprema de 
justicia en el trámite de extradición.  
 
Se trata de una demanda incoada en contra del artículo 520 de la Ley 600 de 
2000; el demandante indico que el artículo 520 de la Ley 600/00, relacionado con 
la fundamentación del concepto por parte de la Corte Suprema de Justicia, violaba 
la Cata Política en sus artículos 29 y 35, sustentando sus argumentos en una 
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omisión legislativa, al no precisar el legislador cual debería ser el procedimiento 
judicial que debía adelantar la Corte, para que no se quedar en una simple 
revisión formal, violando con ello derechos fundamentales de los extraditados, 
también advierte el demandante que aun reconociendo que el trámite de 
extradición es eminentemente administrativo, el gobierno tampoco se pronuncia 
frente a aspectos fundamentales relacionados con el debido proceso. 
 
De otra parte la corte constitucional planteo la pertinencia de dilucidar la 
exequibilidad de una norma de la ley 600 de 2000, cuando ya había entrado en 
vigencia la ley 906 de 2004, dándole a la extradición una aplicación retroactiva por 
cuanto se seguiría aplicando la extradición, aunque los delitos se hubiesen 
cometido con anterioridad al 1 de enero de 2005.  
 
También, la Corte hace referencia a la sentencia C-460 de 2008, con la cual se da 
un cambio de jurisprudencia frente a rol que debe cumplir la sala penal de la Corte 
Suprema de Justicia, al revisar la solicitud de extradición, cuando indica que la 
sala Penal de la Corte Suprema de Justicia le incumbía también la verificación de 
que no se estuviera en presencia de una solicitud de extradición generada por 
delitos políticos, ni que se fuera a extraditar a un nacional Colombiano por hechos 
anteriores a la entrada en vigencia del AL 01 de 1997, esto a raíz del proceso de 
justicia y paz que se estaba adelantando en el país, en el marco de la Ley 975. 
Pero además, considero la Corte Constitucional en la sentencia objeto de estudio, 
que la Corte Suprema de Justicia, debía verificar, que el estado requirente no se le 
fuera a imponer al procesado o condenado una pena de muerte o a infringir tratos 
crueles, inhumanos o degradantes;  así como penas  imprescriptibles. 
 
No obstante lo anterior, en vista que el estado colombiano no ejerce seguimiento a 
los procesos de extradición, es decir, no verifica si el estado requirente cumple con 
los requerimiento de la jurisprudencia nacional, como la corte constitucional en 
este caso no tiene sentido ya que esto no se cumple. 
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2.4 TRÁMITE DE EXTRADICIÓN ANTE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 
 
La Corte Suprema de Justicia, al revisar, de manera formal, la documentación con 
la que se acompaña la solicitud de extradición, no tiene en cuenta los derechos de 
los requeridos al debido proceso y la defensa, con ostensible violación del artículo 
29 de la Constitución política, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de las Naciones Unidas y el artículo 8 del Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.  
De otra parte, tampoco la Corte Suprema de Justicia, admite debate probatorio 
alguno con la excusa de que no se entromete en las decisiones de los tribunales 
foráneos. Sería bueno que la Corte tuviera un criterio más garantista frente a los 
derechos de las personas que son objeto de extradición. 
 
La jurisprudencia Internacional, especialmente los jueces Norteamericanos, como  
gestores del sistema penal acusatorio en Colombia; ha sido clara frente al 
procedimiento judicial que se debe adelantar en el trámite de extradición; por 
ejemplo el Juez Charles Smith34, de la Corte Federal del Distrito Este de Filadelfia, 
en los Estados Unidos de América, rechazo el 3 de mayo de 2000 la solicitud de 
extradición presentada por el Gobierno Colombiano a ese país, del ciudadano 
Víctor Manuel35, con el argumento de que las pruebas aportadas por la Fiscalía 
General de la Nación de Colombia, no servían como “causa probable”; lo que es 
importante para el objeto de la Investigación, es ver cómo se dio un debate 
probatorio antes que el Juez Norteamericano tomara la decisión; lo que implica en 
este caso particular, es reseñar de una parte la importancia de un trámite judicial 
antes de cualquier decisión de extradición, para evitar violar derechos 
fundamentales de los extraditados, pero de otra parte se nota como los Estados 
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Unidos de América no cumplen con el principio de “reciprocidad”, establecido en el 
Tratados Bilateral firmado con Colombia, lo que denota la falta de seriedad de ese 
Estado frente a nuestro país en materia de extradición. 
 
La negación al debido proceso, por parte de  la sala penal de la Corte Suprema de 
Justicia, por lo general se fundamenta en el contenido del artículo 520 de la Ley 
906 de 2004, al realizar la verificación de la validez formal de la documentación 
presentada por las autoridades del país requirente, se tiene en cuenta: “la 
identificación plena del solicitado, el principio de la doble incriminación, la 
equivalencia en el sistema colombiano de la providencia proferida en el extranjero, 
y cuando fuere el caso, el cumplimiento de lo dispuesto por los tratados públicos, 
según el marco normativo al efecto señalado por el Gobierno Nacional como 
aplicable al caso”36.  
La Corte Suprema, sin embargo, desconoce abiertamente el derecho a la defensa 
y sistemáticamente se niega a practicar pruebas solicitadas por el reclamado o su 
defensor, conforme al artículo 500 de CPP, y las niega extrañamente como si 
fuera un proceso penal por improcedentes, inconducentes innecesarias superfluas 
ilegales impertinentes y hasta impotentes, en efecto,  la Corte no acepta ninguna 
prueba relacionada con la plena identificación  del colombiano reclamado en 
extradición y da por válida  la información presentada por el gobierno requirente, 
sin conocerla ni examinarla previamente. Tampoco permite prueba alguna que 
cuestione la validez formal de la documentación presentada por el Estado 
solicitante, aceptando incluso la traducción presentada, como en el caso de los 
Estados Unidos,  por el Departamento de Justicia de dicho, sin haber cumplido 
con la traducción oficial como lo demandan las normas colombianas. 
 
En conclusión, son muchas las irregularidades que se presentan en el trámite de 
extradición, sin mencionar la falta de legalización a la orden de captura realizada 
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por la Fiscalía General de Colombia, donde se violan flagrantemente los derechos 
de los detenidos con fines de extradición sin ninguna opción de defensa. El trámite 
administrativo de la extradición, incluyendo la actuación ante Corte Suprema de 
Justicia, culmina con la Resolución Ejecutiva que concede  la extradición , la cual 
se puede impugnar por la vía de lo Contencioso Administrativo pero a posteriori, 
es decir , cuando la persona extraditada nada puede hacer, pues ya ha sido 
enviada al estado requirente. 
 
Otro de los temas que preocupa, es ver como la Corte Suprema de Justicia en 
reiteradas ocasiones, le niega el derecho a la defensa de las personas que son 
solicitadas en extradición; con el pretexto de que las actuaciones que se surten 
ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, así como el Ministerio del Interior y 
Justicia, son solo actos de trámite, que culminan en la resolución ejecutiva que 
concede o niega la extradición; la persona reclamada no cuenta con recuso alguno 
para defenderse.  Con el objeto de corroborar lo manifestado anteriormente, esto 
un caso real donde se le negó el derecho a la defensa a un ciudadano 
Colombiano, que se encontraba en una cárcel de nuestro país luchando para no 
ser extraditado; por lo que me parece pertinente, traer a colación apartes del 
memorial presentado por este patriota nuestro, el señor Horacio de Jesús Moreno 
Uribe, con fecha 9 de noviembre de 2000 enviado al Honorable Magistrado 
Fernando E. Ripoll, dentro de su proceso de extradición.37 
 
“En relación con su auto del 28 de septiembre de 2000 por medio del cual me 
requiere para que nombre un nuevo defensor para el trámite de la referencia, me 
permito manifestarle que, tal como lo prevé el art. 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Humanos (Ley 74 de 1968), no nombrare ningún otro defensor y 
tampoco aceptare que se me nombre uno de oficio en vista de que  no cuento con 
ninguna de las garantías que para mi defensa establecen el art. 29 de la 
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Constitución Política , el 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(Ley 74 de 1968) el art. 8 de la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos (Ley 16 de 1972) y el art.. 3 de la Ley 270 de 1996.” 
“(…) me parece que la sala de casación penal de la corte suprema de justicia al 
haber rechazado de plano absolutamente todas las pruebas, incluso 
documentales, y de haber ordenado su devolución, es la demostración de que no 
disfruto del debido proceso, pues si lo hubiera la valoración probatoria se habría 
dado en el momento de emitir el concepto. Sin no se practicaron pruebas y las 
aportadas por mi defensor fueron sacadas a la brava del expediente, es obvio que 
la Corte ha emitido su concepto favorable a mi extradición. Ningún defensor 
honesto se prestaría a avalar una actuación que no se funda en la constitución y la 
ley, sino en consideraciones de ese orden.” 
 
Para finalizar vale la pena resaltar lo dicho por el jurista Pedro Pablo Camargo, en 
su obra La Extradición38; respecto de los requisitos exigidos por la Corte Suprema 
de Justicia para fundar el concepto de extradición: a) validez formal de la 
documentación presentada, b) demostración plena de la identidad de solicitado, c) 
el principio de la doble incriminación, d) equivalencia de la providencia proferida en 
el extranjero; y e) cumplimiento del previsto en los tratados públicos. En su obra 
ha reseñado lo siguiente: 
 
“No se trata de algo teórico, sino practico, tomado de la batalla perdida que desde 
finales de 1999 libran los abogados defensores ante la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. Por tanto, aquí no se trata de ninguna polémica personal 
contra la Corte, sino una controversia jurídica, que aquella que decide por razones 
de conveniencia política en favor del establecimiento y no del derecho a la defensa 
de los Colombianos pedios en extradición.” 
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3. LA ENTREGA  - CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
 
Con la creación de los Tribunales Penales Internacionales ad hoc para la antigua 
Yugoslavia y Ruanda, y con el establecimiento de la Corte Penal Internacional, 
como órgano permanente de investigación y juzgamiento, se vio la necesidad de 
establecer un mecanismo de cooperación internacional, como la “entrega”,  que 
estuviera bien estructurado jurídicamente, que fuera efectivo en la lucha de la 
criminalidad internacional, pero que al mismo tiempo respetara la soberanía de los 
estados partes y por supuesto los derechos de las personas que fueran objeto de 
entrega ante esa jurisdicción internacional. 
 
Tomando como base las experiencias obtenidas con los tribunales judiciales 
internacionales ad hoc, Yugoeslavia y Ruanda, se pensó en un mecanismo 
cooperación internacional, que no tuviera tantos obstáculos jurídicos, por parte de 
las constituciones de los Estados parte, a efecto que no sucediera lo mismo que 
con la figura de la extradición, que en ocasiones los Estados requeridos no 
permitían el traslado de los solicitados, alegando situaciones jurídicas como la 
carencia de tratados vigentes, violación de principios fundamentales del derecho 
extraditario, como: “non bis in idem”, (no ser juzgado dos veces por los mismos 
hechos), “aut dedere aut judicare” (o extraditar o juzgar), y la prohibición 
constitucional, establecida en la mayoría de los estados,  de no extraditar 
nacionales, sin violar la soberanía de los estados. 
 
Por razones como las citadas anteriormente, es que la Corte Penal Internacional, 
opto por un mecanismo de cooperación internacional que fuera más de tipo 
vertical, como la entrega, que a diferencia de la figura de la extradición que es 
propiamente horizontal; esto es, que la “cooperación vertical”, entendida como la 
relación entre los Estados Parte y la Corte Penal Internacional, a pesar no estar 
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ubicados en un mismo plano de igualdad, sean independientes uno del otro; lo que 
significa que en dicha relación los estados se complementan; de allí que la 
competencia de la Corte Penal Internacional tenga el carácter de complementario; 
esto es,  que solo actúa frente a situaciones plenamente definidas en el estatuto 
de Roma, pero sin perder la autonomía y así poder obligar a los estados firmantes 
a cumplir con dicho estatuto. 
 
Pues bien,  ese mecanismo de cooperación internacional, adoptado por la Corte 
Penal Internacional a través del estatuto de Roma, denominado “la entrega”; será 
objeto de análisis en esta investigación, debiendo definido, estudiado y analizado, 
en el contexto del estatuto de Roma, y su trámite ante la Corte Penal 
Internacional, así como su regulación en la legislación Colombiana, en especial a 
lo que se refiere a su trámite en la legislación colombiana.  
 
3.1 DEFINICIÓN DEL CONCEPTO. 
 
El Diccionario de la Real Academia Española le da al termino “entrega”, varias 
acepciones: a. 1. f. Acción y efecto de entregar. 2. f. Cantidad de cosas que se 
entregan de una vez. 3. f. Cada uno de los cuadernos impresos en que se divide y 
expende un libro publicado por partes, o cada libro o fascículo de una serie 
coleccionable. 4. f. Atención, interés, esfuerzo, etc., en apoyo de una o varias 
personas, una acción, un ideal, etc. 5. f. Arq. Parte de un sillar o madero que se 
introduce en la pared.6. f. Ant. Restitución.39; siendo la primera la más acorde al 
contexto del mecanismo de cooperación internacional, relacionado con la 
extradición y la entrega ante la corte penal internacional dentro del marco de 
estatuto de Roma. 
 
Ahora bien, cuando se revisó la diferenciación entre los conceptos de extradición y 
entrega, (Cap. I del trabajo), se hizo referencia a lo manifestado por la Corte 
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Constitucional, en la sentencia C-578 de 2012 del 30 de julio de 2002, por la cual 
se reviso la ley aprobatoria del Estatuto de Roma;  frente a una de las diferencias 
entre extradición y entrega, expreso: “La regla general, en materia de “extradición”, 
es que se trata de un acto de discrecionalidad, por el cual un estado no está 
obligado a extraditar a la persona requerida. En el caso de la “entrega” de una 
persona a la Corte  Penal Internacional por un estado parte, esta es siempre 
obligada, tal como se establece en el artículo 89.1 del estatuto”. 
 
De otra parte, cuando se definió el concepto de extradición, se observó que dentro 
de la misma definición estaba inmerso el concepto de “entrega”, y en esa 
oportunidad se afirmo: “La palabra “EXTRADICIÓN”, proviene del vocablo Latino 
EX (fuera de), y TRADERE (Acción de entregar). Como primer acercamiento al 
concepto, se podría definir la extradición como: “Un acto de asistencia judicial 
interestatal en materia penal, en virtud de cual un estado transfiere a un individuo, 
acusado o condenado por un delito cometido fuera de su territorio, a otro estado 
que lo reclama y es competente para juzgarlo y hacerle cumplir la sanción” 
(negrillas fuera del texto). 
 
De lo anterior, desde el punto de vista lingüístico, se aprecia como el término 
“entrega”, transcrito en el estatuto de Roma, generó un problema, como quiera 
que el vocablo entrega, fue traducido al idioma castellano  del Estatuto de Roma 
(ER), el cual originalmente está escrito en ingles y francés; por ser estas, 
consideradas como lenguas oficiales para las Naciones Unidas; creando con ello 
un gran ambigüedad en la traducción generando cierta confusión, tal y como lo 
manifestó el profesor Reverend40, al analizar el vocablo “entrega”, con fundamento 
en las citadas lenguas, haciendo la comparación del término entrega en español, 
surrender del inglés y Traduction del francés, aduciendo: “esta equiparación 
significaría, en principio, que los términos “entrega”, surrender  y traduction, serian 
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igualmente equiparables. Nuevamente, esa conclusión es ajena a la realidad. El 
vocablo francés traduction es precisamente equivalente al vocablo castellano 
traducción. El termino surrender (ingles), equivale al concepto de rendición o 
entrega en español. La traducción al español, en donde se utiliza el vocablo 
“entrega” parece derivar entonces de la acepción que se le da en el texto original 
en inglés”. 
 
En este orden de ideas, se considera que es pertinente, para una mejor 
comprensión, tanto de la entrega como de la extradición, relacionar lo escrito en el 
artículo 102 del Estatuto de Roma, donde se estableció una clara diferencia entre  
los conceptos, así:  Articulo 102. 
a) “Por “entrega” se entenderá la entrega de una persona por un Estado a la 
Corte de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto. 
b) Por “extradición” se entenderá la entrega de una persona por un estado a 
otro estado de conformidad con lo dispuesto en un tratado o convención o 
el derecho interno.” 
 
 
3.2 LA ENTREGA EN EL CONTEXTO DEL ESTATUTO DE ROMA 
 
 
El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, suscrito el 17 de julio de 
199841, en su preámbulo, estableció la necesidad de adoptar medidas para 
combatir las atrocidades que desafían la imaginación y conmueven profundamente 
la conciencia de la humanidad, por lo cual manifestó lo siguiente:” reconociendo 
que esos graves crímenes constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el 
bienestar de la humanidad, afirmando que los crímenes más graves de 
trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar 
sin castigo, que a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 
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intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente 
sometidos a la acción de la justicia.” (Cursiva fuera del texto). 
 
Ese mecanismo  de cooperación internacional, no es otro que la “entrega”, el cual  
quedo plasmado en la parte IX del estatuto de la Corte, a partir del artículo 86, y 
luego de haber sida definida la figura en el literal a) del artículo 102 de citado 
estatuto, establece unos procedimientos aplicables, pero con el respetando la 
autonomía del derecho interno, como lo prescribe en el numeral primero del 
artículo 86, cuando frente a la entrega de personas a la corte, aduce: “la corte 
podrá transmitir, junto con los antecedentes que la justifiquen de conformidad con 
el artículo 91, un solicitud de detención y entrega de una persona a todo estado en 
cuyo territorio pueda hallarse y solicitara la cooperación de ese estado. Los 
estados parte cumplirán la solicitudes de detención y entrega de conformidad con 
las disposiciones de la presente y el procedimiento establecido en su derecho 
interno” (cursiva fuera del texto). 
 
Pero el mecanismo de la “entrega”, establecido en el estatuto de Roma, no fue 
traído al azar, se necesito de muchas discusiones, por parte de las comisiones ad 
hoc creadas por la Corte, para decidir respecto a la figura de la entrega como 
cooperación judicial ante la corte; en este sentido el Comité ad-hoc, partió de las 
formas de cooperación judicial existente hasta el momento, esto es, lo referente a 
la extradición, para lo cual estableció que la entrega, como nuevo mecanismo de 
cooperación internacional, tendría un  carácter vertical, esto es, que dicha 
cooperación seria en forma complementaria respetando, en todo caso, la 
autonomía del derecho interno. 
 
Al respecto, la magistrada Clara Inés Vargas, en su obra “Análisis del Estatuto de 
la Corte Penal Internacional y su importancia en Colombia”42, expreso, frente a la 
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entrega, como mecanismo de cooperación vertical, lo siguiente: “por ello, se 
estimo que las normas al respecto deberían estructurarse de la forma más 
adecuada para coadyuvar en el propósito de que la Corte pudiera constituirse en 
un mecanismo alternativo y complementario eficaz de a la lucha que a los estaos 
les corresponde adelantar contra la impunidad.”  
 
Siguiendo con la discusión sostenida en el proceso de elaboración del Estatuto 
para la Corte, relacionado con la entrega y los mecanismos de cooperación 
internacional, fue necesario el establecimiento de un comité especial y otro 
preparatorio, partiendo como se dijo anteriormente en el mecanismo existente de 
cooperación judicial, empleado después de la segunda guerra mundial, como lo es 
la “extradición” y aprovechando además las experiencias obtenidas en los 
tribunales judiciales para la antigua Yugoslavia y Ruanda; establecidos para  
juzgar criminales de guerra. En el Comité Especial, se discutieron no solamente la 
figura de la entrega, sino además el sistema de cooperación judicial, que debía 
tener la Corte Penal Internacional; de lo cual se desprenden dos puntos 
importantes:  
 
El primero, relacionado con el tema de la cooperación internacional; se considero 
que dicho mecanismo debería tener la fuerza de ingresar en la esfera de la 
soberanía de los Estados Partes, pues de la experiencia obtenida de los tribunales 
ad hoc,  se  observo cómo cada Estado Parte tenía su propia posición frente a la 
figura de la extradición, la mayoría de carácter constitucional; con lo cual se 
entorpecía la acción de someter a la justicia internacional los criminales de guerra, 
volviéndose la extradición un mecanismo poco eficiente  y complejo, debido al 
carácter político del mismo; por lo anterior el nuevo mecanismo de cooperación 
judicial debería ser más expedito y tener los tribunales, en este caso la Corte 
Internacional, el poder de hacer valer su autonomía por encima de las 




Al respecto se comparte la reflexión hecha por el profesor Javier Darío 
Reverend43, en su obra, la entrega en el contexto de la corte penal internacional, al 
pronunciarse frente al nuevo mecanismo de cooperación internacional, señaló lo 
siguiente: “no correspondía ya al tribunal adaptarse a la legislación nacional, sino 
que se busco una tendencia que permitiera que fueran los estados los que 
debieran adaptar su legislación y su constitución para que pudiesen hacerse 
efectivas las solicitudes de cooperación por parte del la corte”. 
 
En segundo lugar, se destaco en la discusión del comité especial, si la 
cooperación que requería la corte debería ser de orden horizontal, respetando la 
soberanía de los países miembros; o vertical, como para el caso de la entrega, 
esto queda registrado de manera clara por la doctora Clara Inés Vargas, como lo 
señala el profesor Pabon Reverend44, en su obra, estableciendo lo siguiente: 
“Respecto al alcance de la obligación de cooperar con la corte hubo una amplia 
coincidencia en que ella no podría ser absoluta porque en virtud del principio de 
complementariedad los estados podrían decidir discrecionalmente si respondían  o 
no a una solicitud de cooperación y en este sentido se formularon críticas a la 
disposición del proyecto de estatuto de la CDI45”. 
 
A pesar de la gran dificultad que generaba el concepto de “entrega”, frente a otros 
conceptos relacionados con la terminología utilizada para los mecanismos de 
cooperación internacional como, traslado o extradición, lo importante para este 
comité fue darle un alcance diferente al termino, para efectos  de que la corte 
internacional pudiera relacionarse con todos los estados partes, bajo principios 
bien elaborados como el de complementariedad que facilitara a la corte su actuar 
y poder exigir la entrega de los implicados sin tanto obstáculo jurídico como 
ocurría con la extradición. 
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El Comité Preparatorio, para la elaboración del estatuto de Roma, reunidos desde 
1995 hasta el año 1998, fecha en la que se suscribió el citado estatuto, aparte de 
decantar las discusiones sostenidas en el comité especial, complemento dicha 
discusión con el tema de la primacía de una constitución universal, como el 
estatuto de roma, que no dependiera de las constituciones internas de cada país, 
sino con autonomía propia que pudiera ser impuesta a los estados partes, bajo el 
principio de complementariedad; o en otras palabras que existiera una primacía de 
la jurisdicción del tribunal internacional respecto de las jurisdicciones nacionales. 
 
De lo anterior se puede concluir, que la figura de la entrega se creó no como una 
figura que respondiera a los problemas acaecidos con el trámite de la entrega a 
los tribunales internacionales de justicia, con el mecanismo de la extradición; sino 
que aprovechando el mecanismo ya existente sobre la extradición, se acoplo a la 
misma, resaltando su autonomía, pero lo más importante que teniendo la 
capacidad de ingresar en la órbita de la soberanía de los estados podía de manera 
complementaria o subsidiaria hacer efectivo el traslado de los delincuentes, bajo el 
mecanismo de la entrega y fundamentado el tramite en un estatuto que tuviera la 
fortaleza para imponerse por encima de la constituciones internas de los países 
miembros. 
 
3.3 TRÁMITE DE LA ENTREGA ANTE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL. 
 
 
En el contexto de la cooperación internacional y la asistencia judicial establecido 
en la parte IX del Estatuto de Roma, se encuentra relacionado en el literal a) del 
artículo 87 de dicho estatuto, el tramite que se ha de surtir ante los estados partes, 
acerca de la solicitud de cooperación o asistencia judicial, debiendo estos surtirse 
por la vía diplomática; o por cualquier otro conducto adecuado que haya 




De otra parte en el literal b) del citado artículo 87, el estatuto prevé otra vía 
especial para solicitar la cooperación de un estado parte y se refiere a que estas  
también pueden tramitarse por conducto de la Organización Internacional de 
Policía Criminal o cualquier  organización regional competente, en otras palabras, 
por intermedio de INTERPOL46, como se conoce en Colombia.  
 
En lo que respeta a la “entrega” ante la corte, como tal, establecida en el artículo 
89 de estatuto, en el que se encuentran registradas las generalidades respecto al 
mecanismo de la entrega, se mencionan los eventos en que se puede impugnar, 
ante un tribunal nacional, la excepción de cosa juzgada, caso en el cual el estatuto 
prevé hacer uso de las consultas ante la misma corte penal, para determinar la 
admisibilidad de la causa; al igual que el procedimiento que se debe surtir para el 
caso en que un estado parte, autorice a otro estado parte, el paso por su territorio 
de una persona solicitada por la misma. En igual sentido si el estado requerido 
donde se encuentre la persona solicitada, este siendo enjuiciada o pagando 
condena en el estado requerido. La entrega se puede adelantar ante cualquier 
estado parte donde se encuentre el requerido, por lo referido se considera que es 
imperativo dar a conoce lo establecido en el numeral primero del artículo 89 del 
estatuto de Roma, así: 
 “1. La corte podrá transmitir, junto con los antecedentes que la justifican de 
conformidad con el artículo 91, una solicitud de detención y entrega de una 
persona a todo estado en cuyo territorio pueda hallarse y solicitara la cooperación 
de ese estado. Los estados parte cumplirán las solicitudes de detención y entrega 
de conformidad con las disposiciones de la presente parte y el procedimiento 
establecido en su derecho interno.” 
 
Así mismo y continuando con el trámite de la entrega ante la corte, el artículo 91 
de dicho estatuto, relaciona el contenido de los requisitos de la solicitud de 
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detención y entrega,  para lo cual es importante relacionarlos por ser taxativos y 
de obligatorio cumplimiento por los estados partes, así:  
“1. La solicitud de detención y entrega  deberá formularse por escrito. En caso de 
urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio que permita dejar constancia 
escrita, a condición de que la solicitud sea confirmada en la forma indicada en el 
párrafo 1 a) del artículo 87. 
2. la solicitud de detención y entrega de una persona respecto de la cual la sala de 
cuestiones preliminares haya dictado una orden de detención de conformidad con 
el articulo 58 deberá contener los elementos siguientes o ir acompañada de: a) 
información suficiente para la identificación de la persona buscada y datos sobre 
su probable paradero; b) una copia de la orden de detención; y c) los documentos, 
las declaraciones o la información que sean necesarias para cumplir los requisitos 
de procedimiento del Estado requerido relativos a la entrega; sin embargo, esos 
requisitos no podrán ser mas onerosos que los aplicables a las solicitudes de 
extradición conforme a los tratados o acuerdos celebrados por el estado requerido 
y otros estados, y de ser posible, serán menos onerosos habida cuenta del 
carácter especifico de la corte. 
 3. La solicitud de detención y entrega del condenado deberá contener los 
siguientes elementos e ir acompañados de: a) copia del orden de detención 
dictada en su contra; b) copia del sentencia condenatoria; c) datos que 
demuestren que la persona buscada es aquella a la que se refiere la sentencia 
condenatoria y ; d) si la persona que se busca ha sido ya condenada, copia de la 
sentencia y, en el caso de una pena de reclusión, una indicación de la parte de la 
pena que se ha cumplido y de la que queda por cumplir”.  
 
Del trámite establecido en el Estatuto de Roma, respecto de la entrega ante la 
Corte Penal Internacional, vale la pena destacar varios aspectos, frente al objetivo 
del trabajo de investigación, esto es, lo relacionado con la necesidad de establecer 




El  artículo 88 del Estatuto de Roma, relacionado con el procedimiento que debe 
aplicarse a la entrega en el derecho interno, pescribe: “los estados parte se 
aseguraran de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a 
todas las formas de cooperación especificadas en la presente parte”; quedando 
resaltado nuevamente en el inciso final del numeral primero del articulo 89; cuando 
prescribe: “los estados parte cumplirán las solicitudes de detención y entrega de 
conformidad con las disposiciones de la presente parte y el procedimiento 
establecido en su derecho interno”.  
 
Ahora bien, en Colombia no se ha expedido una ley que regule este mecanismo 
de cooperación internacional, en lo atinente a la entrega ante la Corte Penal 
Internacional; como tampoco se ha hecho con la extradición; a pesar que el texto 
del proyecto del nuevo Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004 lo incluía 
en su articulado original, siendo excluido del texto final y quedando solamente lo 
prescrito en el libro V, Capítulo II47, relativo a la extradición; pero con el problema 
que no previó un mecanismo de control de legalidad, a las capturas que se 
realizaran con motivo de extradición o entrega ante la Corte, problemática que nos 
ocupa en la presente investigación.   
 
 
3.4 LA ENTREGA EN LA LEGISLACIÓN COLOMBIANA. 
 
 
La legislación penal colombiana, lamentablemente no trae una ley especial para el 
trámite de la entrega, pues en el Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 
2004, genera ambigüedad frente a la “entrega”, como mecanismo de cooperación 
internacional ante la Corte Penal Internacional y la entrega como “acción de 
entregar”, en el contexto de la extradición; razón por lo que se considera, que el 
trámite de la solicitud de entrega ordenada por el fiscal de la Corte Penal 
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Internacional, surtiría el tramite establecido en el libro V de la Código de 
Procedimiento Penal Colombiano; no obstante haberse establecido que tanto la 
extradición como la entrega son dos figuras diferentes. 
 
En la Ley 906 de 2004, se hace mención de la entrega, en el numeral tercero del 
artículo 324 de dicha ley, en aplicación al principio de oportunidad; en ese sentido 
el artículo mencionado señalo: “Art. 324__ Modificado por la Ley 1312 de 2009, 
art, 2 Causales. El principio de oportunidad se aplicara en los siguientes casos: 1. 
(...). 2. Cuando a causa de la misma conducta punible la persona fuere entregada 
en extradición a otra potencia. 3. Cuando la persona fuere entregada en 
extradición a causa de otra conducta punible y la sanción imponible en Colombia 





















4. EL CONTROL DE LEGALIDAD A LA ORDEN DE CAPTURA CON FINES 
DE EXTRADICIÓN Y ENTREGA. 
 
 
4.1 La orden de captura proferida con fines de extradición, no surte el 
control de legalidad establecido en la ley 906 de 2004. 
 
La captura con fines de extradición se encuentra regulada en el Código de 
Procedimiento Penal, ley 906 de 2004, en el cual prescribe en su artículo 509: 
“Artículo 509. Captura. El Fiscal General de la Nación decretara la captura de la 
persona requerida tan pronto conozca la solicitud formal de la extradición, o antes, 
si así lo pide el Estado requirente, mediante nota en que se exprese la plena 
identidad de la persona, la circunstancia de haberse proferido en su contra 
sentencia condenatoria, acusación o su equivalente y la urgencia de tal medida”.  
De igual manera y siguiendo con marco legal de la orden de captura con fines de 
extradición, el articulo 506, cuando se refiere a la entrega del extraditado, señala: 
“Si la extradición fuere concedida, el fiscal general de la nación ordenara la 
captura del procesado, si no estuviere privado de la libertad, y o entregara a los 
agentes del país que lo hubieren solicitado. Si fuere rechazada la petición, el fiscal 
general de la nación ordenara poner en libertad al detenido”. 
 
No obstante lo anterior, la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal 
Colombiano, no previó un mecanismo de control de legalidad para las capturas, 
que con fines de extradición o entrega, se hubiesen realizado en el territorio 
nacional; y por ende se violan los derechos fundamentales constitucionales al 
debido proceso, específicamente la falta de defensa material, no formal, de las 
personas capturadas y solicitadas por parte de su estado requirente, de acuerdo a 
los tratados y convenios que existieren entre el país requirente y requerido o en su 
defecto con la normas del derecho interno; como tampoco se ha establecido en 
Colombia una ley que regule la extradición, y mucho menos lo referente al control 
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de legalidad por parte de una juez de la república; sin embargo y en el entendido 
que a falta de tratados o convenios con el estado requirente,  se debería dar 
aplicación a lo establecido en la normatividad nacional, especialmente lo prescrito 
en la constitución política del país y demás normas concordante relacionadas con 
la captura como lo prescribe el código de procedimiento penal; en su artículo 114 
de la norma citada, donde dentro de las atribuciones del fiscal general de la nación 
se encuentra en su numeral séptimo:  
“Ordenar capturas, de manera excepcional y en los casos previstos en este 
código, y poner a la persona capturada a disposición del juez con control de 
garantías, a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes.” 
 
A pesar de estar escrito en el Código de Procedimiento Penal Colombiano, no se 
cumple y por ende no se respetan las  garantías al extraditado ni a su defensa, por 
cuanto este derecho fundamental concebido en el artículo 510 de la Ley 906 de 
2004, establece claramente que la misma debe ejercerse desde el momento en 
que se inicia el trámite de extradición, y por lo tanto tendrá derecho a designar un 
defensor y de no hacerlo se le nombrara un de oficio. Frente al temas del 
momento en que debe actuar la defensa, la Corte Constitucional, en la sentencia 
C-799 de 2005, al revisar la constitucionalidad del artículo 8 del código de 
procedimiento penal, estableció al respecto lo siguiente: 
“es exequible la expresión “una vez adquirida la condición de imputado”, sin 
perjuicio del ejercicio oportuno, dentro de los cauces legales, del derecho de 
defensa por el presunto implicado o indicado en la fase de indagación o 
investigación anterior a la formulación de imputación”. 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, Sentencia C-243 de 2009, justifica en 
mi criterio de manera desafortunada, frente a la legalización de la captura con 
fines de extradición “que no se debe  ejercer control de legalidad a este tipo de 
captura, por cuanto la orden de detención que emite el Fiscal General de la 
Nación, hace parte de un procedimiento administrativo que debe surtirse para la 
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extradición, lo cual significa que si se hace dicho control de legalidad, se estaría 
desconociendo las atribuciones propias del estado requirente. A continuación se 
transcribe le pronunciamiento de la Corte Constitucional en relación con el tema 
de la legalización de la captura con fines de extradición: 
“la orden de captura con fines de extradición hace parte de un trámite 
Administrativo destinado a poner a disposición del Estado requirente a una 
persona para que adelante un proceso penal en su territorio y bajo su 
jurisdicción, todo con reconocimiento y respeto por la soberanía del solicitante, 
teniendo como fundamento los principios de colaboración, solidaridad, como 
también el de confianza legítima y mutua en las relaciones entre Estados. En 
este orden de ideas, el Estado requerido no podrá llevar a cabo control    
jurisdiccional sobre la orden de captura con fines de extradición, pues tal 
comportamiento podría ser entendido como un acto de desconocimiento de las 
atribuciones propias de la soberanía del Estado requirente, con las 
consecuencias que el derecho internacional prevé para esta clase de actitud”.48 
En conclusión, tal y como quedo revisado no existe en la legislación 
colombiana, un control de legalidad para las capturas ordenadas por el Fiscal 
General de la Nación, con fines de extradición o entrega ante la Corte Penal 
Internacional, por lo que se hace menester proponer como recomendación de 
este trabajo investigativo, un mecanismo de legalización a este tipo de 
capturas, de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Roma, según lo 
prescrito en el artículo 88, la inminencia de un proyecto de ley que regule el 
derecho extraditario, por parte de los Estados Partes,  que regule este tipo de 
garantías en su procedimiento, a fin de preservar el derecho al debido proceso 
y la defensa de los requeridos en extradición. 
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4.2 La orden de captura con fines de entrega no cumple con el  Estatuto de 
Roma  
 
La orden de detención o de comparecencia dictada por la Sala de Cuestiones 
Preliminares de la Corte Penal Internacional, se encuentra establecida en los 
artículos 58 y 59 del Estatuto de Roma. En la cual en su numeral primero señala: 
“en cualquier momento después de iniciada la investigación, la sala de Cuestiones 
Preliminares dictara, a solicitud del fiscal, una orden de detención contra la 
persona si, tras examinar la solicitud y las pruebas y otra información presentadas 
por el Fiscal, estuviere convencida de que: a) hay motivo razonable para creer que 
ha cometido un crimen de la competencia de la Corte, y b) la detención parece 
necesaria para: i) asegurar que la persona comparezca al juicio; ii) asegurar que la 
persona no obstruya ni ponga en peligro la investigación ni las actuaciones de la 
Corte; o iii) en su caso, impedir que la persona siga cometiendo ese crimen o un 
crimen conexo que sea de la competencia de la Corte y tenga su origen en las 
mismas circunstancias.”. 
 
Lo anterior es simplemente para resaltar, que la orden de captura para la “entrega” 
o comparecencia, es emitida por una autoridad judicial corporativa como lo es la 
“Sala de Cuestiones Preliminares”, a solicitud del Fiscal de la Corte; tanto la sala 
de cuestiones preliminares como el fiscal, hacen parte como órganos de la Corte 
Penal Internacional, establecido en el artículo 34 del estatuto, al igual que, la 
presidencia, la sección de apelaciones, sección de primera instancia y la sección 
de cuestiones preliminares, la fiscalía y la secretaria; frente al procedimiento de 
entrega, el artículo 59 del estatuto de Roma49; el cual es necesario hacer 
transcripción de algunos de sus apartes, con el fin de apreciar como no se cumple 
en Colombia con lo exigido por el Estatuto de Roma, en lo que respecta a la 
legalización de la captura; así: 
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“1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de detención provisional o de 
detención y entrega tomara inmediatamente las medidas necesarias para la 
detención de conformidad con su derecho interno y con lo dispuesto en la parte IX 
del presente estatuto. 
2. el detenido será llevado sin demora ante la autoridad judicial competente del 
estado de detención, que determinara si, de conformidad con el derecho de ese 
estado. 
a) la orden le es aplicable; 
b) la detención se lleco a cabo conforme a derecho; y 
c) se han respetado los derechos del detenido. 
3. El detenido tendrá derecho a solicitar de la autoridad competente del estado de 
detención la libertad provisional antes de su entrega”. 
 
Así mismo, el Estatuto de Roma, en su artículo 88, exige a los estados parte, que 
regulen en sus derechos internos, un procedimiento aplicable a todas las formas 
de cooperación judicial, en los siguientes términos:  
“los estados parte se aseguraran de que en el derecho interno existan 
procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la 
presente parte”.  
 
Visto lo anterior, se puede concluir, que en Colombia no se ha cumplido con lo 
prescrito en el Estatuto de Roma, en lo que respecta al procedimiento judicial que 
debe adelantarse, por el estado de “detención”, a las personas que son requeridas 
con fines de entrega ante la corte; y por ende se violan los derechos del detenido, 
como el debido proceso y la defensa al no ser ni legalizada su captura ante 
autoridad judicial y no permitirle su defensa desde el momento en que se tiene 
conocimiento de que ha sido solicitado con fines de extradición y entrega. 
 
Además existe una omisión legislativa, por parte del estado colombiano, como 
quiera que no ha reglamentado un procedimiento judicial, tanto para la extradición 
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como la entrega, sin mencionar la ambigüedad que existe frente al concepto, pues 
en la legislación nacional se ha entendido por entrega, la acción de entregar 
establecida en la extradición, sabiendo que el mismo Estatuto de Roma aclaro los 
conceptos en su artículo 102, cuando los definió de la siguiente manera:  
“Por “entrega” se entenderá  la entrega de una persona por un estado a la corte de 
conformidad con lo dispuesto en el presente estatuto. Por “extradición” se 
entenderá la entrega de una persona por un estado a otro estado de conformidad 
con lo dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno.” 
 
Finalmente frente al concepto de entrega, la corte constitucional en la sentencia C-
578 de 2002, al realizar la constitucionalidad de la ley aprobatoria del estatuto de 
Roma, al comparar dicha figura con la de la extradición, se argumento en lo 
prescrito en el artículo,  102 del mismo estatuto; aunque no establece una 
definición propiamente dicha  de cada figura. 
 
En ese orden de ideas, la legislación colombiana no cumplió con lo establecido en 
el Estatuto de Roma en lo que respecta a la legalización de la captura u orden de 
detención para la entrega y tampoco reglamento en el normatividad penal ningún 














5. FUNDAMENTOS PARA QUE SE ADOPTE UN CONTROL DE LEGALIDAD 
A LAS CAPTURAS  CON FINES DE EXTRADICIÓN Y ENTREGA. 
 
 
5.1   En la legislación penal colombiana no quedo establecido un control de 
legalidad a las órdenes de captura con fines de extradición y entrega. 
 
Cuando se reviso el marco legal de la “extradición” y de la “entrega”, no se 
observo la existencia de un control de legalidad a las capturas emitidas por el 
Fiscal General de la Nación, con estos fines; no obstante la reforma hecha a la 
Constitución Política de Colombia; a través del Acto Legislativo No.  03 de 2002, 
con el cual se modifico el artículo 250 de la Constitución Política de 1991, donde  
se le quito al Fiscal General de la Nación, las facultades jurisdiccionales para 
otorgárselas a los Jueces de la Republica. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional, en sentencia C-730 de 2005, al declarar la 
exequibilidad del inciso final del artículo 2 de la Ley 906 de 2004, prescribió que 
para todos los casos de captura, se debería solicitar el control de legalidad dentro 
de las 36 horas siguientes a la ejecución de la misma, por lo que consideró la 
Corporación, que la posibilidad de ordenar la captura, así fuera de manera 
excepcional por el Fiscal General, atentaría  contra la presunción de inocencia y la 
garantía a la libertad del capturados, pues deja al arbitrio del ente investigador la 
calificación de los “motivos fundados” y de las razones por las cuales solicitó la 
orden de captura al juez. Luego entonces, si con fundamento en los articulo 29 y 
250 de la carta superior, el Fiscal General no puede decretar ordenes de captura 
contra una persona investigada, por ser del resorte judicial de un juez con función 
de control de garantías, se entendería que tampoco debería hacerlo al decretar 
capturas en contra de personas pedidas en extradición, tal y como lo prevé el 




No obstante lo anterior, al estar facultado el Fiscal General de la Nación,  para 
emitir órdenes de captura con fines de extradición, estaría violando principios  
constitucionales como el de legalidad, toda vez que la normatividad penal 
colombiana, estableció un control de legalidad para todo tipo de capturas, las 
cuales para el caso que las mismas sean proferidas por el Fiscal General deben 
surtir dicho control  por un juez con función de garantías, tal y como lo establece 
uno de los principios rectores del código de procedimiento penal,  artículo 2 de la 
ley 906 de 2004. 
 
Frente al trámite de la captura con fines de extradición, el estado colombiano, le 
da un tratamiento político, lo cual es contrario a lo establecido en la normatividad 
nacional, ya que dicho procedimiento no es en la actualidad, ni administrativo ni 
judicial, ni mucho menos mixto, pues la decisión de extraditar colombianos en 
Colombia es eminentemente política, y obedece, no solo a la conveniencia del 
gobierno de turno, sino además, a  la presión ejercida por potencias como los 
Estados Unidos de América, que sin respetar el principio de reciprocidad, 
consignado en los tratados y convenios bilaterales, aprovecha las políticas de 
cooperación en la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo,  para la 
implementación de un procedimiento de extradición que cumpla con los intereses 
de dichas potencias, sin importar que los solicitados sean colombianos por 
nacimiento, como si protegen ellos a sus nacionales o si se están garantizando o 
no los derechos fundamentales de los capturados requeridos por ese país. 
 
En el caso de la  “entrega”, la situación es más preocupante, pues el Estatuto de 
Roma si determino en su artículo 88, la obligación a los estados partes, de  
reglamentar en sus legislaciones internas, un procedimiento aplicable a los 
mecanismo de cooperación internacional, en relación por supuesto con la entrega, 
que respetara los derechos fundamentales de los solicitados ante la Corte Penal 
Internacional; lo cual no se ha hecho, no  obstante haberse incluido en el proyecto 
del nuevo código de procedimiento penal,  pero retirado posteriormente por el 
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Legislativo, quedando solamente lo regulado, en el libro V, capítulo II de la Ley 
906 de 2004 referente a la extradición. 
 
Por lo anterior, Colombia es el considerado como el único estado, donde el Fiscal 
General de la Nación  ha usurpado la función de los jueces de la republica de 
decretar órdenes de captura, incluyendo la que se emite con fines de extradición; 
ya que en cualquier estado del mundo, la función de emitir órdenes de captura con 




5.2 El Estatuto de Roma, establece un procedimiento de legalización a las 
órdenes de detención en el estado requerido. 
 
Como se ha venido manifestando a través de este trabajo, el estatuto de Roma en 
su artículo 59, estableció, frente a la detención provisional o de detención y 
entrega; tomar las medidas necesarias para la detención de conformidad con el 
derecho interno; además el numeral segundo del citado artículo, señalo: 
“El detenido será llevado sin demora ante la autoridad judicial competente del 
Estado de detención, que determinara si, de conformidad con el derecho de ese 
estado. a) La orden le es aplicable; b) la detención se llevo a cabo conforme a 
derecho; y c) se han respetado los derechos del detenido”. (Negrillas no 
pertenecen al texto). 
 
En el Estatuto de Roma se estableció, de manera clara y contundente, que el 
detenido debería ser llevado ante una “autoridad judicial competente”, y además 
en los literales b y c  del numeral 2 del artículo 59 del citado estatuto, se le exigió 
al estado requerido, establecer si la detención se hizo conforme a derecho y si se 
han respetado los derechos del detenido; así mismo, frente a las disposiciones 
que adopta la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional; se 
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estableció en el literal b) del artículo 56 del presente estatuto, una garantía 
especial para la defensa del detenido que es objeto de entrega ante la Corte 
Penal, cuando señala: 
 “la sala, a petición del fiscal, podrá adoptar las medidas que sean necesarias para 
velar por la eficiencia e integridad de las actuaciones y, en particular para proteger 
los derechos de la defensa”; así mismo el numeral segundo del citado artículo 
cuando en el literal d, “autoriza al abogado defensor del detenido o de quien haya 
comparecido ante la corte, en virtud de una citación a que participe o, en caso de 
que aun no se haya producido esa detención o comparecencia o no se haya 
designado abogado, a nombrar otro para que comparezca y represente los 
intereses de la defensa”. 
 
Además, el Estatuto de Roma, en su artículo 88, exige a los Estados Parte, que 
regulen en sus derechos internos, un procedimiento aplicable a todas las formas 
de cooperación judicial, en los siguientes términos: “los estados parte se 
aseguraran de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a 
todas las formas de cooperación especificadas en la presente parte”.  
 
en suma, el Estatuto de Roma, señala un procedimiento sobre los mecanismos de 
cooperación, como la entrega, que debe ser acatado y estar regulado en el 
derecho interno de cada estado parte; el cual no ha sido cumplido por Colombia, 
pero además el Estatuto de Roma, exige que el detenido sea presentado ante una 
autoridad judicial competente, con lo cual se garantiza el respeto de los derechos 
fundamentales del detenido; en otras palabras, esa autoridad competente debería 
estar en cabeza de un juez con función de control de garantías, y no que quede a 
disposición del Fiscal General, por lo que se hace imperativo, a través de un 
proyecto de ley, establecer la necesidad de un control de legalidad a las capturas 





5.3 En las legislaciones latinoamericanas; si se da la legalización de las 
capturas con fines de extradición – Perú 
 
El jurista Peruano, Manuel Álvarez Chauca50, en la presentación de su tesis sobre 
extradición, afirma en su obra: “El texto tiene como base la normatividad en 
materia de extradición, concretamente los tratados de extradición bilaterales o 
multilaterales, particulares o específicos suscritos y vigentes para la republica del 
Perú y las normas nacionales sobre el particular, como ocurre esencialmente con 
el libro Séptimo “la cooperación judicial internacional” (puesto en vigencia para 
toda la republica del Perú desde el 01 de febrero de 2006), Código Procesal Penal 
(Decreto Legislativo No. 957) y el Decreto Supremo No. 016-2006-JUS “Normas 
referidas al comportamiento judicial y gubernamental en materia de extradiciones y 
traslado de condenados”. 
 
De igual manera en su texto el autor51, dentro de las modalidades de extradición, 
señala que se reconocen esencialmente dos modalidades, la extradición activa y 
la extradición pasiva, en razón a su intervención en el procedimiento de 
extradición, pero concluye que no se trata de dos especies diferentes, sino más 
bien de un solo procedimiento de extradición; que se inicia en el Estado solicitante 
y culmina en el Estado requerido.  
 
La extradición activa entendida por la doctrina peruana, como el procedimiento 
que se inicia en el Estado en que se encuentra procesado el sujeto o se encuentra 
pendiente al cumplimiento de una pena, se materializara a través de una solicitud 
formal de entrega, para el  juzgamiento o ejecución de una condena impuesta; 
procedimiento que se encuentra reglado en la norma interna del Perú, artículos 
525 y 526 del CPP, al igual que los artículos 6 al 12 del DS No. 016-2006-JUS52. 
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De otra parte la extradición pasiva, es entendida como el procedimiento que 
realiza el estado requerido con el propósito de evaluar la legalidad de la solicitud 
formulada y la decisión posterior, en caso de ser afirmativa, se hará la entrega del 
solicitado ante la autoridad  del estado requirente. Ahora bien, cuando es el estado 
del Perú el requerido, la petición formal será tramitada conforme a las normas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal Peruano.  
 
El procedimiento de extradición prescrito en la legislación peruana, parte de dos 
fases: Una que ellos han denominado como etapa judicial y la otra como etapa 
gubernativa o administrativa53. 
 
La etapa Judicial, está compuesta por los siguiente actos: i) Ubicación del 
procesado, ii) orden de ubicación y/o detención, iii) detención preventiva o 
provisoria, iv) resolución de requerimiento de extradición v) elevación (sic) del 
cuaderno de extradición a la sala plena de la Corte Suprema de Justicia vi) 
traslado de las actuaciones y señalamiento de la fecha de audiencia vii) audiencia 
pública de extradición, viii) emisión de la resolución consultiva. 
 
 La etapa Gubernativa, emitida por la sala plena de la Corte Suprema de Justicia,  
una vez vencido el plazo de notificación de tres días, el expediente de la 
extradición es enviado al Ministerio de Justicia, con conocimiento de la Fiscalía de 
la Nación, para que emita la resolución consultiva; si esta es favorable se enviara 
al gobierno, quien acata o no la decisión emitida por la autoridad judicial.  
 
Ahora bien, en aras de ilustrar el procedimiento relacionado con el tema de 
investigación; se hará brevemente referencia a lo que tiene que ver con la 
ubicación del procesado y la orden de captura, establecido en la normatividad 
penal peruana. 
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Según el autor54, “el primer presupuesto para la iniciación de un procedimiento de 
extradición es la ubicación del procesado o condenado, quien se halla en otro 
estado”; para lo cual se apoya en las autoridades migratorias en el país, a fin de  
establecer inicialmente la salida del mismo, al igual que la orden de ubicación 
emitida por una autoridad judicial, disponiendo la ubicación y/o detención del 
sujeto a nivel internacional a través de la INTERPOL, y posteriormente se hace la 
solicitud al país donde se encuentre el requerido para iniciar el trámite de 
extradición a través de la vía diplomática. En Colombia es algo similar con la 
extradición activa u ofrecimiento como se nombra en la Código de Procedimiento 
Penal colombiano. 
 
Sin embargo en lo que respecta al procedimiento de la extradición pasiva, existen 
una serie de actos, no solo en el estado requirente; sino además en el requerido, 
que bien vale la pena señalar, pues se considera que esta es la etapa más 
compleja del procedimiento, pero sin lugar a dudas será muy beneficiosa para 
establecer,  al término de esta investigación, la necesidad de implementar en la 
legislación de Colombia, un sistema judicial, como el Peruano,  que garantice los 
derechos fundamentales de los que son requeridos, tanto en extradición como 
entrega.  
 
Al igual que la extradición activa, la extradición pasiva en el Perú, cuenta con dos 
fases: Una fase gubernativa o administrativa y otra judicial55; por cuestión de 
conveniencia frente al objeto de la investigación, se hará referencia muy breve 
frente a la etapa gubernativa, para concentrar todo el esfuerzo analítico en la 
etapa judicial, donde se considera que existe, en la legislación peruana,  un   
procedimiento de control de legalidad a las capturas  con fines de extradición,  que 
garantiza los derechos del extraditurus.  
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Etapa Judicial  
 
El trámite de la solicitud de extradición será asumido por la autoridad judicial 
competente, en esta etapa se deberá verificar el cumplimiento de los requisitos de 
los tratados bilaterales o multilaterales o cumplir con las normas nacionales de ese 
país vecino, en el marco de la cooperación judicial internacional y el respeto por 
los derechos del solicitado. 
 
En el procedimiento establecido en el numeral 1 del artículo 521 del Código de 
Procedimiento Penal Peruano56, señala:”recibida por la fiscalía de la Nación el 
pedido de extradición, el juez de la investigación Preparatoria, dictara mandato de 
detención con fines de extradición contra la persona requerida, si es que no se 
encontrare detenida en merito a una solicitud de arresto provisorio”. 
 
Posteriormente la autoridad judicial competente deberá realizar un examen de la 
solicitud y revisar los elementos que se acompañan con el propósito de verificar si 
la petición es respetuosa de las clausulas establecidas en los tratados o la ley 
interna, para el caso que no exista tratado. Si cumple con los requisitos señalados 
se emite “resolución admisoria de la solicitud de extradición” y a su vez emite 
motivadamente “la orden de detención” preventiva del requerido. 
 
En caso que se advierta en la revisión, por la autoridad judicial competente, la falta 
de algún elemento sustancial en la solicitud de entrega o en la documentación, la 
Fiscalía de la Nación, a petición de la autoridad judicial y en coordinación con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Justicia, solicitara al estado 
requirente que subsane en un término determinado, según lo estipulado en los 
tratados. Producida la detención del solicitado será conducido, inmediatamente, 
ante la autoridad judicial competente a cargo de la tramitación de la petición de 
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entrega. Es menester precisar que desde el momento de la detención del 
requerido, éste tiene derecho a solicitar que se comunique tal acontecimiento a 
la autoridad consular del estado del cual es nacional, el cónsul de su país no 
solo puede visitarlo, sino que además le informa sus derechos y en algunos casos 
le ayuda a organizar la defensa. 
 
Una vez puesto a disposición de la autoridad judicial competente, se informara al 
detenido del requerimiento de extradición formulado, el hecho que se le imputa, 
los elementos probatorios que coadyuvan a la solicitud de extradición, esto es, los 
motivos de su detención y se le informará que puede ejercer la defensa técnica a 
través de abogado particular o de oficio. Luego se le toma declaración al 
detenido con la presencia del Ministerio Publico y su abogado defensor, el 
declarante puede reservar su respuesta para la Audiencia de Control de la 
Extradición, y en caso que hable otro idioma se le nombrara traductor. Posterior a 






A partir de la declaración del detenido, dentro de los 15 días siguientes, mediante 
acto se  citara al reclamado, su defensor, el representante del Ministerio Publico, 
representante que designe de la Embajada y el abogado nombrado para el efecto 
en representación del estado requirente. La autoridad judicial dará inicio a la 
audiencia con la precisión de las clausulas de extradición establecidas en el 
tratado, elementos probatorios y demás documentos que acompañan la solicitud.  
Luego el declarante, si lo considera conveniente, testificara respecto al contenido 
de la solicitud. Terminada la audiencia, por intermedio de la presidencia de la 
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Corte Superior de Justicia; será remitido el expediente, a la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, para continuar con el trámite. 
 
Audiencia de Extradición ante la  sala penal de la Corte Suprema de Justicia.58 
 
Una vez allegado el expediente a la sala penal de la Corte Suprema de Justicia, se 
le corre traslado a la Fiscalía de la Nación y a los demás intervinientes, señalando 
fecha y hora para la audiencia. Terminada la audiencia luego de las intervenciones 
de las partes con la presencia del requerido, luego de un término de cinco días se 
emite la Resolución Consultiva,  negando o concediendo la extradición. 
 
Una vez concedida la extradición, mediante Resolución Suprema (emitida por el 
Gobierno Peruano), expedida con el acuerdo del Consejo de Ministros y publicada 
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6.1 Control de legalidad a las capturas con fines de extradición y entrega.  
 
 
Como resultado de la investigación se estableció, que al no existir, en la 
legislación penal colombiana, un mecanismo de control de legalidad a las capturas 
con fines de extradición y entrega; que garantice los derechos fundamentales de 
los requeridos,  se hace necesario implementarlo; para lo cual es oportuno tomar  
en consideración los mecanismo de control de legalidad que existen en el derecho 
latinoamericano peruano, donde como se reviso cuenta con un procedimiento 
mixto, al igual que nuestro país, pero con un trámite judicial reglado y bien definido 
en su ordenamiento jurídico, que garantiza el debido proceso de quienes son 
objeto de extradición, respetando lo establecido en los tratados y convenios 
establecidos por cada país, pero al mismo tiempo, respetando el derecho interno 
de ese país suramericano. 
 
 Como se pudo apreciar en el trámite de extradición establecido en la republica del 
Perú, existe un procedimiento reglado, que tiene similitudes con nuestro país en lo 
que respecta a las autoridades que intervienen en el proceso, como el Ministerio 
de Relaciones Exteriores del Perú, la Fiscalía de la Nación, la Sala Penal de la 
Corte Superior de Justicia, el Ministerio Publico, al igual que la Interpol59; pero 
adicionalmente es interesante referenciar otras autoridades que participan del 
proceso de extradición en el Perú, como el Embajador  o Cónsul del país 
requirente, quienes tienen facultades incluso de participar en las audiencias de 
legalización de las capturas del solicitado, lo cual demuestra, que en el 
procedimiento de extradición Peruano, se respetan los tratados y los derechos 
fundamentales de los extraditados, establecidos en el derecho interno de ese país. 
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De igual manera se pudo establecer,  que en el Perú, al igual que Colombia, se 
surte un procedimiento “mixto”, compuesto de un trámite Administrativo o 
Gubernativo como se denomina en ese país Suramericano,  y un procedimiento 
Judicial, adelantado por autoridades judiciales competentes, en cabeza de la Corte 
Superior de Justicia (Tribunales Superiores de Distrito Judicial en Colombia); como 
juez colegiado (sala penal), donde se desarrolla la investigación preparatoria de la 
extradición; con una segunda instancia por parte de la Sala Penal del Corte 
Suprema de Justicia del Perú, donde se realiza la audiencia de extradición y la 
decisión de extradición se da a través de una resolución denominada “consultiva” 
(resolución judicial) que concede o niega la extradición; y posteriormente se surte  
el procedimiento gubernativo o administrativo para la entrega de la persona ante el 
estado requerido. 
 
No obstante lo anterior, es importante resaltar que el trabajo presentado no 
pretende copiar o  adoptar este modelo de extradición suramericano, solamente se 
estudio con el fin de demostrar que la judicialización a las ordenes de captura con 
fines de extradición es una realidad que se aplica en otros ordenamientos jurídicos 
regionales como Perú y que además se concibe en esa legislación suramericana 
un procedimiento judicial reglado, que se podría tomar como modelo para nuestro 
ordenamiento jurídico colombiano en relación con el trámite de extradición. 
 
En este orden de ideas, tenemos que ser conscientes, que no es fácil cambiar un 
ordenamiento jurídico sin haber hecho un estudio serio sobre las implicaciones 
jurídicas y sociales que esto tendría para el país en lo que respecta al tema de 
extradición y entrega en Colombia, sin embargo tenemos que tratar de tomar 
conciencia que cualquier mecanismo de cooperación judicial internacional no 
puede violar derechos fundamentales ni ir en contra de la constitución política de 
nuestro país. Por lo tanto debemos al menos en principio, adecuar las normas que 
tenemos en materia de extradición para garantizar los derechos fundamentales de 
los extraditados. Para entender la propuesta del trabajo de investigación, es 
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necesario ubicar la figura de la extradición en el contexto legal establecido en el 
Código de Procedimiento Penal Colombiano - Ley 906 de 2004.  
En el Libro V, capítulo II, artículos 490 a 517 de la Ley 906 de 2004, se encuentra  
relacionado todo lo referente a la “extradición”, tanto el trámite administrativo como 
judicial de este mecanismo de cooperación internacional y además el 
procedimiento que se surte ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y 
demás autoridades administrativas y judiciales que intervienen en dicho 
procedimiento,  sin dejar de mencionar, por su importancia, el ejecutivo quien tiene 
la facultad de solicitar, conceder u ofrecer la extradición de acuerdo a los tratados 
públicos y en su defecto con la ley interna de nuestra nación.  
 
A continuación se presenta, con carácter ilustrativo, un diagrama donde se aprecia 




















Figura No. 1: Contiene el procedimiento mixto administrativo y judicial, que en la 
actualidad se presenta en Colombia en el marco de la Ley 906 de 2004. 
 
 
Fuente: El autor de la tesis.  
 
Nótese, en el diagrama de la figura No. 1,  como, en lo que respecta al 
procedimiento judicial de la extradición,  el Fiscal General de la Nación, emite una 
orden de captura con fines de extradición, con fundamento en lo prescrito en el 
artículo 509 de la Ley 906 de 2004, es decir, tan pronto tiene conocimiento de la 
solicitud formal de extradición o “antes”, por solicitud del estado requirente 
mediante nota verbal; quedando el detenido a disposición del Fiscal y a la espera 
que se emita el concepto por parte de la Corte Suprema de Justicia, sin ningún 
tipo de legalización a la orden de captura emitida por el Ente investigador. 
 
De otra parte cumpliendo con lo prescrito en el artículo 500, 501 y 502 del Código 
de Procedimiento Penal (ley 906/04), la Corte Suprema de Justicia, realiza una 
101 
 
revisión formal de los documentos y las escasas pruebas que acompañan la 
solicitud de extradición y con fundamento en lo anterior emite un concepto 
negativo o favorable a la extradición, remitiendo el expediente al Ejecutivo, quien 
finalmente es quien decide de manera facultativa si extradita o no a una personal, 
cuando haya obtenido el concepto previo y favorable de la Corte Suprema de 
Justicia.  
 
6.2 Resultado del trabajo de investigación 
 
La propuesta que se presenta  en este trabajo de investigación, es un modelo de 
mecanismo de cooperación internacional, que se puede aplicar, tanto a la 
extradición pasiva o activa, ante un estado requirente, cuando es solicitada, 
concedida u ofrecida de acuerdo a los tratados públicos y en su defecto a la Ley 
de nuestro país, a todas aquellas personas que han cometido un delito en el 
exterior y que los hechos no hayan sido cometidos con anterioridad al 17 de 
diciembre de 1997; al igual que para la entrega ante la Corte Penal Internacional; 
pero con la aplicación de un procedimiento judicial, que respete los derechos 
fundamentales de los extraditados, al debido proceso y la defensa, en 
cumplimiento a la constitución y la ley, en especial cuando no exista un tratado 
vigente bilateral con el país requirente. 
 
Para lo cual se propone una audiencia de legalización de la captura con fines de 
extradición y entrega, que debe adelantarse ante un juez con función de control de 
garantías, se sugiere que sea un magistrado del Tribunal de Distrito Judicial 
Superior de Bogotá, con una primera instancia ante el Tribunal Superior de 
Bogotá, donde se adelante un verdadero debate probatorio y se dé una revisión 
material de los documentos y medios probatorios que acompañan la solicitud de 
extradición; que además garantice la segunda instancia ante la Corte Suprema de 
Justicia, con garantía de los derechos fundamentales de los extraditados.  
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Lo anterior y como quedo establecido en la investigación, debido al deficiente 
análisis probatorio ejercido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, aunado a los intereses que al momento de conceder la extradición sean 
necesarios para obtener beneficios para el país, en especial con los Estados 
Unidos de América, como el estado  que mas nacionales ha solicitado la   
extradición de Colombianos , en cumplimiento a una política antidrogas, 
auspiciada y financiada por ellos,  que hace que se violen los derechos de los 
nacionales y se  cometan errores que perjudican la eficacia de este mecanismo de 
cooperación judicial; como lo ocurrido en el caso del ciudadano Nelson Vargas 
Rueda, a quien hemos referenciado en esta investigación, quien fuera extraditado 
a los Estados Unidos el 27 de mayo de 2003 y después de permanecer por más 
de 13 meses en esa nación, fue regresado al país, al no encontrasen meritos 
probatorios suficientes para acusarlo, debido a que, aparentemente la persona 
extraditada había sido confundida con el verdadero criminal de nombre Gildardo 
González, alias “el marrano”. 
Por lo anterior es urgente que el Congreso de la Republica de Colombia, presente 
un proyecto de ley por medio del cual se reglamente la “extradición” y la “entrega” 
de conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Constitución Política de 
Colombia (modificado por el Acto Legislativo No. 01 de 1997); que en su inciso 
primero establece: “la extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo 
con los tratados públicos y, en su defecto, por la ley”. Ley que aun no se ha 
proferido. 
Que como quedo escrito, en el artículo 88 del Estatuto de Roma, frente a la 
“entrega” ante la Corte Penal Internacional,  los Estados Partes se aseguraran que 
en el derecho interno existan procedimientos aplicables; que frente al 
procedimiento de detención establecido en el artículo 57 del citado estatuto, 
además resalta en su numeral segundo, la obligación, por parte del estado de 
detención, de trasladar sin demora al retenido ante una autoridad judicial 
competente, para garantizar si la captura se llevo conforme a derecho y si se 
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respetaron los derechos fundamentales del requerido; que igualmente se hace 
necesario presentar un modelo de cooperación internacional que garantice un 
mecanismo de control de legalidad a las captura con fines de extradición y 
entrega. A continuación se presenta un diagrama (figura No. 2), de lo que podría 
ser el trámite de extradición en Colombia, con todas las garantías al debido 
proceso y defensa del extraditurus.  
 
 
Figura No. 2: Contiene el procedimiento judicial  propuesto, dentro del marco 




Fuente: El autor de la tesis  
 
Como se puede apreciar en el diagrama, el procedimiento administrativo queda 
igual a como está prescrito en la Ley 906 de 2004, articulo 495, la cual se iniciara 
con una solicitud hecha por el  estado requirente, ya sea  por la vía diplomática, a 
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través de Cónsul o de Gobierno a Gobierno;  pero existen variables en lo que 
respecta a las ordenes de captura que con fines de extradición decreta el Fiscal 
General de la Nación. Una variable importante a lo establecido en la Ley 906 de 
2004, es que tan pronto el Fiscal general conozca la solicitud formal de extradición 
o antes se lo solicita el Estado requirente a través de nota verbal, en ambos casos, 
se sugiere en la propuesta de la investigación, adelantarse una audiencia de  
legalización de la captura,  ante un juez con función de control de garantías, que 
bien podría ser un magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, 
sala Penal, que garantice los derechos fundamentales de los extraditados frente a 
los posibles abusos que podría ser sometidos al momento de la captura por parte 
de los organismos de seguridad del estado.  
 
Otra de las variables presentadas en esta investigación, tiene que ver con el 
procedimiento judicial que deberá adelantarse al momento de revisar la 
documentación y las pruebas que hayan sido aportadas por el estado requirente, 
la cual deberá adelantarse en una primera instancia ante el Tribunal Superior de 
Distrito Judicial donde se garantice el debido proceso y la defensa de los 
extraditados, con la posibilidad de una segunda instancia ante la sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia, que revisara la actuación del Tribunal Superior de 
Bogotá y emitirá el concepto correspondiente, para que se continúe con el trámite 
de extradición ante el Ejecutivo, con lo cual queda garantizado el debido proceso 
de los requeridos en extradición. 
 
Lo anterior se podrá realizar, ya sea reglamentando los artículos relacionados de 
la Ley 906 de 2004, esto es lo referente a las ordenes de captura que emite el 
fiscal general de la nación con fines de extradición, articulo 509, o los artículos 501 
y ss de la norma ibídem, respecto del procedimiento judicial adelantado por la 
Corte Suprema de Justicia;  o a través de un proyecto de ley que reglamente todo 
lo relacionado con la extradición y entrega, donde se incluyan estas propuestas, 
una vez  estudiadas y discutidas en el Congreso de la Republica; o también a 
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través de nuevos tratados o convenios de extradición, bilaterales o multilaterales 
como también regionales, que determinen un procedimiento frente a la extradición 
dentro de los principios de colaboración entre estados, pero siempre respetando 
los derechos fundamentales de los extraditados.  
 
Obviamente este trabajo no pretende cambiar un  mecanismo de cooperación, 
como la “extradición” que ha sido efectivo en la lucha contra el narcotráfico y todo 
caso contra la delincuencia organizada y los delitos transnacionales o los de lesa 
humanidad para el caso de la entrega, sino mas bien generar conciencia en las 
instituciones legalmente constituidas en el país,  la  comunidad jurídica, los 
extraditable y una población que muy poco se relaciona como las víctimas, por la  
necesidad de proteger los derechos fundamentales de nuestros nacionales, que 
por cualquier circunstancia se vean inmersos en un trámite tan complicado como  
la extradición en Colombia y así  evitar que se sigan cometiendo errores que como 
el caso del “marrano”, podrían poner en entredicho imagen y la efectividad de la 



















Las conclusiones que se presentan, pretenden mostrar los aspectos más 
relevantes de la investigación con los cuales se demuestra la hipótesis planteada, 
como un esfuerzo académico por la necesidad de establecer un  mecanismo de  
control de legalidad para las capturas que, con fines de extradición o entrega, 
emite el Fiscal General de la Nación; que garantice los derechos fundamentales 
de los extraditados. 
 
Así se llega a la solución teórica del problema planteado, la audiencia de control 
de legalidad a las capturas emitidas por el Fiscal General de la Nación, ante un 
juez con función de control de garantías en cabeza de un magistrado del  Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Bogotá, como respuesta a las falencias 
encontradas a los constantes abusos que se cometen por los organismos de 
seguridad al momento de realizar la captura y un procedimiento judicial ante el 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, donde en primera instancia se 
adelantara la revisión de los documentos y pruebas que se acompañan la solicitud 
de extradición; con una segunda instancia ante la  Corte Suprema de Justicia, 
donde se respete el debido proceso y los derechos fundamentales de las personas 
que son solicitadas en extradición. 
 
Del mismo modo, fue fundamental el estudio de la extradición en el contexto, no 
solo desde el punto de vista legal, sino además se tuvo en cuenta lo señalado en 
otras legislaciones internacionales, como la Peruana, con base en la doctrina y 
jurisprudencia de ese país suramericano,  que sirvieron como apoyo a la hipótesis 
planteada en la investigación, como también lo prescrito en el Estatuto de Roma 
respecto de la entrega y el procedimiento que debe adelantarse, en especial frente 
a las ordenes de detención que debe cumplir el estado parte, en el marco del 
derecho interno de nuestro país. 
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Del análisis hecho a la normatividad vigente frente a la extradición y entrega, no 
quedo plasmado un control de legalidad para las capturas que con fines de 
extradición y entrega emita el Fiscal General de la Nación, por lo que se 
demuestra la necesidad de una normatividad que regule de manera especial el 
trámite de extradición y entrega ante la Corte Penal Internacional en el contexto 
del Estatuto de Roma.. 
 
En este orden de ideas, las conclusiones finales de esta investigación, se harán 
tomando como base los aspectos fundamentales estudiados en los capítulos del 
presente trabajo, a fin de establecer la hipótesis planteada y la solución del 
problema presentado. De igual forma las conclusiones serán numeradas y 
subtituladas para facilitar la comprensión y lectura, sin que esto implique de algún 
modo, una secuencia determinada por algún factor o criterio.   
 
 
Ha quedado demostrado plenamente en este trabajo investigativo, que a pesar de 
que tanto la extradición como la entrega son mecanismos de cooperación 
internacional, son figuras que presentan diferencias;  tal y como se estableció al 
revisar el marco legal de este trabajo, donde se relacionaron las más relevantes 
por su importancia frente al objeto de la investigación, como la sentencia C- 578 
de 2002, que reviso la constitucionalidad de la ley que aprobó el Estatuto de 
Roma, donde se establecieron las diferencias fundamentales entre la extradición y 
la entrega, estableciéndose lo siguiente: “i) mientras que la extradición es un acto 
discrecional del ejecutivo, la entrega en siempre obligatoria, ii) en la extradición se 
requiere que la conducta cumpla con el principio de doble incriminación, en la 
entrega solo se requiera que la conducta este establecida en el estatuto de Roma, 
iii) la extradición es ante un estado requirente donde exista un tratado o convenio 
con nuestro país en la entrega es ante la Corte penal Internacional dentro del 




No obstante lo anterior, la investigación demuestra que tanto la extradición como 
la entrega son mecanismos de cooperación internacional, por cuanto cumplen con 
la misma finalidad, esto es con la entrega de la persona requerida, ya sea ante un 
estado requirente como en la extradición o ante la Corte Penal Internacional para 
el caso de la entrega. Ambas figuras se inician a través de una solicitud y se les 
debe adelantar una revisión interna, tanto de carácter administrativo como judicial. 
 
 
Queda así mismo establecido que la figura de la entrega no quedo reglamentada 
en la legislación penal colombiana, no obstante haber sido prescrito en el estatuto 
de Roma, en ese sentido el artículo 88 de ER60 establece la obligación a los 
estados partes de reglamentar en su reglamentación interna el procedimiento 
aplicable a este mecanismo de cooperación internacional, esto es a la entrega,  
señalando lo siguiente: “los estados parte se aseguraran de que en el derecho 
interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación 
especificadas en la presente parte”; quedando resaltado nuevamente en el inciso 
final del numeral primero del articulo 89; cuando prescribe: “los estados parte 
cumplirán las solicitudes de detención y entrega de conformidad con las 
disposiciones de la presente parte y el procedimiento establecido en su derecho 
interno”.  
 
Se reviso igualmente el marco legal de la extradición, donde se previó un 
procedimiento para la extradición, establecido en el capítulo II, libro V de la Ley 
906 de 2004, a partir del artículo 490 de dicha norma; mas sin embargo nada se 
dijo frente a la entrega ante la Corte Penal Internacional. En la legislación penal 
colombiana, a la fecha, no se ha expedido una ley que regule la entrega de 
manera específica, ni siquiera frente a la extradición, a pesar de haberse incluido 
inicialmente en el texto del proyecto del nuevo Código de Procedimiento Penal, 
cuando se implementó  el sistema penal acusatorio, pues dentro del procedimiento 
                                                             
60 Estatuto de Roma 
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existen falencias que afecta el debido proceso del extraditurus que genera la 
necesidad de un procedimiento que garantice los derechos a estas personas; en 
especial al momento de ser capturados.   
 
La investigación demostró también, la necesidad de implementar una audiencia de 
legalización a las órdenes de captura con fines de extradición, dentro del marco de 
la ley 906 de 2004, teniendo en cuenta la reforma hecha a la constitución política 
de Colombia; Acto Legislativo No.  03 de 2002, con el cual se reformó el artículo 
250 de la Constitución Política del 91, que le despojo al Fiscal General de la 
Nación, las facultades jurisdiccionales que poseía para decretar ordenes de 
captura, para otorgárselas al Juez en función de control de garantías, según lo 
prescrito en el inciso final del artículo 261 de la Ley 906 de 2004; para todos los 
casos de captura, incluyendo las que se emitan con fines de extradición. 
 
Con las facultades otorgadas al Fiscal General de la Nación,  para emitir órdenes 
de captura con fines de extradición, viola derechos fundamentales de los 
extraditados, como el debido proceso y el derecho a la defensa, al no preverse un  
control de legalidad a dichas capturas, por lo que se violan, reiterada y 
sistemáticamente, los derechos fundamentales de las personas solicitadas en 
extradición, no solo al momento de su captura, por los abusos que se pueden 
cometer por los agentes estatales encargados de ejecutar dichas ordenes de 
captura, como violación a la intimidad, residencia, incluso lesiones a la integridad 
de los requeridos en extradición, incluyendo sus familias. De igual forma 
solicitados en extradición; al igual que  permanecer por periodos extremadamente 
largos en las cárceles colombianas, sin considerar el problema carcelario que 
actualmente existe en el país, a la espera de un procedimiento administrativo que 
en nada garantiza sus derechos fundamentales, pues ni siquiera tiene la 
oportunidad de que su captura sea legalizada, quedando ello al arbitrio de los 
                                                             




organismos de seguridad que solo se limitan a hacer efectiva la misma, sin ser 
objeto de ningún control de legalidad, lo que se traduce en abusos de autoridad. 
 
Para el caso de la  entrega, se demostró en la investigación, que al no existir 
reglamentación sobre esta figura de cooperación internacional, se deja al arbitrio 
de las autoridades administrativas y judiciales aplicar el procedimiento establecido 
para la extradición; no obstante las advertencias consignadas en el estatuto de 
Roma, articulo 88, donde se solicita a los estados partes, la reglamentación en sus 
legislaciones internas, de un procedimiento aplicable a los mecanismo de 
cooperación internacional, refiriéndose como es obvio a la entrega. 
 
Otra de las conclusiones que se ha establecido en esta investigación, es que al 
revisar la jurisprudencia nacional, frente a la no aplicación de un control de 
legalidad a las capturas con fines de extradición, la Corte Suprema de Justicia
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 ha 
venido sosteniendo que la orden de captura con fines de extradición hace parte de 
un procedimiento administrativo, destinado a poner a disposición del estado 
requirente a una persona para que se adelante un proceso penal en su territorio, 
respetando la jurisdicción y soberanía del solicitante; y que por lo tanto, el Estado 
requerido no podrá llevar a cabo control  de legalidad sobre la orden de captura 
con fines de extradición, por cuanto tal comportamiento podría ser entendido como 
un acto de desconocimiento de las atribuciones propias de la soberanía del Estado 
requirente, con las consecuencias que el derecho internacional prevé para esta 
clase de actitud. 
 
Pues como se pudo establecer, son muchos los errores que se han cometido con 
los nacionales que han sido extraditados a otros países, especialmente a los 
Estados Unidos de América, por cuanto no basta con la revisión formal que 
adelanta la Corte Suprema de Justicia, ya que se han dado casos de personas, 
                                                             
62 Corte Suprema de Justicia, Auto 233 de fecha 08 de julio de 2009, MP. doctor Jorge Iván Palacio P 
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como el ocurrido con el ciudadano Nelson Vargas Rueda, quien fue capturado y 
enviado en extradición a los Estados Unidos y después de haber transcurrido más 
de un año en prisión en ese país, fue regresado por falta de merito probatorio; 
pues ni siquiera coincidía con el alias de él marrano, ya que dicho remoquete le 
correspondía al señor Gildardo González por otra persona, generándole una 
cuantiosa indemnización al Inpec63. 
 
La investigación también mostró, que el rol que ejerce la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, al revisar la documentación que se acompaña con la 
solicitud de extradición por parte de un estado requirente, es muy superficial, pues 
solo se limita a establecer la valides formal de la documentación que se relaciona 
en el artículo 495 de la Ley 906 de 2004, esto es, una revisión meramente formal, 
ya que desde el punto de vista jurídico, pues solamente se limita a estudiar si la 
conducta fue cometida en el exterior o en nuestro territorio nacional de manera 
total o parcial, la doble incriminación de la conducta, verificar que los hechos no 
hayan ocurrido con anterioridad al 17 de diciembre de 1997 y que no se trate de 
delitos políticos, sin entrar a evaluar otros aspectos fundamentales que tienen que 
ver con el procedimiento de captura como la traducción del indictment64 pues no 
se cumple con lo prescrito en el artículo 251 del Código General del Proceso, esto 
es, que dicha traducción sea hecha por el Ministerio de Relaciones Exteriores, un 
intérprete oficial o por un traductor designado por el juez; por cuento dichas 
traducciones ya vienen realizadas por parte del estado requirente, tal y como 
sucede  con los Estados Unidos de América, con lo cual la honorable Corte 
Suprema de Justicia emite su concepto.  
 
Otro aspecto que vale la pena señalar, son las pruebas con las que se fundamenta 
el concepto emitido por la Corte Suprema de Justicia de Colombia al extraditar a 
una persona, pues el mismo no se funda en pruebas, como debería ser, sino que 
                                                             
63 INPEC,  Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
64 Indictment. Acusación: Diccionario WEBSTER`S POCKET, Grupo editorial Tomo, S.A. de C. V. México, 2006 
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obedece a la voluntad política del gobierno de turno, como bien lo expreso el 
profesor Camargo Pedro65 en su obra sobre la extradición, al señalar: “la Corte 
persistentemente ha sostenido que de conformidad con el artículo 502 del código 
de procedimiento penal, el concepto que de ella demanda el gobierno nacional y 
referido a la viabilidad de conceder la extradición de quien es requerido para 
comparecer ante las autoridades extranjeras, se halla delimitado a la verificación 
de la validez formal de la documentación” 
 
Dentro de las recomendaciones que se hacen en este trabajo, se sugiere la 
presentación de un proyecto de ley, donde se establezca un procedimiento judicial  
que garantice el debido proceso y la defensa, como el establecimiento de una 
audiencia de legalización a las capturas, que con fines de extradición y entrega 
decrete el Fiscal general de la nación. 
 
Finalmente se recomienda hacer una revisión total de todos los tratados y 
convenios vigentes que sobre extradición fueron aprobado por Colombia, como 
quiera que la mayoría de los mismos fueron celebrados hace más de un siglo, por 
lo que ya están obsoletos y no se cumplen, incluyendo el tratado bilateral con los 
Estados Unidos, que sin estar vigente, es el país que más solicitudes de 








                                                             
65 CAMARGO, Pedro, la extradición, Editorial LEYER, 2007 
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7. ADDENDA COMPLEMENTARIA 
 
7.1 PANORAMA SOCIOLOGICO DE LA EXTRADICION. 
7.1.1 ¿Que está pasando con la extradición en Colombia? 
 Luego de haber estudiado la extradición desde el punto de vista, legal, y su 
desarrollo a través de la historia, es menester analizar este mecanismo de 
cooperación internacional desde otro punto de vista como el sociológico, como 
quiera que su aplicación en Colombia ha generado toda una serie de hechos que 
han afectado el entorno jurídico, político, económico y social de nuestro país; en 
especial la cantidad de víctimas que ha dejado la cruenta guerra que se desato 
por parte de los grupos dedicados al narcotráfico y el terrorismo con fin de evitar 
ser extraditados a otro estado, en especial los Estados Unidos de América. 
Pero la pregunta que se formula, frente a lo que está pasando con la extradición 
en Colombia, genera toda una serie de factores que se deben analizar, 
independientemente del objetivo de este trabajo de investigación, es decir, aparte 
de valorar si el procedimiento de extradición cumple o no con el debido proceso y 
la defensa de los extraditados, situación que quedo demostrada en la tesis al 
establecer la necesidad de implementar un control de legalidad a las ordenes de 
captura que con fines de extradición emite el Fiscal General de la Nación y el 
establecimiento de un procedimiento judicial que garantice un verdadero debate 
probatorio y una revisión mas material que formal de la documentación y las pocas 
pruebas con las que se acompañan las solicitudes de extradición. 
Un primer factor, tiene que ver con el hecho de que la extradición en Colombia 
solo se ha venido utilizando para contrarrestar el tráfico de estupefacientes hacia 
los estados Unidos de América, que a pesar de que el Tratado Bilateral que existe 
con esa nación  desde 1979, aunque esté vigente, no puede ser aplicado en 
Colombia  en virtud de la declaratoria de inexequibidad de sus leyes aprobatorias 
(Ley 27 de 1980 y Ley 68 de 1986), por parte de la Corte Suprema de Justicia, 
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pero que en virtud de Acto Legislativo 01 de 1997 que modifico el artículo 35 de la 
Constitución Política de 1991, permitiendo la extradición de nacionales, en el 
evento en que no exista tratado vigente se haga con fundamento en la 
normatividad interna de nuestro país, donde como se ha demostrado sin ningún 
debate probatorio y por mera conveniencia política se extraditan los nacionales a 
ese país.  
Como consecuencia de lo anterior, las personas que son objeto de extradición, 
prefieren finalmente se extraditados con la esperanza de logar unos beneficios 
que les permitan la reducción de la pena a cambio de delaciones que permitan a la 
justicia norteamericana seguir pidiendo en extradición a los “delatados” y asi 
continuar con el ciclo macabro de delaciones, donde solo quedan involucrados los 
colombianos, ya que como no se cumple con el principio de reciprocidad nunca  se 
podrá solicitar en extradición a un ciudadano Estadounidense por los mismos  
hechos. Esto conlleva a que lamentablemente los requeridos por los estados 
unidos por delitos de narcotráfico, soliciten la extradición simplificada, para evitar 
un procedimiento judicial engorroso e inoperante que no permite una defensa 
adecuada pues las pruebas solicitadas siempre le serán negadas, por la Corte 
Suprema de Justicia, bajo la premisa que por tratarse de un procedimiento 
administrativo, el debate probatorio deberá darse en el estado requirente y no en 
la esa Corporación, permaneciendo en consecuencia largas y penosas  
temporadas en los centros de reclusión de nuestro país, poniendo en riesgo su 
vida y la de sus familias, por los problemas de hacinamiento y violencia que se 
viven en esos centros carcelarios con la violación frecuente de los derechos 
humanos de esta población.  
Un segundo factor, tiene que ver, con los diálogos de paz que estos momentos se 
están adelantando en la Habana Cuba, donde los integrantes del grupo 
negociador de las FARC, en su mayoría podrían ser solicitados en extradición por 
los Estados Unidos de América,  por actividades relacionadas con el narcotráfico, 
por lo que se podría repetir lo sucedido con el proceso de paz con los 
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Paramilitares, durante el Gobierno del Doctor Álvaro Uribe Vélez, donde todos en 
su gran mayoría terminaron extraditados a los Estados Unidos por tráfico de 
estupefacientes;  o que pasaría entonces con la figura de la extradición, en el 
evento que se aprobara una Asamblea Nacional Constituyente, la verdad este 
mecanismo de cooperación internacional merece una revisión profunda, ya sea 
para reglamentar su aplicación o buscar un mecanismo alternativo que sea 
efectivo y que no viole los derechos fundamentales de los extraditados 
 Un tercer factor tiene que ver con los tratados bilaterales y multilaterales que 
sobre extradición ha suscrito y aprobado Colombia, por cuanto los mismos se 
encuentran obsoletos, ya que fueron aprobados hace más de un siglo y no han 
sido actualizados, ya sean por medio de convenios suplementarios o nuevos 
tratados; como por ejemplo el tratado celebrado entre Colombia y la Gran Bretaña, 
firmado en Bogotá el 27 de octubre de 1888, aprobado mediante la Ley 148 del 
mismo año y con canje de ratificación del 13 de agosto de 1889, donde se  
aprecian conductas que ya han sido derogadas en nuestro ordenamiento penal, 
como: El ayuntamiento carnal ilegitimo, ultraje al pudor, rapto, bigamia, por 
mencionar algunas. Lo cual significa la imposibilidad de aplicar la figura de la 
extradición por delitos como los enunciados.  
Por razones como estas es que se hace necesario reflexionar acerca de si la 
figura de la extradición está cumpliendo o no con la finalidad con la que fue 
creada, si esta acatando los requisitos establecidos en los tratados y convenios 
ratificados por Colombia y en especial si su procedimiento está acorde con el 
derecho interno de nuestro país, y lo más importante, si se está garantizando los 
derechos fundamentales a los extraditados, no solo al momento de la captura, sino 
además durante todo el procedimiento, tanto administrativo como judicial, respecto 




De otra parte, frente al procedimiento de extradición se viene presentando 
sistemática y reiteradamente violaciones al debido proceso y la defensa de los 
extraditados, al momento de desarrollar el debate probatorio, rechazando en 
limine las pruebas solicitas por la defensa;  como lo ocurrido en la extradición del 
ciudadano Diego Alfonso Navarrete Beltrán66, cuando la defensa quiso demostrar 
que los hechos por los cuales se solicita la  extradición del citado ciudadano, 
habían ocurrido en Colombia y no en estados Unidos de América, país requirente, 
a lo cual la Corte Suprema de Justicia en el Auto de fecha 04 de diciembre de 
2013, manifiesta dentro de sus consideraciones para denegar las pruebas lo 
siguiente: “5. Finalmente, respecto de la afirmación según la cual los hechos 
constitutivos del pedido de extradición por el Gobierno de los Estados Unidos de 
América, tuvieron ocurrencia exclusivamente en nuestro país, no es esta la 
oportunidad, desde luego, para que la Sala se ocupe” (negrillas no pertenecen 
al texto). 
No obstante lo anterior, sigue siendo la extradición un mecanismo polémico por 
cuanto el sistema judicial colombiano es lento e ineficaz, lo que significa que aun 
cumpliendo con las garantías constitucionales del debido proceso y se garantice 
un control de legalidad a las capturas con fines de extradición, como se propone 
en este trabajo, seria ineficaz si no hay una verdadera política criminal de estado 
que evite la violación de derechos fundamentales a las personas pedidas en 
extradición y  evitar que permanezcan en las cárceles de nuestro país, para ser 
finalmente extraditado; quedando doblemente victimizado, no solo en nuestro país, 
sino también en el país requirente, por la  pérdida de sus derechos, al ser 
sometido a penas infrahumanas, como cadena perpetua o quizás la pena de 
muerte muy frecuente en los países islámicos, violando así  los tratados 
internacionales, además de las normas constitucionales que prohíben aplicar a los 
colombianos penas  imprescriptibles o que impliquen violación de los derechos 
humanos, teniendo en cuenta que en ocasiones,  ni siquiera se les es permitido 
                                                             
66 Acta No. 404 del 04 de diciembre de 2013, MP Dr. Luis Guillermo Salazar Otero, radicación 41273. 
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ser visitados por sus familias ni sus cuerpos ser repatriados cuando fallecen en 
estas prisiones foráneas.  
Es importante señalar  que si lo propuesto en esta investigación, por razones de 
conveniencia política o por cualquier otro factor, no permite que se establezca un 
trámite judicial o que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, al revisar la 
documentación que acompaña la solicitud de extradición, no cumpla con los 
parámetros establecidos en la ley colombiana y si la jurisprudencia nacional no  
cambia la posición que ha venido sosteniendo frente al procedimiento de 
extradición, se podría pensar en acabar con la figura de la extradición o buscar un 
mecanismo alternativo  que cumpla con estos requerimientos jurídicos  
Ahora bien, otro de los aspectos que vale la pena nombrar tiene que ver con las 
calidades especiales que debería tener el funcionario judicial que funja como Juez 
de control de garantías, incluyendo por supuesto el propuesto en el trabajo de 
investigación, magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogota, por 
cuanto esta función ha venido desempeñándose lamentablemente por un Juez 
Penal Municipal, en virtud de lo prescrito en el artículo 37, numeral quinto  de la 
Ley 906 de 2004, modificado por la Ley 1142 de 2007, ya que estos jueces no 
están lo suficientemente preparados para desempeñar esta función, en especial si 
tuviese que resolver la legalidad de las actuaciones en el procedimiento de 
extradición, cometiendo por ello irregularidades o abusos por falta de una buena 
formación académica, con especializaciones, maestrías e incluso doctorados en 
materia  constitucional, penal y procesal penal; e incluso debería tener el manejo 
de un idioma extranjero como el ingles o francés por cuanto el indictemt o 
acusación, vienen elaboradas en estos idiomas; que garanticen de manera 
efectiva los derechos de los reclamados en extradición. 
Desde el punto de vista sociológico de la extradición, sería oportuno hacer 
referencia al trabajo de campo elaborado por el profesor Jean Carlo Mejía 
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Azuero67, quien al aplicar cincuenta  y tres encuestas a cinco grupos de opinión de 
diferentes estratos sociales y académicos quiso establecer que tanto conoce el 
pueblo colombiano sobre la figura de la extradición, arrojando algunos resultados 
que sería interesante analizar. 
Dentro de las preguntas hechas a la población bajo estudio, denominada por el 
autor como “la comunidad en general” me llamo poderosamente la atención, en lo 
que respecta a la conveniencia o no de la extradición en Colombia, la pregunta:  
¿Considera usted que el estado colombiano hace bien en extraditar a sus 
nacionales?, donde algunos de los participantes en dicha entrevista manifestaron, 
que el estado colombiano hacia bien en extraditar a los nacionales debido a la 
corrupción que existe en los organismos del estado, mientras que otro grupo 
argumento que no se deben extraditar colombianos, por cuanto el estado 
colombiano debe estar en capacidad de juzgar los nacionales para evitar que se le 
violen los derechos en los estados requirentes. 
Dentro de las conclusiones a que llego el maestro Jean Carlo Mejía Azuero68, se 
pueden rescatar lo siguiente: 
 “consideramos que la estructura sobre la que está basada la extradición de forma 
subsidiaria debe ser reorientada, puesto que el procedimiento no se adecua a las 
necesidades del país; adolece tanto de mecanismos de protección del extraditado 
ubicado en un estado requirente, como de celeridad. Lo anterior enmarcado en la 
innecesaria, para nosotros, participación de la rama judicial en el procedimiento de 
extradición.” 
Pues bien, del estudio hecho por el profesor Azuero, en mi criterio, se puede 
establecer claramente varios aspectos importantes frente a la figura de la 
extradición: El primero es la necesidad de emplear este mecanismo de 
cooperación judicial, frente a la criminalidad organizada en especial en lo que tiene 
                                                             




que ver con los delitos transnacionales, además comparto con el autor cuando 
considera que “la estructura sobre la que está basada la extradición debe ser 
reorientada, puesto que el procedimiento no se adecua a las necesidades del país; 
adolece tanto de mecanismos de protección del extraditado, como la participación 
de la rama judicial en el procedimiento de extradición”.  
De otra parte, es importante rescatar en este trabajo complementario de 
investigación, la necesidad de una restructuración profunda a la figura de la 
extradición en Colombia, so pena de que se convierta en ineficaz y pueda llegar a 
desaparecer o mutar en otro mecanismo de cooperación internacional, como 
ocurrió con la entrega ante la Corte Penal Internacional; o incluso optar por la  
extradición simplificada, como se propone en esta complementación, para evitar 
que las victimas de extradición, al menos sean escuchados en el país requirente  
para evitar continuar en las condiciones infrahumanas en las que se vive en 
nuestras cárceles colombianas.  
Por lo anterior y a manera de conclusión se podría hipotéticamente  afirmar que 
para evitar que se sigan violando reiterada y sistemáticamente los derechos 
fundamentales del debido proceso y la defensa de  los extraditados; sería más  
conveniente para esta población optar por la extradición simplificada, establecida 
en el parágrafo 1 del artículo 500 de la Ley 906 de 2004, modificado por la Ley 
1453 de 2001, por cuanto se le da la posibilidad a los extraditaros de renunciar a 
al procedimiento previsto de manera genera para la extradición y así en un término 
más corto (20 días) ser enviado al estado requirente donde al menos puede lograr 
un buen arreglo e evitar seguir siendo victimizado con su familia en ese largo y 






7.1.2 ¿Está fallando la extradición? 
Para dar respuesta a esta pregunta, valdría la pena revisar un artículo de la revista 
Semana69, donde se critica el tema de la extradición con ocasión del regreso de 
unos de los extraditables más renombrados del país:  Phanor Arizabaleta uno de 
los hombres “clave” en la estructura del Cartel de Cali, devuelto a Colombia 
cuando apenas llevaba nueve meses extraditado, luego de ser capturado en 
septiembre de 2010 y enviado a Estados Unidos en junio de 2011; siendo 
regresado al país el año pasado; provocando toda una serie de reacciones,  no 
solo de los organismos de seguridad del estado sino también la respuesta 
sorprendente del señor Embajador de los Estados Unidos en Colombia, Peter 
McKinley, quien manifestó: “regresó por ser un hombre mayor y enfermo. Son 
casos excepcionales y son poquísimos". 
Este caso es apenas el preámbulo de la problemática que se ha venido suscitando 
frente al mecanismo de la extradición en Colombia, pues como se puede ver 
pareciera que la figura de la extradición solo fuera aplicable para el delito 
relacionado con el narcotráfico y como los Estados Unidos de América, lo cual 
debido a tanto errores que se han cometido por la justicia colombiana y los 
organismos de seguridad del estado, han hecho que las víctimas de la extradición 
opten por buscar “justicia” en ese país del norte de América, teniendo en cuenta 
que la extradición está fallando por la inoperancia de la justicia colombiana, por 
razones como estas, es que la revista semana pone en conocimiento de sus 
lectores la forma como los extraditados han optado por una extradición simple y 
rápida para buscar los beneficios de la justicia norteamericana, señalando en sus 
páginas lo siguiente: 
 “El caso Phanor terminó de hacer trizas la confianza que se tenía en la figura de 
la extradición. Con él se ratificaron los temores que cunden hoy en Colombia en el 
sentido de que los narcos ya se dieron cuenta de que Pablo Escobar no tenía 
                                                             




necesariamente la razón cuando decía que era mejor una tumba en Colombia que 
una cárcel en Estados Unidos”.  
De lo anterior se puede concluir,  que hubo un cambio de paradigmas frente al 
temor de ser extraditados los delincuentes nacionales dedicados específicamente 
al tráfico ilegal de estupefacientes; varias son la razones para que se presente 
este cambio de paradigma frente a la extradición: En primer lugar, desde junio del 
año 2011 se aprobó una ley que permite la 'extradición simplificada', gracias a la 
cual los narcos pueden renunciar a que la Corte Suprema revise su caso y el 
trámite se reduce de seis (06)  meses a dos (02), como se aprecia la extradición 
simplificada ha venido creciendo considerablemente pues se ha establecido que  
uno de cada tres solicitados en extradición ha preferido irse de una vez para 
Estados Unidos.  Y en segundo lugar, varios agentes que trabajaron para el 
gobierno de los Estados Unidos en su lucha contra los narcotraficantes, después 
de ser retirados o jubilados asesoran a los extraditables o a sus abogados; como 
en el caso de Bonnie Klapper, que había sido asistente del fiscal general de 
Estados Unidos, y Robert Feithel, ex fiscal de Nueva York, esto debido a las 
cuantiosas sumas de dinero que reciben de las mafias colombianas, por 
defenderlos, pues e cree que los pagos oscilan entre 150.000 a  500.000 dólares; 
dependiendo de la importancia del narcotraficante. 
 Dentro del mecanismo de extradición a los Estados Unidos de América, por 
delitos relacionados con el narcotráfico, vale la pena señalar la forma como, viene 
operando el sistema de delaciones en ese país, los cuales según la revista 
semana, se han constituido en tres grupos a saber: 
“Hay tres grupos de narcos. Los que se adelantan y negocian antes de que los 
capturen corren con mejor suerte. Logran condenas de muy pocos años y arreglos 
para quedarse en el país. Como el caso de William Rodríguez, el hijo de Miguel 
Rodríguez Orejuela, que pagó cuatro años de cárcel y vive en Miami. Así como 
Nicolás Bergonzoli, que pagó dos años y montó una cadena de comidas rápidas. 
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Y Orlando Sánchez Cristancho, que montó un criadero de caballos en Florida. En 
muchos casos de esos no se tiene ni noticia en Colombia 
El segundo grupo es el de los que capturan pero quieren colaborar con la Justicia. 
En ese caso todos tratan de que los monten de primeros en el avión para llegar y 
entregar información antes que otros extraditados. Cada dato vale oro. Lo que 
contó Patiño Fómeque le valió una gran rebaja y la retaliación cayó sobre su 
familia. Como ese, hay muchos otros casos de los que el país no se ha enterado. 
El testimonio de un narco, por ejemplo, sirvió para capturar a cerca de 130 
personas en Estados Unidos y por eso su pena terminó siendo mínima. Otro caso 
es el de Guacamayo, que comandó la guerra de Los Machos contra Los Rastrojos, 
lo mandaron a Estados Unidos y testificó en los casos de por lo menos cinco 
narcos más, eso le valió pagar apenas cinco años de prisión. Y el caso tal vez más 
impresionante fue el de un narco que dio información para destapar cómo el 
narcotráfico había perforado la más alta esfera de un gobierno extranjero, algo de 
lo cual no tenía noticia alguna Estados Unidos, y gracias a ello el narco tuvo un 
paso corto tras las rejas.  
El tercer grupo es el de los que les va mal. Básicamente porque o no colaboran o 
no tienen información para dar. En ese grupo están algunos de los capos como 
Fabio Ochoa (30 años), Don Berna (33 años), Joaquín Mario Valencia (40 años) o 
Diego Montoya (40 años), este último llegó cuando ya algunos de sus 
lugartenientes habían dicho todo de él. Y también está el grupo de los 13 jefes 
paramilitares que extraditó Uribe. Ellos no solo cometieron varios errores en su 
estrategia jurídica, según los entendidos, sino que no colaboraron al principio. 
Además, al ser paramilitares, su problema ya no es solo el narcotráfico, sino el 
terrorismo. Por eso, paradójicamente, al que mejor parece que le va a ir es a 
Gordo Lindo, que ha logrado demostrar que era narco puro y que simplemente era 
un colado en la negociación del gobierno con las AUC”. 
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A manera de conclusión frente a artículo de la revista semana, citado 
anteriormente, se pueden hacer varias reflexiones: En primer lugar, que el 
mecanismo de extradición de alguna manera ha sido efectivo en la lucha contra la 
delincuencia organizada dedicada especialmente al narcotráfico. Segundo, que 
para estas personas les resulta más beneficioso someterse a la justicia extranjera, 
especialmente la de los Estados Unidos de América, para lograr los beneficios por 
delaciones lo cual les genera una rebaja de penas y salir en un periodo más corto. 
Tercero que la justicia colombiana debido al cumulo de investigaciones hace que 
cada día sea más  difícil y engorroso el trámite judicial en lo que respecta al 
procedimiento judicial de la misma; sin mencionar los altos grados de corrupción 
que existe en la justicia colombiana. Y  Cuarto, frente a la defensa técnica de los 
extraditados, se tienen más garantías con los abogados extranjeros, que con los 
nuestros,  por cuanto muchos de ellos han sido fiscales en los Estados Unidos y 
conocen o han conocido el proceso en contra de sus potenciales clientes,   
 
7.2 LAS VICTIMAS DE LA EXTRADICION.  
Antes de cualquier análisis sobre las víctimas de la extradición se debe establecer  
quiénes son esas víctimas de extradición en Colombia. 
En primer lugar, se debe analizar la clase de delito por lo que se podría ser objeto 
de extradición en nuestro país para establece quienes son objeto de este 
mecanismo de cooperación internacional, según los tratados y convenios suscritos 
por Colombia, lo cual nos lleva a relacionar varios tipos: los que resultan del 
conflicto armado que vive nuestro país, por más de cinco décadas, con los grupos 
alzados en armas, como las FARC, ELN, entre otros, y los que se dan por parte de 
los “Paramilitares” y demás grupos emergentes armados como las famosas 
BACRIM y los agentes del estado pertenecientes a las Fuerzas Militares, en el 
desarrollo del mismo conflicto; sin embargo existen otras víctimas que resultan del 
tráfico de estupefacientes, entendiendo esta actividad como una actividad 
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económica ilegal, organizada como un “cartel”, dedicado exclusivamente al 
negocio del narcotráfico, donde las víctimas son, no solo los que se generan en el 
ajuste de cuentas, sino además los narcotraficantes, que quedan a merced de una 
mecanismo de extradición, que no garantiza los derechos fundamentales como el 
debido proceso y la defensa desde su captura hasta su posterior envió al país 
requirente, específicamente a los estados unidos. 
Frente a esta victimización de que son parte los extraditables, es importante 
señalar algunos de los apartes de una entrevista hecha a los detenidos con fines 
de extradición en el pabellón de máxima seguridad de las penitenciarías de la 
Picota y Combita, por el profesor “Azuero” en una respuesta a la pregunta, “¿Qué 
piensa usted de la extradición?”, donde uno de los encuetados señalo lo siguiente: 
“La extradición es un mecanismo para combatir al narcotráfico fundamentalmente. 
El gobierno de los Estados Unidos considera que es un medio adecuado para 
castigar a quienes trabajan con el narcotráfico”. 
Otro adujo lo siguiente: “la extradición existe porque algunos países como los 
estados unidos quieren demostrar a los países subdesarrollados que allí si puede 
aplicar la  justicia sin que haya corrupción”. 
Y finalmente frente a la pregunta sobre ¿Quién cree usted que sea responsable de 
que exista extradición de nacionales?, señalo: 
“Una oligarquía que siempre ha sido arrodillada a los gringos, un estado y un 
gobierno que no conocen lo que es patria y no saben lo que es tener sensibilidad 
por su pueblo. La corrupción es su razón de ser”. 
De lo anterior se concluye que la extradición es un mecanismo de cooperación 
internacional a la cual le temen los delincuentes en Colombia, por su efectividad, 
pero se debe humanizar este mecanismo para evitar que se sigan victimizando los 
colombianos, que independiente de su conducta, se les debe garantizar los 
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derechos fundamentales como base de un estado social y democratico de 
derecho. 
Ahora bien, si las víctimas pertenecen a los grupos armados que van en contra del 
estado y su miembros son extraditados por hechos relacionados con el 
narcotráfico,  terrorismo o delitos de lesa humanidad, en el desarrollo del conflicto 
armado, se debe optar por proteger a las víctimas, ya sea evitando la extradición o 
permitiendo que se reparen a las víctimas, fundamentado en normas ya 
establecidas como la Ley 975 de 1995, reglamentada posteriormente por la Ley 
1448 de 2001.  
Al revisar la Ley 1448 de 2011, “Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se 
dictan otras disposiciones”, se estudio igualmente la relación que existe entre las 
personas que han sido extraditados, especialmente aquellas que hacen parte de 
los grupos armados  que participan en el conflicto armado que actualmente se vive 
en Colombia; y las victimas, lo cual genera una gran dificultad para estas pues al 
ser extraditados limita su intervención en dichos procesos y quedan estas inermes 
frente a una posible reparación. A continuación me permito transcribir algunos de 
sus apartes relacionados con el tema tratado: 
“Artículo 195. Extraditados. En virtud del principio de coherencia externa 
establecido en el artículo 12, para contribuir a la efectividad del derecho a la 
justicia, el Estado Colombiano adoptará las medidas conducentes a garantizar la 
participación efectiva de las víctimas en las investigaciones, procesos y 
procedimientos judiciales de los integrantes de grupos armados organizados al 
margen de la ley o desmovilizados de estos grupos que hubieren sido condenados 
por las violaciones a las que se refiere el artículo 3o de la presente Ley, y que se 
encuentran en jurisdicción extranjera por efecto de extradición concedida por el 
Estado colombiano.  
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De la misma manera el Estado procurará adoptar medidas conducentes para su 
colaboración con la administración de justicia, a través de testimonios dirigidos a 
esclarecer hechos y conductas, relacionadas con las violaciones contempladas en 
el artículo 3o de la presente Ley.  
Para contribuir a la efectividad del derecho a la verdad adoptará las medidas 
conducentes para que las personas a las que se refiere el presente artículo, 
revelen los motivos y las circunstancias en que se cometieron las violaciones y en 
caso de fallecimiento o desaparición, la suerte que corrió la víctima.  
Para contribuir a la efectividad del derecho a la reparación adoptará las medidas 
tendientes a garantizar que los bienes de los extraditados sean entregados o 
incautados con destino al fondo de reparación para las víctimas establecido en el 
artículo 54 de la Ley 975 de 2005.” 
7.3 LA EXTRADICION SIMPLIFICADA  
Antes de cualquier análisis sobre el tema, es necesario hacer un recorrido por la 
evolución de este mecanismo, especialmente en la jurisdicción europea, por 
cuanto se crearon lo principios sobre la extradición simplificada, que bien podría 
ser una solución para el evento en que este instrumento de cooperación como la 
extradición se debilite por causa de la inoperancia del sistema judicial, se pueda 
optar por la simplificación de los trámites de extradición tal y como se ha venido 
proponiendo por la Comunidad Europea. 
7.3.1 La extradición pasiva en Europa  
El Acuerdo Shengen del 19 de junio de 1990,  frente a los trámites de extradición, 
adiciono algunos temas importantes relacionados con la simplificación, como: la 
designación de ministerios de justicia como autoridades centrales en el 
procedimiento de extradición,  con prevalencia sobre las vías diplomáticas, o lo 
referente al traslado de personas condenadas, dándole un carácter de 
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complementariedad frente a los acuerdos suscritos con anterioridad como el 
convenio del consejo de Europa suscrito el 21 de marzo de 1983. 
De otra parte el convenio europeo de 1957,  en materia de extradición presentaba 
algunas trabas sobre todo en los aspectos administrativos, sin embargo hubo 
grandes avances, en especial lo referente a la extradición de nacionales se 
morigero la posición radical del derecho europeo continental, a favor de una 
posición mucho más cercana al derecho anglosajón; por lo que el 26 de mayo de 
1989 se firma el acuerdo relativo a la simplificación y modernización  de la formas 
respecto a las solicitudes de extradición70. En este instrumento, se indico 
esencialmente que cada estado debe establecerlas o las autoridades centrales, 
con el fin de recibir o enviar las solicitudes de extradición de forma expedita.  
 
7.3.2. Tratado europeo sobre procedimiento simplificado de extradición. 
Este tratado fue suscrito en Bruselas, el 10 de marzo de 1995 se convino 
establecer se era necesario simplificar los trámites de extradición e implementar 
mecanismos en relación con el número de personas detenidas con orden de 
extradición que consentían en ser enviados al estado requirente  
7.3.3 Tampere - formas alternativas de extradición. 
Lo que hace el consejo de Tampere de 1999, es indicar que se debe suprimir el 
trámite de extradición entre los estados de la Unión Europea de personas que se 
encuentran condenadas por sentencias en firme, dando paso a la mera entrega; y 
deben considerarse para las demás situaciones de cooperación judicial, tramites 
ex tradicionales mas expeditos; en otras palabras esperar que el estado requirente 
culmine con la investigación de la persona que va ser objeto de extradición y una 
                                                             
70 Acuerdo entre los estados  miembros de las comunidades  europeas  relativas  a la simplificación y a la 
modernización  de las solicitudes de extradición, www.boe.es/g/es/bases_datos/doc. 
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con sentencia en firme se solicite la mera entrega, sin ningún tipo de trámite que 
entorpezca el envío de dicha persona al estado requirente. 
7.3.5. Tratados de Niza y Lisboa. 
Luego de las conclusiones del Consejo de Tampere en Finlandia, entre los años 
2000 y 2002, se provoco una seria de reuniones para darle aplicación al 
reconocimiento mutuo de decisiones  judiciales dentro del marco común de la 
comunidad europea, buscando coadyuvar a la extradición y de alguna manera 
eliminar las trabas administrativas de la principal herramienta mundial de la 
cooperación judicial en materia penal; una de las decisiones que fueron fruto de 
este avance fue la decisión tomada el 13 de junio de 2001, relacionada con el 
terrorismo, con ocasión de los hechos acaecidos en Nueva york el 11 de 
septiembre de 2001, donde se estableció que todos los estado de la unión 
europea y frente a conductas como el terrorismo, deben tomar medidas para 













CONCLUSIONES DE LA ADDENDA  
 
1- La tesis que se plantea es la legalización de la captura con fines de 
extradición o entrega ante la Corte Penal Internacional, ante un juez de la 
República; en consideración a que se deben salvaguardar los derechos 
fundamentales constitucionales de todos los colombianos que residen en 
nuestro país, como se estableció al término de la presente investigación.  
 
2- No obstante lo anterior y a pesar de que la extradición no es el tema central 
de este trabajo investigativo, es fundamental estudiar la conveniencia de 
este instrumento de cooperación judicial, para observar si se debe continuar 
o no con este mecanismo; para lo cual se debe revisar desde un contexto 
diferente al jurídico, como el sociológico para que en concordancia con otras 
normatividades del mundo, se establezca su efectividad, en el marco de una 
política criminal basada en la problemática de nuestro país, sin dejar de lado 
el conflicto armado que se vive en Colombia, para que de alguna manera no 
quede la investigación solamente en el campo jurídico. 
 
3- Que a pesar de que el mecanismo de extradición ha sido efectivo en la 
lucha contra la delincuencia organizada dedicada especialmente al 
narcotráfico, es menester reorientar este mecanismo de cooperación 
internacional, por cuanto ha perdido vigencia en el sentido de que la gran 
mayoría de los extraditados, específicamente por delitos relacionados con 
el narcotráfico, han optado por una extradición simplificada para lograr los 
beneficios dados en la justicia Norte Americana.  
 
4- Que la justicia colombiana debido al cumulo de investigaciones hace que 
cada día sea más  difícil y engorroso el trámite judicial en lo que respecta al 
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trámite de la extradición; sin mencionar los altos grados de corrupción que 
existe en la justicia colombiana. 
 
5- Que el problema de hacinamiento en que se encuentra el sistema carcelario 
del país hace que se violen los derechos humanos de los capturados con 
fines de extradición, por la falta de infraestructura. 
 
6- En lo referente a la defensa técnica, se tienen más garantías con los 
abogados extranjeros, por cuanto muchos de ellos han sido fiscales en los 
países requirentes, específicamente en los Estados Unidos, con lo que se 
les facilita los procedimientos por el conocimiento  del sistema penal donde 
generalmente son requeridos sus clientes. 
 
7- Por el rol pasivo que ejerce la Sala de Casación penal de la Corte Suprema 
de Justicia, de los documentos y algunas de las evidencias con que se 
acompañan las solicitudes de extradición, que hace que ese tiempo que 
transcurre desde que el expediente llega a esa alta corporación sea perdido 
por cuanto finalmente siempre se denegaran las pruebas solicitadas por la 
defensa del extraditado. 
 
8- Por cuanto se debe aplicar la extradición simplificada, establecida en el 
código de procedimiento penal, por ser este un mecanismo más expedito y 
eficiente para los extraditables por cuanto se les facilita con mayor premura 
los beneficios a que pueden aspirar al llegar al país requirente, en especial 
si son delitos por narcotráfico, donde la delación forma un papel 
fundamental no solo en la rebaja de la pena, sino a demás en beneficio 
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